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Manifestaciones del señor senador Alonso Te- 
llechea y de varios señores senadores. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 30 de diciembre de 1993. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, el próximo martes 4 de enero de 1994, a la hora 
17, a fin de recibir de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 119 de la Constitución, los informes del señor ministro 
de Defensa Nacional sobre la licitación por la que se otorgaron 
los servicios de tierra en el Aeropuerto Internacional de Carras- 
co y sus repercusiones en la situación de PLUNA. 


LOS SECRETARIOS”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rin Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bou- 
za, Bouzas, Bruera, Cassina, Elso Goñi, Gargano, González 
Modernell, Grenno, Hackenbruch, Irurtia, Jude, Korzeniak, 
Millor, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Ramírez, Ricaldoni, Sil- 
veira Zavala, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Cigliuti y 
Priore, y con aviso el señor senador Librán Bonino. 


3) INFORME DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA 
NACIONAL SOBRE LA PRESTACION DEL SERVI- 
CIO EN TIERRA EN EL AEROPUERTO INTERNA- 
CIONAL DE CARRASCO Y SU REPERCUSIÓN EN 
LA SITUACION DE PLUNA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 04 minutos) 


-La Cámara de Senadores se reúne a electos de recibir Jos 
informes del señor ministro de Defensa Nacional acerca de la 
licitación por la que se otorgaron los servicios de tierra en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco y sus repercusiones en la 
situación de PLUNA. 


De acuerdo con el reglamento el miembro interpelante, se- 
fior senador Bouzas así como el ministro de Defensa Nacional 
actúan en régimen de debate libre. Los demás señores senado- 
res pueden intervenir, si desean hacer uso de la palabra, de 
acuerdo con el régimen de discusión general, que se utiliza 
para considerar los proyectos de ley. 
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- El Senado resuelve ponerse de pie y guardar un 
minuto de silencio en homenaje a la memoria 
del ciudadano desaparecido. 


TD) Selevanta la Sesión ..oooomononsrarconncoresrannoraaronnanonsos 


Ántes de concederle la palabra al señor miembro interpe- 
lante, para una cuestión previa y a su solicitud, la Presidencia 
se la ofrece al señor ministro de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Señor 
presidente: solicito a la Mesa que, de ser posible, se distribuya 
entre los señores senadores fotografías sobre el estado en que 
se encuentra la maquinaria que PLUNA utiliza en los servicios 
de asistencia a ticrra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si los señores senadores no lic- 
nen inconveniente, la Mesa procederá a distribuir un ejemplar 
de ese malerial, por bancada. 


Tiene la palabra el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas del Senado, prácticamente durante todo cl 
año 1993, en particular desde el 16 de junio de ese año, ha venido 
considerando casi permanentemente la situación de PLUNA. Lo 
que nos hizo pedir que el señor ministro de Defensa Nacional 
asistiese a sala, es la preocupación que tenemos en cuanto al daño 
que le acarrcará a PLUNA el otorgamiento de la licitación a la 
empresa privada CANDYSUR para prestar los servicios de tierra 
en el Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


Para poder analizar esto en una forma más detallada, que- 
remos hacer referencia, en primer lugar, que por el decreto 
722/91, el Poder Ejecutivo autorizó al Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas para que PLUNA se asociase con capitales 
privados a fin de prestar determinados servicios, según dice el 
Diario Oficial. Todo esto ocurrió al amparo de la ley N* 16.211, 
más conocida como Ley de Empresas Públicas, aprobada por 
cl Parlamento con iniciativa del Poder Ejecutivo. En el artículo 
4? de la Sección II del Título 1 “Asociación de PLUNA con 
capitales privados” se expresa lo siguiente: “Artículo 4% (Au- 
torización). - Autorízase a PLUNA para asociarse con capitales 
privados a fin de prestar los servicios de transporte aéreo públi- 
co de pasajeros, correo y carga y los servicios terrestres y 
turísticos afines o complementarios a aquellos, a través de la 
participación en sociedades anónimas por acciones nominali- 
vas, cuya dirección y capital integrará. A tales efectos, PLUNA 
llamará a licitación pública internacional, que comprenderá una 
etapa de precalificación y una etapa de selección entre los 
calificados a fin de proceder a la adjudicación”. 


Luego, por la resolución 373/93 del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas se llama a licitación y, según el artículo 
3.1, su objetivo será “prestar servicios de transporte aéreo pú- 


4 y 5 de Encro de 1994 


blico de pasajeros, equipaje, correo y carga y los servicios 
terrestres y turísticos afines y complementarios a aquéllos. Ade- 
más de los aportes de capital a dicha sociedad, PLUNA le 
transferirá las concesiones, autorizaciones o permisos para la 
explotación de los servicios aérco-comerciales que integran la 
U.O.C.”. 


Nuestra preocupación -como vamos a decir luego- es que al 
hacerse el llamado a licitación, en él se comprenden los servi- 
cios de tierra de la empresa PLUNA. Por esa razón, en oportu- 
nidad en que estuvo presente el Directorio de PLUNA en la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado el día 10 
de noviembre de 1993, hicimos la pregunta correspondicnte ya 
que en el mismo momento en que se estaba llamando a licita- 
ción para conseguir un socio para PLUNA, incluidos los servi- 
cios de tierra, previamente -como vamos a ver más adelante- se 
había sancionado un decreto por el que se le quitaban dichos 
servicios de tierra. Entonces, frene a nuestra interrogante, el 
señor Martínez, asesor jurídico del Directorio de PLUNA, en 
presencia de los señores directores, explicó que “en el plicgo 
de precalificación figuraba la existencia de servicios de asisten- 
cia en tierra en manos de PLUNA. Posteriormente, en el pliego 
definitivo, el tema fue aclarado en forma elíptica y no muy 
directa. Se decía que el equipamiento de servicios en tierra no 
estaba incluido en los bienes que PLUNA aportaba a la nueva 
sociedad anónima”. Quiere docir que estos bienes no se traspasa- 
rían a la nueva empresa. Se explica que los bienes que PLUNA 
utilizaba para prestar los servicios de tierra no pasarían a la 
nueva sociedad anónima, pero no se dice que el derecho de 
prestar los servicios en tierra no se traspasan a la sociedad 
anónima. Esto es lo que el señor Martínez dice que fue aclara- 
do “en forma elíptica y no muy directa” en el pliego definitivo. 


Es interesante ir anotando esta contradicción porque, poste- 
riormente, se van a ir agregando otras, 


Como es de conocimiento de los señores senadores, de las 
empresas que expresaron su interés, en principio, en asociarse 
con PLUNA, solamente una de ellas lo ratificó: la empresa 
VASP de San Pablo. 


Una vez que se estudió el primer pliego de los tres que tenía 
que presentar la empresa, referido a su solvencia económica 
para ser el socio mayor de PLUNA S.A., el Directorio del 
Ente -a esta altura ya teníamos un diálogo fluido con él y 
estuvimos de acuerdo con su decisión- resolvió desechar la 
oferta de VASP por considerar que la empresa no cumplía con 
la primera condición establecida en uno de esos pliegos, que 
cra la de tener determinada capacidad cconómica. Más allá de 
las connotaciones personales que los directivos de VASP tuvie- 
ran con respecto al escándalo ocurrido en Brasil y que dio lugar 
a la caída de quien fuera presidente de ese país, señor Fernando 
Collor de Melo. 


Cuando se dan las explicaciones de por qué los hechos 
ocurrieron de la manera conocida, debemos remitirnos nueva- 
mente a la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas del Senado de fecha 10 de no- 
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viembre de 1993. En esa oportunidad, el señor Juan Carlos 
Bugallo, director de PLUNA por la minoría, explicó las razo- 
nes por las que se había reducido tanto el interés de cuatro 
empresas al de una sola. Manifestó que “cualquiera fuera la 
empresa que hubiera llegado a la etapa final, VASP, IBERIA, o 
las dos restantes, su postura sería la misma, en el sentido de 
que en función de las tremendas exigencias referidas en el 
pliego de condiciones -entre ellas, la responsabilidad de la so- 
ciedad anónima de veto y auditoría que tiene la Comisión Fis- 
cal del Estado- quien fuera ducño de una empresa no se presen- 
taría a la licitación”. 


La lectura de la versión taquigráfica no es muy clara, pero a 
lo que hace referencia el señor Bugallo es a que en la primera 
licitación -que luego quedó sin efecto porque se desechó la 
oferta de VASP- la minoría del directorio de la futura PLUNA 
S.A. -o sea la actual PLUNA- se reservaba el derecho de veto 
para algunas resoluciones de ventas de activo, como asimismo, 
la mayoría de la Comisión Fiscal que analizaría los números de 
la futura empresa. 


El señor Bugalio aclaró también -en la misma sesión de la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas- las razones por las 
que fueron tan rigurosas las condiciones requeridas en la licita- 
ción que se realizaría para obtener un socio para PLUNA. El 
señor director manifestó lo siguiente: “Naturalmente que esto 
tuvo sus razones porque cuando se confeccionó el pliego vivía- 
mos un momento muy particular ya que existían grandes diver- 
gencias entre los españoles y los argentinos acerca de la mcio- 
dología aplicada en la compra y en la venta de acciones, de 
aviones, cicétera. Todos los días al tomar conocimiento de 
nuevas noticias nos hacíamos presentes en la Comisión para 
pedir a sus integrantes que tuvieran cuidado respecto de una 
determinada cosa”. Se estaba refiriendo a los acontecimientos 
nada gratos ocurridos cuando IBERIA, mediante una licitación 
parecida a la de PLUNA, se asoció o compró Aerolíneas Ar- 
gentinas; y a los dolores de cabeza que cllo trajo aparejado para 
esta última. 


Las exigencias establecidas en la licitación para conseguir 
un socio para PLUNA eran consecuencia de considerar lo ocu- 
rrido al otro lado del Río de la Plata, es decir, los problemas 
que el gobierno argentino tenía por haber resuelto la situación 
en una forma un poco alegre. Sin embargo, el Directorio de 
PLUNA opinó que en un nuevo llamado a licitación, si se 
disminuían las exigencias anteriores, o sea, si la parte del Di- 
rectorio de la empresa PLUNA S.A. futura -la actual PLUNA- 
que es minoría, no tuviera poder de veto o si la mayoría de la 
Comisión Fiscal no pertenccicra a la PLUNA de hoy, podrían 
aparecer más interesados en la asociación con el Ente mediante 
la forma de una empresa mixta. 


En mi opinión, señor presidente, puede ser que el disminuir 
el cuidado del Estado por lo que le pertenece, el interés de los 
inversionistas extranjeros se incremente. Sin embargo, es cono- 
cido por todos -o por lo menos por quienes estamos aquí- que 
la situación de PLUNA -que es heredada- se ha venido deterio- 
rando en gran forma en los últimos años. El 27 de junio de 
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1991, en oportunidad de tratarse la ley N” 16211 relativa a 
empresas públicas, cuando se discutió el artículo 6” en particu- 
lar -que es el que se refiere a PLUNA.- el señor senador Astori 
manifestó lo siguiente: “La intervención militar del Ente conta- 
ba para el funcionamiento de la empresa, con cuatro aeronaves 
“Vickers Spycomnt', 


Esa intervención compró en 1978 dos aeronaves “Boeing 
727 que costaron a la empresa más de U$S 7:000.000 y arren- 
dó, casi simultáneamente, otra nave del mismo tipo”. “Muy 
poco tiempo después, en una operación que podríamos calificar 
de asombrosa, vendió los dos “Boeing 727” que habían costado 
U$S 7:000.000 en U$S 4:000.000". “Luego de eso se compra- 
ron 3 naves “Boeing 737” sin uso, por más de U$S 48:000.000, 
financiados con endeudamiento con el exterior, cuya carga fue 
soportada por PLUNA que hasta hoy sufre los efectos perjudi- 
ciales. En 1981, antes de la compra de las naves “Boeing 737”, 
se había arrendado a Aerolíneas Argentinas una nave “Boeing 
707 -la más grande de todas- cuya tasa de productividad, en el 
momento de la compra, había sido largamente sobrepasada -era 
una nave que ya había superado su vida útil en términos econó- 
micos- a efectos de iniciar una línea a Madrid”. 


“Con el costo que debió pagarse por el arrendamiento de la 
nave “Boeing 707 se hubieran podido abonar tres veces el 
valor del avión hasta el año 1988, fecha en que terminó por 
adquirirlo”. Estas fueron palabras del señor senador Astori cuan- 
do se discutió el artículo 6” de la ley N* 16.211. 


Por su parte, el señor senador Korzeniak, al intervenir en 
dicha sesión sobre el mismo tema expresó que la Dirección de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto le pidió un informe a 
una consultora de nombre AVMARK, muy famosa y especiali- 
zada en materia de aeronavegación. De esa manera, ésta elabo- 
ró un extensísimo informe sobre PLUNA que entregó en el mes 
de diciembre de 1990. El señor senador Korzeniak dijo: “Ten- 
go en mi poder todo el texto que consta de unas 144 páginas. 
No queda ningún punto por estudiar en ese organismo y allí se 
incluye un capítulo con conclusiones y consejos. Cabe presu- 
mir que no se trata de una consultora dogmáticamente partida- 
ria de los servicios estatales ni de las privatizaciones; debe 
tratarse de gente que tiene conocimientos de aeronavegación y 
de ahí que puedan brindar estos resultados. Sin perjuicio del 
informe, la consultora plantea la posibilidad de que algún día 
se privatice PLUNA, es decir que sus servicios puedan ser 
entregados a los particulares, que se autoricen o se formen 
empresas mixtas en las que ésta participe. También señala que 
hacer eso sin un período -que esta consultora sitúa en no menos 
de dos o tres años- de recuperación de PLUNA como organis- 
mo autónomo, sería un disparate y esto lo dice con una claridad 
meridiana”. 


Más adelante, el señor senador Korzeniak cita del informe 
de la consultora AVMARK lo siguiente: “Solamente una aero- 
línea nacional -dicen los consultores- puede asegurar la presta- 
ción contínua de servicios aéreos, particularmente si el país es 
pequeño y se halla en los confines de las rutas internacionales. 
Las aerolíneas extranjeras seguirán ofreciendo servicios sola- 
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mente mientras ello convenga a sus intereses. Los planes de 
desarrollo para el futuro de Uruguay pueden verse amenazados 
si no se asegura la prestación de un servicio aéreo internacio- 
nal. La aerolínea, en su totalidad, está tan mal organizada y 
administrada que llegará a un colapso en unos pocos años si no 
se cuenta con un contínuo aporte de fondos del gobierno. Los 
convenios para actuar en forma mixta podrían, entonces, ser 
considerados como un pequeño apéndice de la tarea primordial 
de la reorganización, pero sólo deben ser aceptados si existen 
garantías de una significativa rentabilidad y de que PLUNA no 
quedará expuesta a riesgos que no podrá respaldar”. 


En la misma discusión el señor senador Cassina expresó 
que “PLUNA viene siendo muy mal gestionada desde hace 
mucho tiempo y ello continúa siendo así hasta el día de hoy. 
Resulta claro que la responsabilidad por lo ocurrido es política 
porque, aunque no lo dijera su Ley Orgánica, parece obvio que 
debe ser dirigida por personas competentes en la materia. Repi- 
to lo que dije en otra oportunidad” -dice el señor senador 
Cassina-: “no postulamos la tecnocracia, pero parece claro que 
una empresa estatal de aeronavegación tiene un cometido tan 
específico que requiere que en su dirección haya personas con 
la idoneidad necesaria como para encarar su gestión”. Más 
adelante, expresa: “Digo que para que el Ente opere con bue- 
nas aeronaves no es necesario comprarlas, porque actualmente 
se pueden arrendar y ello no requiere una inversión importante 
que, obviamente, el país no está en condiciones de hacer, pero 
es preciso reestructurarlo”. 


En el mes de mayo de 1990, en una carta dirigida al Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas la Organización de Fun- 
cionarios de PLUNA manifestó preocupaciones similares en 
cuanto al deterioro de la empresa y, en particular, en relación 
con los servicios de tierra que estaba prestando el Ente en ese 
momento, de acuerdo con un decreto que veremos más adelan- 
te. En dicha carta, en lo que tiene que ver con la explotación de 
servicios a terceros, se solicitaba la revisión de contratos de 
servicios vigentes, la renovación de equipos de rampa -segura- 
mente algunos de los que se están repartiendo en fotografías- y 
la evaluación del control de gestión en el área de recursos 
asignados. 


Por otro lado, señor presidente, no me resisto a citar un 
informe de “Price Waterhouse” -se trata, también, de una con- 
sultora famosa- publicado el 15 de noviembre de 1992 en el 
periódico Guía Financiera, en el que se destaca que el precio 
llave de la compañía son los servicios de tierra. 


Por todo lo expuesto, entiendo que no se trata solamente 
de un problema de exigencia, expresada en la licitación, al 
futuro socio de la empresa PLUNA. En este sentido, opino que 
también tiene mucho que ver la forma en que presentamos a 
PLUNA a la hora de buscar un socio. Digo esto porque éste se 
encontraría con una empresa que posee un atractivo importan- 
te, ya que tiene la bandera del gobierno uruguayo y, por lo 
tanto, cuenta con el derecho de hacer vuelos que, si se asocian 
capitales privados y compran los aviones, difícilmente puedan 
realizarlos, 
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Este tema fue extensamente discutido en oportunidad de 
analizarse el artículo 6* de la ley N* 16.211. 


Volviendo al tema anterior, podemos decir que en momentos 
en que scestaba preparando el pliegode la primera licitación para 
procurar un socio para PLUNA, se producían ciertos problemas 
entre argentinos y españoles en torno al matrimonio IBERIA - 
AEROLINEAS ARGENTINAS. Parecería que posteriormente 
ellos habrían desaparecido porque, aquellas exigencias tan dra- 
máticas que surgían a medida que se redactaba el pliego, 
actualmente han disminuido. No podemos confirmarlo porque, 
lamentablemente, no nos hemos comunicado con el señor direc- 
tor de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto -esto no ha sido 
por su culpa- pues el día en que fue citado por la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas, solamente concurrimos a ella el 
señor senador Silveira Zavala y quien habla, 


Para que nadie piense que aquellos peligros que existían en 
cl momento de redactar el pliego de la primera licitación hoy 
ya no existen, quicro tracr a consideración del Senado una nota 
que apareció en la página 21, sección Economía, del diario “El 
País” de Madrid, con fecha 6 de diciembre de 1993 con la 
firma M. A, Noceda y con cl título “IBERIA amenaza con 
suspender pagos en AEROLINEAS ARGENTINAS”. Allí se 
expresa lo siguiente: “Las relaciones entre IBERIA y el go- 
bierno argentino, por la situación de AEROLINEAS ARGEN- 
TINAS, han alcanzado un tono de total enconamiento. Los 
responsables de IBERIA, tras la negativa del Ejecutivo, que 
preside Carlos Menem, de realizar una ampliación de capital 
en AEROLINEAS, han amenazado con presentar suspensión 
de pagos en AEROLINEAS ARGENTINAS c iniciar, incluso, 
un proceso de liquidación desde su condición de gestores”. 


Más adelante dice que “IBERIA, a través de los gestores de 
AEROLINEAS ARGENTINAS, ha subrayado que la compañía 
necesita la inyección urgente de capital porque no alcanza para 
pagar, según fuentes de la firma española”. 


“A juicio de los gestores, necesita una ampliación de 
U$S 450:000.000, de los que el Estado argentino tendría que 
poner cl 43% e Iberia el 30%, mientras los Bancos Central, 
Hispano y Banesto, el 9.5% cada uno”. Es decir que aquellas 
preocupaciones que tenían lugar cuando se redactaba el primer 
pliego para la primera licitación -que luego quedó desierta por- 
que se desestimó la única oferta presentada- siguen teniendo 
vigencia al día de hoy. Consideramos que sería bueno saber 
cuáles son las variantes que ha tenido la segunda licitación 
respecto de la primera en cuanto a las condiciones que se le 
imponen al futuro socio de PLUNA S.A, 


El segundo elemento a tener en cuenta es cl que tiene que 
ver con la línea a Madrid. Como se pudo comprobar a través de 
la lectura de las manifestaciones del señor senador Astori en 
oportunidad de discutirse la Ley de Empresas Públicas, esta 
línca se cumplía con el Boeing 707. Este era un avión viejo, 
incómodo, que gastaba mucho combustible y que creó numcro- 
sos problemas a PLUNA. Sobre este punto conversamos larga- 
mente en la Comisión de Transporte y Obras Públicas, tanto 
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con el Directorio de PLUNA como en la organización de fun- 
cionarios y de pilotos de esa empresa. Llegó un momento en 
que la situación de la línea a Madrid a través del Boeing 707 
se hizo prácticamente insostenible, Además de ser un avión 
caro, los problemas de aterrizaje que se sucedieron en Barajas 
inclusive allí las autoridades españolas habían puesto algunas 
condiciones- repercutieron en la mala imagen de PLUNA, en 
cuanto a la regularidad de sus vuelos, tanto para la hora de 
salida como para la de llegada. Por esa razón, el Directorio 
resuelve en octubre de 1992 realizar un contrato de fletamento 
con una empresa de turismo española llamada SPANAIR, por 
el cual PLUNA -que según expresa el artículo 1% “se trata de 
una empresa de transporte aéreo uruguayo debidamente auto- 
rizada- necesita, transitoriamente, de medios adicionales para 
la realización parcial del programa de transporte de pasajeros 
y carga”. En segundo término, se expresa que a fin de atender 
las necesidades del transporte aéreo de pasajeros y carga, 
“SPANAIR ha ofrecido realizarlo, a cuyo fin ambas empresas 
acordaron un contrato de fletamento que se celebró el 14 de 
agosto de 1992 y que seguirá vigente hasta el 30 de abril de 1993”, 


El contrato empezó a regir el 1% de octubre -aunque se 
firmó en agosto- con la posibilidad de prorrogar su vigencia, 
pagando determinado precio, en puntuales condiciones. ¿Cuá- 
les eran las condiciones que PLUNA debía cumplir? En primer 
lugar, por cada rotación Madrid-Río de Janeiro, Montevideo- 
Río de Janeiro-Madrid -es decir, Madrid ida y vuelta- PLUNA 
tenía que pagar la suma de U$S 74,126. En segundo término, 
se agregaba cl pago de los servicios de venta de pasajes; el 
pago de la comida para todos los pasajeros como para la tripu- 
lación, excepto la que se carga en Madrid y que cubre el pasaje 
Madrid-Río de Janeiro; el pago del combustible que gastaría el 
avión; el pago de las tasas de estacionamiento en los acropuer- 
tos, de los derechos de aterrizaje -excepto el de Madrid- de las 
ayudas a la navegación y las tasas de los pasajeros. Más ade- 
lante, en el artículo 9%, se dice que en el caso de que hubiera 
impuestos, estos también serían de cargo de PLUNA. 


Ahora bien, ¿qué recibía PLUNA a cambio de esto? Tenía 
el derecho a usar 180 asientos en un avión de 280 pasajeros. Es 
decir que PLUNA, por la módica suma de U$S 74.126, alquila- 
ba una parte de un avión. Además, esto trajo como consecuen- 
cia lo siguiente, Como el avión de SPANAIR, que es muy 
bueno y de la última generación, por imposición de las leyes 
españolas necesariamente iba a ser pilotado por funcionarios 
españoles, los pilotos de líneas aéreas del Uruguay se quejaron 
a través de su Asociación Civil, inquietudes que fueron recibi- 
das por la Comisión de Transporte y Obras Públicas, que a su 
vez. le dio vista al Directorio. Este en su momento argumentó la 
iransitoricdad del contrato que se hizo con SPANAIR, y nos 
explicó que como no había una determinación clara en cuanto 
al futuro de PLUNA en el sentido de si se asociaba o no con 
una empresa extranjera para ser una sociedad anónima, se veía 
obligado a efectuar una prórroga de'seis meses en este acuerdo 
que aún continúa vigente. El último contrato también fue he- 
cho con un plazo de seis mescs, aunque se estableció una 
cláusula que habilita a PLUNA o a SPANAIR a que a los tres 
meses lo deje sin efecto, es decir, el día 31 de enero de 1994, 
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¿Qué opinaban los señores directores de este contrato fir- 
mado con la empresa SPANAIR para realizar los vuelos a 
Madrid? El señor presidente del Directorio de PLUNA, doctor 
Piaggio Victorica, en sesión de la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas del Senado del 21 de julto de 1993, dijo lo 
siguiente: “Puedo decir, repito, luego de haber hecho un estu- 
dio exhaustivo, que se trata de un contrato muy favorable a 
los intereses del organismo por varios motivos. En primer 
lugar -y esto se lo adelanté telefónicamente al señor presiden- 
te de la Comisión- porque ha cambiado totalmente la imagen 
de PLUNA. En este sentido, podemos decir que el vuelo de 
SPANAIR que nos lleva a España haciendo sólo una escala en 
Río de Janeiro se efectúa con un avión de última generación”. 
Más adelante, en la misma versión taquigráfica señaló: “Si bien 
no podemos cuantificarlo en forma absoluta, decimos que las 
cifras están más que equilibradas, ya que dan un superávit a 
favor de PLUNA”. Quistera hacer notar cómo las opiniones del 
señor presidente del Directorio de PLUNA van, diría, en un 
degradé hacia abajo. En su tercera intervención dijo que enten- 
día que “el contraio de SPANAIR es, en términos generales, 
favorable, aunque quizás se podría haber hecho algo mejor”. 
Expresó que “frente a lo que había, este contrato resultó am- 
pliamente favorable”. 


En la reunión celebrada el día 10 de noviembre, transcurri- 
dos cuatro meses -evidentemente, el señor presidente o el Di- 
rectorio de PLUNA pudicron estudiar mejor el contrato- cl 
señor Piaggio Victorica manifestó que “había llegado al Orga- 
nismo con un contrato ya vigente; que lo analizaron y pudieron 
comprobar que si bien la solución no era brillante, resultaba 
favorable desde el punto de vista de la imagen de la empresa. 
Quiere decir que esta solución se ha encarado de manera transi- 
toria. No podemos cerrar la línea Madrid porque ello significa- 
ría, no digo una hecatombe, sino un perjuicio muy grande para 
el Organismo”. 


Por su parte, cl señor Juan Carlos Bugallo -integrante del 
Directorio de PLUNA por la minoría- en forma menos exultan- 
te que el señor presidente del Directorio, en el mes de julio 
expresaba lo siguiente: “Sabemos que este contrato es perfecti- 
ble en algunos ítems, ya que presenta algunas carencias. El 
mismo fue realizado en una fecha anterior a la del plebiscito de 
derogación de la privatización”. Más adelante, continúa dicicn- 
do: “Debo decir que este vuelo operativamente cs muy renta- 
ble; sin embargo, si ponemos sobre él todo el peso de la 
administración que tiene PLUNA, rápidamente entraremos en 
déficit”. 


El señor Bugallo manifestó lo siguiente en la reunión de la 
Comisión del Transporte y Obras Públicas del Senado del 10 
de diciembre: “Reconocemos que la situación se ha prolongado 
más de la cuenta para los señores comandantes y así se lo 
expresamos en la reunión que mantuvimos en el día de ayer. 
Como dije, hemos llegado a un plazo tan estirado que ya afecta 
los legítimos derechos de los trabajadores uruguayos”. 


Obsérvese cómo, a medida que avanzan el tiempo y las 
exposiciones de los señores directores, un contrato que era “bri- 
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llante” y “maravilloso” -ignoro sí se ha utilizado exactamente 
este último adjetivo- se transforma en algo perfectible y que 
podía haber sido mejor. Desde el punto de vista operativo, es 
rentable pero si se le imputan los gastos indirectos -como a 
cualquier operación de una empresa- comienza a ser un vuelo 
deficitario. 


Personalmente deseo indicar -aunque pueden desecharse las 
cifras que tengo- que, tomando en cuenta lo que se paga por 
alquiler ida y vuelta, los gastos de gasolina y la comida de 
tripulantes y pasajeros, es necesario que la empresa PLUNA 
venda los 182 pasajes asignados en cada vuelo para quedar a la 
par con los gastos directos del vuelo; todas las demás erogacio- 
nes son a pérdida. Es cierto -y siempre lo he reconocido- que, 
según han expresado los señores directores de PLUNA, la si- 
tuación ya era insostenible con el Boeing 707. Se vieron en la 
necesidad de hacer un contrato de fletamento que ocasionó un 
problema adicional de índole social con sus pilotos. Concreta- 
mente, en determinado momento, trajo como consecuencia un 
paro. Esta situación no se pudo resolver rápidamente porque 
estaban, por así decirlo, con la “soga al cuello”, pensando lo 
que sucedería con el llamado a licitación para conseguir un 
socio para la futura PLUNA Sociedad Anónima. 


Finalmente, en un acuerdo firmado por todo el Directorio 
de PLUNA y ACIPLA -asociación que nuclea a los pilotos- se 
indica lo siguiente: “El Directorio de PLUNA expresa: 


1) Que reconoce el principio de que en las rutas de PLUNA 
las aeronaves deben ser tripuladas por pilotos de la misma, 
debiendo reservarse esa fuente de trabajo para la mano de obra 
nacional. 


2) SPANAIR ha sido siempre y es hoy así considerada una 
solución eruinentemente transitoria, coyuntural y excepcional”, 


Entonces, por estar angustiados por el resultado de una 
licitación, se hace un mal negocio y la única consecuencia 
favorable para PLUNA es que en la línea a Madrid tienc una 
buena imagen porque sale y llega a la hora que está fijada. 
Salvo esta ventaja que ofrece el contrato con SPANAIR, todo 
lo demás es absolutamente negativo, incluso el hecho de que 
luego de varios meses de desinteligencias se llegue a un acuer- 
do en el que el Directorio manifiesta la razón que asiste a los 
señores pilotos. 


A partir del 31 de enero de 1994, será posible comenzar a 
operar en otra modalidad que fue discutida con los señores 
directores de PLUNA. Cabe acotar que sabemos que cstán 
trabajando en ese sentido. Además, dicha modalidad es la que 
fue mencionada, en su momento -durante la discusión del 
artículo 6% de la Ley de Empresas Públicas- por el señor 
senador Cassina, cuando expresaba que no es necesario com- 
prar, ya que también es posible arrendar. Ahora, el Directorio 
de PLUNA junto con los pilotos, está estudiando la posibilidad 
de arrendar un avión. 


Tal como lo muestran estos dos ejemplos valiosos que aca- 
bo de mencionar, la situación de PLUNA se ha deteriorado a 


ojos vista. 
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Además, queremos analizar los servicios de asistencia en 
tierra, 


A través del artículo 1? del decreto 535 del año 1979, el 
Poder Ejecutivo de la época -es decir de la dictadura- le otorgó 
a las “Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea, a par- 
tir del 1* de enero de 1980 la prestación de servicios de asisten- 
cia en tierra a aeronaves que requieran las empresas de aerona- 
vegación para sus operaciones aéreas en el Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco”. Esto significa que la dictadura le otorgó a 
PLUNA el monopolio del servicio de asistencia en tierra a 
terceros en el Aeropuerto Internacional de Carrasco. Asimismo, 
en el artículo 2% de dicho decreto se expresa que “en el trans- 
curso del año 1980, las empresas de acronavegación que cuen- 
ten con equipos propios podrán continuar utilizando los mis- 
mos para la atención de sus aeronaves en los servicios aéreos 
autorizados. Antes del vencimiento del aludido término, podrán 
ofrecer su transferencia a Primeras Líneas Uruguayas de Nave- 
gación Aérca”. Como se puede apreciar, se otorga un año de 
plazo para integrarse a esc régimen de monopolio que, a través 
de un decreto, la dictadura le dio a PLUNA. 


Posteriormente -según lo ha manifestado el señor ministro 
de Defensa Nacional en la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas- el Poder Ejecutivo, en virtud de que se le habían 
hecho llegar algunas quejas por parte de los usuarios del servi- 
cio en tierra, decidió llamar a licitación para este servicio y 
para ello dictó el decreto 346 en el mes de julio de 1990. Cabe 
acotar que dicho decreto contó con la firma de los señores minis- 
tros de Economía y Finanzas y Transporte y Obras Públicas. 


Si me permiten, voy a leer todo el decreto porque, aunque 
insuma más tiempo, pienso que se podrá comprender mejor. 
Allí se expresa lo siguiente: 


“Visto: la situación actual en materia de prestación de ser- 
vicios de asistencia en tierra a aeronaves. 


Resultando: sin base legal, por decreto 535/979 de 25 de 
setiembre de 1979 se dispuso que a partir del 1% de enero de 
1980 dichos servicios requeridos por las empresas de aeronave- 
gación para sus operaciones aéreas en el Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco serán prestados por cl Ente Autónomo Pri- 
meras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA). 


Considerando: 1) La referida actividad comercial debe con- 
siderarse libre, de conformidad con lo previsto en los artículos 
7? y 36 de la Constitución; 


1D) El establecimiento de monopolios en favor de entidades 
estatales requiere el dictado de una ley aprobada por mayoría 
absoluta de votos del total de componentes de cada Cámara 
(artículo 85, ord. 17 de la Constitución); 


III) Al Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Di- 
rección General de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáuti- 
ca, le corresponde velar por la continuidad y adecuada presta- 
ción de los servicios aeroportuarios. 
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Atento: a lo precedentemente expuesto, a lo previsto en las 
disposiciones constitucionales citadas y en el Código Aeronáu- 
tico aprobado por decreto-ley N* 14,305 de 29 de noviembre de 
1975, 


El presidente de la República 
DECRETA: 


Artículo 1* La prestación de los distintos servicios de asis- 
tencia en tierra a aeronaves en los aeropuertos de la República 
en que exista interés de operadores privados de prestar tales 
servicios será adjudicado, mediante licitación pública. 


A tal efecto, el Ministerio de Defensa Nacional, a través de 
la Dirección Nacional de Infraestnictura Aeronáutica, confec- 
cionará los pliegos respectivos y efectuará los llamados corres- 
pondientes. 


Art. 2? Verificadas las adjudicaciones pertinentes, cesará 
automáticamente la actuación de Primeras Líneas Uruguayas 
de Navegación Aérea en los servicios adjudicados. 


Art. 3* Derógase el decreto 535/0979 de 25 de setiembre de 
1979. 


Art. 4% Comuníquese, clc.” 


Antes de seguir adelante, señor presidente, quiero señalar 
que hay varias cosas que me llaman la atención. En primer 
lugar, las contradicciones que existen entre este decreto y la 
resolución 23.691 del Ministerio de Defensa Nacional, por la 
cual se llama a licitación para el otorgamiento de los servicios 
de tierra del Aeropuerto Internacional de Carrasco. Particular- 
mente, me llama la atención que en los considerandos del de- 
creto, el señor presidente de la República dice que es necesario 
eliminar el monopolio que tenía la empresa PLUNA, porque el 
establecimiento de monopolios en favor de entidades estatales 
requiere cl dictado de una ley aprobada por mayoría absoluta 
de votos del total de componentes de cada Cámara. Asimismo, 
señala que la referida actividad comercial -la de los servicios 
de tierra en los aeropuertos- debe considerarse libre de confor- 
midad con lo previsto en los artículos 7% y 36 de la Constitu- 
ción. Sin embargo, como consecuencia de esta actividad que se 
considera libre y que carece del soporte de una ley para consti- 
tuirse en un monopolio, se habilita a hacer una adjudicación 
mediante licitación pública que, como veremos posteriormente, 
se entiende que se desarrollará cn forma monopólica, pero por 
una empresa privada. 


Otro hecho que me llama la atención es que siempre se ha 
dicho que la empresa PLUNA no puede quejarse del trámite de 
esta licitación, porque también se presentó a ella, siendo califi- 
cada en cuarto lugar por la Comisión Asesora de Adjudicacio- 
nes. Sin embargo, en el artículo 2* del decreto del Poder Ejecu- 
tivo 346/90, se dice que verificadas las adjudicaciones perti- 
nentes, cesará automáticamente la actuación de Primeras Lí- 
neas Uruguayas de Navegación Aérca. Al parecer, aquí ya se 
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estaba “cantando” el resultado antes de que, por lo menos, se 
conocieran los iérminos de la licitación. 


Posteriormente, en 1992, este decreto fue modificado, esta- 
bleciéndose lo siguiente: “Modifícase cl artículo 2? del decreto 
346/90, que dirá lo siguiente: “Verificadas las adjudicaciones 
pertinentes y hasta tanto los servicios adjudicados no sean efec- 
tivamente puestos en funcionamiento, Primeras Líncas Urugua- 
yas de Navegación Aérea continuará en la prestación de los 
MIsmos . 


También aquí vale la pena reflexionar como lo hicimos al 
principio: si cuando se llamó a licitación para conseguir un 
socio mayoritario con el propósito de formar la empresa mixta 
PLUNA Sociedad Anónima, ya se sabía que desde el momento 
en que se adjudicaran los servicios para los que se había llama- 
do a licitación durante el año anterior, PLUNA ya no los podía 
prestar aunque luego se hayan variado, en forma “elíptica”, las 
condiciones de esta licitación, según nos explicaba el asesor 
jurídico del Directorio del Ente. 


También tenemos en nuestro poder cl texto de la resolución 
72.087 adoptada por el Poder Ejecutivo el 31 de agoslo de 
1993 -téngase en cuenta que el Hamado a licitación se produjo 
el 10 de diciembre de 1990 y que la resolución dei Poder 
Ejecutivo, repito, es de agosto de 1993- la resolución 27.312 de 
21 de setiembre de 1993 que tomó el Ministerio de Defensa 
Nacional y, además, la firma de un contrato entre la cmpresa 
CANDYSUR -que según la Comisión Asesora de Adjudicacio- 
nes, fue la que ganó la licitación pese a una seric de observa- 
ciones que se le hicieron, entre otras, por la empresa PLUNA- 
y la Dirección General de Infracstructura Aeronáutica. Dicho 
contrato debía comenzar a cumplirse a partir del 8 de diciem- 
bre de 1993. ¿Por qué? Porque CANDYSUR ofreció iniciar sus 
servicios en las condiciones establecidas en el llamado a licita- 
ción, a los 75 días de que se le concediera la autorización para 
comenzar a trabajar. Es decir que ese día esta empresa debía 
haber empezado a prestar los servicios, lo que no hizo sino 
hasta el 20 de diciembre de 1993. Inclusive, señor presidente, 
actualmente viene prestándolos aunque sin cumplir con la tota- 
lidad de las condiciones pactadas, en particular las relativas a 
las maquinarias requeridas en la licitación en que se le otorga- 
ron estos servicios. 


Entonces, me cabe la duda de qué lugar le habría corres- 
pondido a CANDYSUR en la licitación de los servicios de 
tierra del Aeropuerto Internacional de Carrasco si hubiera di- 
cho que en lugar de comenzar a trabajar a “todo trapo” el 8 de 
diciembre, to haría a “media máquina” el 20 de diciembre, y si 
al día de hoy, 4 de enero de 1994, todavía no ha completado la 
maquinaria que se comprometió a tracr ni terminado las edifi- 
caciones que se obligó a construir. Digo esto, porque cn la 
descalificación que se hace de la olcrta de PLUNA -que se 
presentó a la licitación y fue, repito, ubicada en cuarto lugar 
por la Comisión Asesora de Adjudicaciones- una de las razones 
que se esgrime es que Primeras Líncas Uruguayas de Navega- 
ción Aérea dice que pucde comenzar a prestar el servicio de 
inmediato, pero que con relación a algunas de las máquinas 
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requeridas, necesita un plazo de 180 días. Por esta causa es que 
la Comisión le otorga el cuarto lugar, o sea, porque PLUNA 
ofrece prestar los servicios a los 180 días, mientras que presun- 
tamente CANDY SUR se comprometía a hacerlo a los 75 días, 


Creemos que esta es una irregularidad que es necesario 
tener en cuenta a la hora de ver cuáles son los eventuales 
derechos que pueda tener CANDYSUR en el momento de eva- 
luar las exigencias a que nos referiremos en el curso de nuestra 
intervención. 


Asimismo, quiero destacar que, según lo cxpresa el director 
Bugallo en una sesión celebrada por el Directorio de PLUNA y 
que consta en actas, al otorgarse definitivamente la licitación a 
la empresa CANDYSUR, la Dirección General de Infraestruc- 
tura Aeronáutica pasó por alto la disposición del artículo 15 del 
decreto 39/93 referido al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, por el que se aprueban partidas presupuestales corres- 
pondientes al presupuesto operativo de Primeras Líneas Uru- 
guayas de Navegación Aérca para el ejercicio 1993, en el que 
se dice: “En el eventual caso de que se resuclva llamar a 
licitación o a cualquier otra forma de adjudicación para alguno 
de los servicios que presta PLUNA, deberá consultarse previa- 
mente al organismo”. 


“En las licitaciones y/o adjudicaciones en trámite al 1* de 
enero de 1992” -recuerdo al Cuerpo que la que nos ocupa es 
una licitación en trámite al 1* de enero de 1992- “PLUNA será 
oída con carácter previo a las adjudicaciones definitivas”. Esto 
no se ha realizado por parte de quien otorgó cl servicio a 
CANDYSUR, reitero, según lo ha expresado en una sesión del 
Directorio de PLUNA, el señor director Bugallo. 


Si hoy se mantiene la postura que en su momento expresó 
el señor ministro de Defensa Nacional en la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas del Senado de que la única que está 
autorizada a prestar servicios de tierra en el Aeropuerto Inter- 
nacional de Carrasco es la empresa que ganó la licitación, y 
que ninguna se puede autoprestar, digo que estamos a las puer- 
tas de que ocurra algo parecido a lo que sucedió en tomo a la 
licitación por la que se otorgó la concesión de la terminal de 
cargas de nuestro principal aeropuerto. Es de conocimiento 
público que la Cámara de Comercio Aeronáutica presentó una 
petición a la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica 
contra el monopolio de la empresa VIMALCOR -que fue la 
ganadora de esa licitación- en la Terminal de Cargas. En este 
caso, que provoca la queja de los exportadores, nos informan 
que quien era director de la Dirección de Aeropuertos en cl 
momento en que se procedió a tramitar la licitación, ocupa hoy 
un cargo de responsabilidad en la mencionada empresa. 


Ahora bien, dado que están circulando las fotografías de la 
maquinaria que PLUNA tiene para prestar los servicios en cl 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, vale preguntarse cómo 
eran estos. Al respecto contamos con las opiniones que los 
directores -entre ellos el señor Bugallo- verticron en la Comi- 
sión de Transporte y Obras Públicas del Senado el día 10 de 
noviembre de 1992, En esa oportunidad dicho jerarca expresó 
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lo siguiente: “Creo que el servicio que presta PLUNA es malo, 
pero ello no quiere decir que se deba privatizar. Además, no se 
puede obligar a una empresa nacional a pagar a una privada 
por algo que monopólicamente tenía en su poder”. 


“Para defender mi opinión usé las herramientas legales que 
poseía: dejar constancia en Actas y formular mis planteamien- 
tos a nivel de las jerarquías políticas, diciendo que defiendo la 
privatización pero no la creación de un monopolio privado”. 


“Asimismo, soy partidario de la autoprestación, como co- 
rresponde a una empresa como PLUNA, no sólo por las razo- 
nes antimonopólicas que puedan existir sino, además, porque 
en caso contrario tendríamos un egreso muy grande. Actual- 
mente tenemos un acuerdo con la empresa VARIG en el senti- 
do de autoprestarnos servicios, por lo que no pagamos sino que 
canjeamos papeles; con csta nueva modalidad tendremos que 
desembolsar mayor cantidad de dinero, porque si el servicio es 
más caro para VARIG, aumentará sus precios en Río de Janeiro 
y ese costo tendrá que pagarlo PLUNA”. 


El señor ministro de Defensa Nacional, en su momento, 
presentó algunas cartas que leyó en oportunidad de su visita a 
la Comisión de Transporte y Obras Públicas y están incorpora- 
das en la correspondiente versión taquigráfica- con quejas de 
usuarios del servicio prestado por PLUNA. Como esas cartas 
datan de principios de 1990 y el decreto del Poder Ejecutivo 
que establece el llamado a licitación es de julio del mismo año, 
pregunté reiteradamente si se había dado vista de ellas ai Di- 
rectorio de PLUNA, a lo que no recibí respuesta del señor 
ministro. El Directorio de la compañía manifestó no haber teni- 
do conocimiento de esas quejas referidas a demoras o irreguia- 
ridades en la prestación de los servicios de tierra en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, pcro también aclaro que en 
una encuesta realizada por el Directorio de PLUNA a sus ge- 
rentes en el exterior consta que cuando se les solicitó opinión 
sobre los servicios que PLUNA recibe en esos aeropuertos, por 
parte de otras empresas de acronavegación, los señores geren- 
tes presentaron quejas en cl mismo sentido. Sin embargo, éstas 
no figuran en ningún pliego, ni fueron aportadas a la Comisión 
de Transporte y Obras Públicas ni al senador que está haciendo 
uso de la palabra. 


En la reunión de la Comisión del día 17 de noviembre, se 
habla del daño que representaría quitar a PLUNA los servicios 
de asistencia en tierra en el Aeropuerto Internacional de Ca- 
rrasco, Al respecto, deseo citar ahora algunas palabras vertidas 
por el señor senador Belvisi en esa ocasión:... “si es que preten- 
demos privatizar PLUNA),” ..“me surge la inquietud de si al 
despojar a esa empresa de todos aquellos elementos que pue- 
dan ser atractivos para hacer un buen negocio para el país y la 
compañía, ésta no tendrá un atractivo menor”. 


En la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión del 
día 10 de noviembre, en relación al daño que le puede causar a 
PLUNA la pérdida de los servicios en tierra en el Aeropuerto 
Internacional de Carrasco, el doctor Brussoni, vicepresidente 
del Directorio de PLUNA, expresaba lo siguiente: “De acuerdo 
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con los informes suministrados al Directorio, a partir del 8 de 
diciembre la empresa tiene que enfrentar obligaciones que 
pueden significar una erogación muy importante, afectando, 
evidentemente, sus posibilidades futuras. Se ha estimado en 
U$S 6:000.000 anuales el perjuicio que ello ocasionaría a PLU- 
NA”. Otro informe elevado por jerarquías de PLUNA, es decir, 
personal superior, estima ese daño en U$S 7:500.000 anuales, 
mientras que en el presupuesto de 1994, que ha sido aprobado, 
se calcula que la pérdida de dichos servicios en tierra producirá 
un impacto de U$S 8:300.000. 


El señor Bugallo, en esa misma sesión del 10 de noviembre, 
expresa: ... en el Directorio he sostenido una posición en el 
sentido de que si el servicio queda en manos ajenas, los em- 
pleados deben ser absorbidos por el Estado. Pienso que no sería 
humano que se nos dejara esa carga, más aún teniendo en 
cuenta el daño que se nos ha causado. Podríamos aceptar que 
sc nos dijera, por ejemplo, que hasta que se cumpla todo el 
proceso privatizador los funcionarios quedarán en PLUNA, pero 
en ese caso, todos los meses el Ministerio de Economía y 
Finanzas deberá darnos el dinero para abonar sus retribuciones. 
De otro modo, esta empresa deberá bajar la cortina”. 


Por su parte, el señor asesor del Directorio de PLUNA, 
doctor Martínez expresa: “PLUNA podría haber pagado el ca- 
non a la Dirección General de Infracstructura Acronáutica. Bas- 
taría que PLUNA hubiera pagado el 15% de todo lo recaudado, 
para que en el Aeropuerto todos estuvieran contentos”. 


Aquí, señlor presidente, aparece un nuevo elemento. De acuer- 
do con la licitación pública ganada por la empresa CANDY- 
SUR, de la facturación que ésta hace mes a mes, debe entregar 
a la Dirección General de Infraestructura Aeromáutica el 15%. 
De las quejas presentadas, tanto por parte de las jerarquías de 
dicha Dirección como de los trabajadores agrupados en la Fe- 
deración de Trabajadores de la Dirección General de Infraes- 
tructura Aeronáutica, surge que la empresa PLUNA, durante el 
tiempo que usufructuó estos servicios, ya sea en carácter de 
autoprestación como de prestación a terceros, en convenio O 
por medio de facturación, no le aportó ese 15%. De esta mane- 
ra, también la empresa PLUNA estaba afectando el presupues- 
to de un sector dependiente del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal, pero que tiene vida propia, porque cuenta con sus propios 
ingresos, hace sus inversiones y paga sus sueldos en función de 
las recaudaciones obtenidas. Los cálculos efectuados por los 
trabajadores de la Dirección General de Infraestructura Aero- 
náutica y no desmentidos por las jerarquías, indican que al día 
de hoy PLUNA le está debiendo a ésta U$S 7:000.000. Se 
entienden mejor, entonces, las expresiones del doctor Martínez 
cuando dice que si PLUNA hubiera pagado el 15% de todo lo 
recaudado, bastaría para que en el Aeropuerto estuvieran todos 
contentos. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me concede una interrupción, se- 
flor senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Como es de conocimiento de varios 
señores senadores, el año pasado y cn el correr de éste también, 
me ocupé varias veces del tema de la prestación de servicios a 
terceros, de la terminal de cargas del Aeropuerto Internacional 
de Carrasco y de la privatización por la concesión de obra 
pública del Acropuerto de Laguna del Sauce. 


Justamente, sobre el punto al que está haciendo referencia 
el señor senador Bouzas, quiero decir que formulamos una 
pregunta al anterior ministro de Defensa Nacional en una se- 
sión de la Comisión respectiva. Concretamente, le consultamos 
acerca de cuál era la recaudación que se percibía por la presta- 
ción de servicios a terceros -tengo en mi poder la respuesía, 
pero no voy a lecrla para no cansar a los señores senadores- a 
lo que el entonces ministro nos contesta, en resumen, que no 
sabe, porque la encargada dc recaudar por ese concepto era 
PLUNA. La Dirección General de Infraestructura Aeronáutica 
no tenía conocimiento de ello y ni siquiera se tomó el trabajo 
de preguntar a la empresa concesionaria, o sca, a PLUNA, cuál 
era la recaudación y sí en función de ella era posible que los 
servicios mejoraran, se prestaran de un modo más eficiente, 
con maquinaría moderna, ctcótera. Pienso que la Dirección Ge- 
neral de Infracstructura Aeronáutica no se preocupó por averl- 
guar estos datos, porque de lo contrario, no hubiera respondido 
a un senador de la República en una sola línca, diciendo que no 
sabe. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Agradezco al señor senador Bouzas. 


He solicitado esta interrupción porque observo que el señor 
miembro interpelante está dispuesto a concederlas; de otra ma- 
nera, no lo hubiera hecho, porque entiendo que es preferible 
que los señores miembros interpelantes puedan redondear su 
pensamiento, E 


He venido siguiendo con mucha atención la exposición del 
señor senador Bouzas, fundamentalmente desde el momento en 
que comenzó a referirse al punto concreto que nos convoca, 
que tiene que ver con cl servicio terrestre. Lo que manifestó 
con anterioridad, fue una visión general sobre el organismo O 
Ente estatal PLUNA. 


Una de las líneas argumentales del señor miembro interpe- 
lante -basada en manifestaciones que recoge de un señor direc- 
tor de PLUNA- pasa aproximadamente por lo siguiente: no se 
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debe licitar a terceros, porque se le priva a PLUNA de un 
excelente negocio y de ingresos sin los cuales no podrá subsistir, 


A renglón seguido, en otro pasaje de su intervención, nos 
ilustra acerca de que PLUNA no pagaba lo que debía por ese 
servicio que se le permitía prestar. Se comprenden, entonces, 
las afirmaciones de que al licitarse a una empresa privada se 
está impidiendo que PLUNA continúe con un excelente nego- 
cio, porque este Ente cobraba por el servicio, pero no pagaba 
lo que debía. No sólo no pagaba el 15%, sino que tampoco 
abonaba las sumas correspondientes al Banco de Previsión So- 
cial y al Banco de Seguros del Estado, ni cumplía con las 1asas 
de embarque, con lo cual el negocio era todavía más grande. 
Por cumplir esa actividad se cobra pero, a su vez, se debe 
pagar a quien concede la exclusividad por ese concepto -no el 
monopolio; luego me referiré a este tema- y, además, se debe 
pagar a los Bancos de Previsión Social y de Seguros del Esta- 
do, y abonar las tasas de embarque. Si no se hacc nada de eso, 
el negocio es bárbaro. Tal vez cl razonamiento haya sido el 
siguiente: adjudicándose este servicio con las garantías de toda 
licitación, a la empresa ganadora no se le va a permitir que no 
pague ese 15% y que no cumpla con sus obligaciones, 


Es cicrto lo que dice el señor senador Bouzas en el sentido 
de que se le priva a PLUNA de un excelente negocio, porque 
el Ente cobraba y no pagaba y, en consecuencia, el negocio cra 
bárbaro por todos lados, pero ello no va a ocurrir con la empre- 
sa que ganó la licitación. 


El señor senador Bouzas también señaló que, en algunos 
casos PLUNA cobraba por los servicios que prestaba y, en 
otros, hacía canje. Le cobraba a las compañías que venían de 
territorios a los cuales PLUNA no iba; en cambio, hacía canje 
con aquellas que venían de países a los que el Ente llegaba. 
Este consistía en que no se le cobraba a PLUNA la atención de 
su avión en los aeropuertos de esos países y, en reciprocidad, la 
empresa atendía sin cargo a los que venían. Esto ocurría, por 
ejemplo, con VARIG, Cuando un avión de PLUNA iba a Bra- 
sil, en ese país no se le cobraba el servicio que requiriera y lo 
mismo ocurría en Uruguay con los vuelos de VARIG. Sin 
embargo, el tipo de negocios que hacía PLUNA era tremenda- 
mente perjudicial para el Estado uruguayo, porque todos los 
días iba a Brasil con un 737 y VARIG venía aquí con un 737 y 
un 747, con lo cual el negocio era muy bueno para esta empre- 
sa porque, además de enviar dos aviones al Uruguay, uno de 
ellos era más grande que el que PLUNA destinaba a Brasil. 


Insisto en que estoy siguiendo con mucha atención la línca 
argumental que tan correctamente está llevando adelante el 
señor senador Bouzas pero, evidentemente, parte de sus expre- 
siones están dando pie para avalar el procedimiento que se 
siguió, que consistió en licitar este servicio de tierra entre va- 
rias empresas, PLUNA incluida, y adjudicárselo a quien ofre- 
ció mejores condiciones. Entre ellas, estaba la de pagar las 
obligaciones que PLUNA no cumplía, que eran la tasa del 15% 
y las leyes sociales. 


Voy a volver a intervenir posteriormente en este debate, 
pero para terminar csta breve intervención quiero insistir en 
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que esta no cra la adjudicación de un monopolio, sino de una 
exclusividad. El monopolio sigue estando en poder del Esta- 
do uruguayo y éste adjudica la exclusividad a un Ente estatal 
-como era el caso de PLUNA- o a quien ganc la licitación, como 
ocurrió recientemente, cuando PLUNA salió en cuarto lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Había pensado hacer una referencia al 
tema de la Laguna del Sauce, pero dado que el señor senador 
Gargano ha hecho mención al punto, preficro obviarla, porque 
en este lema nos habíamos guiado por la respuesta que el señor 
ministro de Defensa Nacional dio al señor senador en oportuni- 
dad de formularle una serie de preguntas en la sesión de la 
Comisión de Defensa Nacional de fecha 26 de abril de 1993. 


Con respecto al otro tema, quiero decir -aunque descarto 
que ese es el espíritu con que lo tomó el señor senador Millor- 
que a los efectos de que el Senado tome una posición sobre este 
asunto -que hemos venido siguiendo desde hace meses cn la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas- prefiero poner a 
consideración del Cuerpo todos los elementos a los que pude 
tencr acceso, y no solamente aquellos que servirían para que 
los señores senadores lleguen a la conclusión que yo he llega- 
do. Es cierto que PLUNA no cumplía con ese 15% y que está 
atrasada con el Banco de Previsión Social, pero también lo cs 
-y quiero incorporar este clemento a la discusión- que el Estado 
uruguayo eslá atrasado con PLUNA, ya que no le paga todos 
Jos pasajes que le compra. De mancra que a la hora de echar las 
cuentas, habría que ver hacia dónde se mueven los maíces. 


El problema consiste en establecer cuáles son las priorida- 
des que tenemos y a ese punto quiero llegar. Por eso realicé 
una larga exposición, al comienzo de mi intervención, acerca 
de la licitación para conseguir un socio, del mal negocio de la 
contratación con SPANAIR y el peor negocio que se hizo pos- 
teriormente, cuando se llamó a licitación y se otorgaron a una 
empresa privada los servicios de tierra en el Aeropuerto de 
Carrasco. 


Es necesario tener en cuenta que uno de los directores de 
PLUNA, el señor Bugallo, argumentó que en la medida en que 
se diera por bueno todo lo que hubo de irregular en la licita- 
ción por la que se concedieron los servicios en el Aeropuerto 
de Carrasco, PLUNA debía reclamar el derecho a la autopres- 
tación, es decir, la facultad de atender sus propios aviones. 
PLUNA tiene el material suficiente para hacerlo -aunque pueda 
ser algo viejo, según las fotos que están circulando- y el perso- 
nal especializado para ello. De esta manera, el impacto hubiera 
sido menor para PLUNA y no se hubiera presentado en forma 
tan desvaída en cl segundo llamado a licitación, en el que se 
bajaron las condiciones que se exigen al futuro socio, pero no 
se mejoró la manera en que se presenta la empresa a fin de que 
resulile más atractiva para el futuro socio. 


Estos elementos, señor presidente, me pesan mucho. El se- 
flor ministro de Defensa Nacional manifestó opiniones muy 
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tajantes, en varias conversaciones que mantuvo en el Parlamen- 
to, en varias oportunidades cn el Senado y no tantas en la 
Cámara de Representantes. A la sesión de la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas celebrada el día 17 de noviembre asis- 
tieron el señor ministro de Defensa Nacional y sus asesores. En 
esa oportunidad, el señor senador Irurtia planteó la siguiente 
pregunta: “Deseo saber si esta operación que realiza el Estado 
significa la instauración de un monopolio privado. La operativa 
se va a realizar por intermedio de una empresa privada, pero 
desconozco si las empresas que operan en nuestro aeropuerto 
tendrán obligación de contratar con ella, cs docir sí se trataría 
en la práctica de un monopolio privado de este servicio”. No 
cito la respuesta del señor ministro de Defensa Nacional porque 
no la tengo transcripta, pero lo que dijo en aquel momento -me 
puede corregir si me equivoco- fue que no se trataba de un 
monopolio otorgado a una empresa privada, sino de una conce- 
sión de servicio público en exclusividad. 


En la Comisión Especial sobre Empresas Públicas de la 
Cámara de Representantes de fecha 10 de noviembre de 1993, 
se produjo un dialogado entre el señor representante León Lev 
y el señor ministro de Defensa Nacional, donde el primero 
expresó: “Debemos recordar que de acuerdo con el numeral 
17) del artículo 85 de ta Constitución, para conceder monopo- 
lio se requieren los dos tercios de votos del total de componen- 
tes de cada Cámara y para instituirlos en favor del Estado o 
gobiernos departamentales se requerirá la mayoría absoluta de 
votos del total de componentes de cada Cámara. El señor mi- 
nistro de Defensa Nacional respondió: “El señor diputado insis- 
te en el concepto de monopolio, Con todos los respetos debidos 
quiero decirle que hay una diferencia sustancial entre monopo- 
lio y exclusividad. Monopolio existe cuando una actividad del 
ámbito privado pasa al Estado o a un tercero, pero cuando se 
trata de un servicio público éste debe ser prestado por cl Estado 
y no por un tercero, En este caso hay exclusividad porque ya es 
de la órbita del Estado y no se aplica el artículo que menciona- 
ba el señor diputado Lev”. Sin embargo, más adelante, cl señor 
ministro de Defensa Nacional dice: “Vamos a estudiar la suge- 
rencia del señor diputado Lev de que PLUNA continúe pres- 
tando servicios por sus medios y sus propias aeronaves”. 


Posteriormente, cuando el señor ministro concurrió a la Co- 
misión de Transporte y Obras Públicas del Senado manifestó 
que los trabajadores y el Directorio de PLUNA se acordaron 
tarde. Por lo tanto, señor presidente, el caso está cerrado. Quie- 
re decir que, en opinión del señor ministro, no existe para 
PLUNA la posibilidad de autoprestarse servicios, 


Queremos agregar otra opinión vertida en la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas del Senado en la sesión del 10 de 
noviembre de 1993, en que el señor Cerisola, gerente general 
de PLUNA, hacc una referencia que vale la pena tener en 
cuenta: “Si bien puede no ser un tema concreto, quiero mani- 
festar que con respecto a la mencionada autoprestación hay una 
compañía que hoy tiene suspendidos sus vuelos transitoriamen- 
te -me refiero a Acrolíncas Uruguayas- a la que PLUNA nunca 
logró darle el servicio. Por interpretaciones de disposiciones 
legales, la autoridad aeronáutica le permitió la autoprestación 
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tanto en el Aeropuerto de Carrasco como cn el de Colonia”. 
Más adelante, expresa: “en este momento está a punto de fir- 
marse -o ya se ha hecho- el convenio de transformación del 
aeropuerto de Laguna del Sauce. En dicho lugar, PLUNA se 
prestaba sus servicios y compensaba los mismos con Aerolf- 
neas Argentinas. También los vendía a algunos operadores es- 
porádicos. Quicre decir que con éste, en el mediano plazo, 
podría existir la necesidad de que cl Ente contratara servicios 
dentro del país, al adjudicatario del Aeropuerto”, 


Deseo hacer una consideración con respecto a la preocupa- 
ción que tenía el señor senador Millor y también quien habla, 
en cuanto a los convenios de reciprocidad con otras empresas 
que tenía PLUNA. Según la mecánica de estos convenios, los 
aviones tienen determinada puntuación. No es lo mismo un 737 
que uno de SPANAIR, ya que algunos requieren más gastos 
que otros. Durante un mes y con las empresas con que PLUNA 
tenía convenio se realizaba un puntaje a favor de PLUNA y, 
por ejemplo, otro a favor de VARIG. Entonces, se realizaba 
una compensación por aqueilos puntos cn común y la empresa 
que había usado más el Aeropuerto en que otra empresa le 
prestaba los servicios pagaba una parte de la factura y no toda. 
De ahí que se dijera que PLUNA perdía por tres lados: prime- 
ro, porque no podía facturar más; segundo, debido a que no 
podía tener más los convenios y, tercero, porque -de acuerdo 
con la interpretación del señor ministro de Defensa Nacional- 
PLUNA no podía seguir prestando el servicio a sus propios 
aviones, teniendo la maquinaria y el personal habilitado para 
ello. 


Pienso que aun tratándose de una concesión de servicio 
público en exclusividad, ello no impide en ningún caso que un 
usuario se autopreste el servicio público. Este sistema rige, por 
ejemplo, tanto si en el día de mañana quiero contratar o com- 
prar un equipo cloctrógeno para suministrar mi propia energía 
en una fábrica -porque sería excesivo para una casa de familia- 
como para la dispensación de agua potable. Este mecanismo 
también está vigente para la concesión de las empresas de 
transporte colectivo en Montevideo, que fuc cl ejemplo que 
puso cl señor ministro, Por lo tanto, no existe razón para que, si 
uno de los usuarios del Aeropucrlo internacional de Carrasco 
tiene la capacidad de autoprestarse el servicio, le sea negado 
por parte de la autoridad competente, en este caso el señor 
ministro de Defensa Nacional. 


Quiero aclarar que esta posición irreductible ha provocado 
una situación en el Aeropuerto Internacional de Carrasco que, 
en primer lugar, afecta directamente a la empresa PLUNA, al 
extremo que me animo a decir, señor presidente, que la vida de 
PLUNA está cuestionada seriamente en el caso de que ni si- 
quicra se le autorice, después del otorgamiento de la licitación, 
la prestación de sus propios servicios en dicho Aeropuerto. Á 
esto se suma un conflicto social que se dio en ese Aeropuer- 
to, con la organización de los funcionarios y los pilotos de 
PLUNA, así como de los controladores aéreos y los trabajado- 
res de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica. En 
mi opinión, una vez que se conoció la decisión del Senado de 
llamar a sala al ministro, los funcionarios de PLUNA -que 
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estaban reunidos en Asamblea- votaron casi simultáneamente 
un compás de espera para aguardar una solución cn defensa de 
PLUNA y de su fuente de trabajo. Este último punto fue objeto 
de una negociación con el señor ministro de Trabajo y Seguri- 
dad Social, por lo que habrá que aguardar el resultado de esta 
negociación. 


En lo personal, señor presidente, confío -tal como lo hice 
cuando hablamos con el señor ministro en la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas- en que sea posible hallar una 
solución que surja de un acuerdo entre el Senado de la Repú- 
blica y el Poder Ejecutivo, a los efectos de permitir, por lo 
menos, que la empresa PLUNA pueda seguir prestándose sus 
propios servicios en el Aeropuerto Internacional de Carrasco. 
No hay que olvidar que la concesión del servicio público en 
exclusividad no impide que se lo autopreste. Por otra parte, la 
empresa ganadora de la licitación no está en condiciones de 
pedir que se cumpla con sus derechos en un cien por ciento, 
puesto que ella, a su vez, no está haciendo lo propio en csa 
misma medida con respecto a sus obligaciones. Por lo tanto, el 
Poder Ejecutivo, a través de la Dirección General de Infraes- 
tructura Aeronáutica, tiene derecho a rescindir ese contrato. 


Es de destacar que existen elementos fuertes que nos llevan 
a pensar que si todos quienes estamos aquí sentimos la preocu- 
pación de conseguir un socio para PLUNA, a partir de un Ente 
que resulte apetecible, en esta instancia de discusión entre un 
órgano del Poder Legislativo y un representante del Poder Eje- 
cutivo debemos buscar una salida -la menos gravosa posible- a 
los efectos de que cuando sc laude esa segunda licitación reali- 
zada a fines de 1993 y que se ha hecho pública pero cuyos 
términos aún no conocemos, podamos encontrar una PLUNA 
viva y no una que ya no esté volando. 


Señor presidente: creo que hay muchas razones para que no 
ingresemos en una discusión en torno al hecho de si cae o no el 
señor ministro, de si tiene o no razón, tal como lo han plantea- 
do representantes de la prensa en estos últimos días. En defini- 
tiva, quien ticne razón es el país en su conjunto, que cstá 
defendiendo a su Ente Autónomo de Acronavegación, para que 
llegue en las mejores condiciones a la realización de un contra- 
to de empresa mixta con un socio que pueda aparecer en cl 
futuro, si es que esta nueva licitación de la que se ha hablado 
logra el éxito esperado. 


SEÑOR BATALLA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Batalla. 


SEÑOR BATALLA. - Tal vez lo que voy a decir no tenga 
una cabal relación con el tema planteado, pero esta reflexión 
final del señor senador Bouzas me recuerda algunos anteceden- 
les que manejamos con respecto a PLUNA cuando en Comi- 
sión primero y en el Senado después, se discutió lo relativo a la 
Ley de Empresas Públicas. 
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No recuerdo exactamente las razones por las cuales no estu- 
ve presente en la discusión particular de esa ley, pero sí tengo 
presente el hecho de que, entre los muchos antecedentes que 
analizamos en aquella ocasión, había uno del año 1962 vincu- 
lado con cierta consulta solicitada con respecto a PLUNA. En 
esa oportunidad, se señalaron problemas relacionados con la 
dirección política del Ente que, veinte o treinta años después, 
seguían tan vigentes como el primer día, 


Recuerdo, además, que se manejó lo relativo a una consul- 
toría contratada por el Directorio de PLUNA de aquel momen- 
Lo que también planicaba la privatización del Ente. Entonces, a 
través del informe de la Consultora, quedó muy clara, la refe- 
rencia, como un antecedente, a lo que había ocurrido con Aero- 
líneas Argentinas. Dicha Consultora sostenía que era impensa- 
ble hablar de la privatización de PLUNA sin tener en cuenta 
dos procesos que, a su juicio, debían ser previamente examina- 
dos. En primer término, era preciso realizar una reestructura 
del organismo y, en segundo lugar, determinar su rentabilidad. 
Asimismo, una de las conclusiones a que se arribó era que, si 
se pensaba privatizar el Ente sin cumplir con ese proceso pre- 
vio, se produciría el mismo fenómeno que ocurrió en el caso de 
Aerolíneas Argentinas; bastaba vender un avión para completar 
el pago de toda la deuda de PLUNA. Esto significaría vender 
por vintenes lo que tanto sacrificio le había costado al país 
incorporar a su patrimonio. 


Reitero que quizás este hecho que mencioné no tenga una 
relación plena con el tema que tenemos hoy planteado relativo 
a los servicios en tierra de PLUNA, pero me parece que es 
importante recordarlo. Es posible que la información que po- 
scemos no sea cabal y que el señor ministro posteriormente 
pueda desmentirla. Entiendo que el asunto es de una cnormidad 
brutal en su significación económica para el Ente. Al respecto, 
se nos señaló que el perjuicio que sufre PLUNA en virtud de la 
imposibilidad de prestar sus servicios en tierra -que a pesar de 
ciertos defectos y problemas, le implicaba no sólo no pagar en 
Uruguay, sino también recibir en otros países el mismo servicio 
como canje- supone una pérdida de alrededor de U$S 6:000.000 
anuales. En este sentido, me pregunto qué organismo puede 
sobrevivir en esas condiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Considero que la intervención del se- 
for senador Batalla ha sido muy oportuna, porque abunda so- 
bre los datos que aportábamos en un principio con respecto a la 
primera licitación y a una parte del informe elaborado por la 
Consultora, en oportunidad de tratarse la Ley de Empresas 
Públicas. 


Debo decir que me consta que el planteo que estamos reali- 
zando es un poco atípico. A lo que queremos liegar es a que 
todos colaboremos para que la empresa PLUNA, mediante la 
autoprestación de servicios, pueda hacer menos gravosa su vida 
hasta el momento en que aparezca ese presunto socio que pue- 
da estar interesado en comprar en este momento, con el pliego 
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de condiciones de la segunda licitación. Creo que si en el día 
de hoy, como consecuencia de esta discusión, con el señor 
ministro llegamos a la conclusión de que ello debe ser así, 
como en aquella película de Melina Mercouri, nos podemos ir 
todos a la playa, porque habríamos dado un paso importante en 
la defensa de un Ente que, según me consta, a todos nos duele, 


Asimismo, estoy convencido de que este llamado a licita- 
ción se hizo cuando aún el señor ministro no ocupaba la titula- 
ridad del Ministerio de Defensa Nacional. Como se sabe, exis- 
tió una gran laguna de algo así como un año, desde que la 
licitación estuvo pronta para sentencia, hasta el momento en 
que se firmó la concesión a la empresa CANDYSUR. 


Creo que, como aquí estamos en un órgano político y so- 
mos hombres de ese carácter, podemos llegar a la conclusión 
de que, más allá de todos los problemas, es posible encontrar 
una fórmula para que PLUNA pague ese 15%, además de lo 
atrasado, y pueda seguir viviendo en la forma más decente 
posible hasta que aparezca el presunto socio que todos espera- 
mos. 


El decreto 722/91, establece en su artículo 4%: “Autorízase a 
PLUNA para asociarse con capitales privados a fin de prestar 
servicios de transporte aéreo público de pasajeros, correo y 
carga y los servicios terrestres y turísticos afines o complemen- 
tarios a aquéllos, a través de la participación en sociedades 
anónimas por acciones nominativas, cuya dirección y capital 
integrará”. 


Por su parte, las condiciones de la licitación 373 del año 
1991 del Ministerio de Transporte y Obras Públicas dice: “Se 
licita la participación con PLUNA en una sociedad anónima 
cuyo objetivo será prestar servicios de transporte aéreo público 
de pasajeros, equipaje, correo y carga y los servicios terrestres 
y turísticos afines o complementarios a aquéllos, Además de 
los aportes de capital a dicha sociedad, PLUNA le transferirá 
las concesiones, autorizaciones o permisos para la explotación 
de los derechos aerocomerciales que integran la U.O.C.”, Qui- 
siera saber si el Poder Ejecutivo, a partir del otorgamiento de la 
licitación 2/91 del Ministerio de Defensa Nacional, ya estaba 
convencido de que PLUNA perdía todos sus derechos en mate- 
ria de servicios en tierra. 


En segundo lugar, ¿el Ministerio de Defensa Nacional tuvo 
en cuenta las consecuencias negativas que la concesión de es- 
tos servicios a la actividad privada le acarreará a PLUNA? 


En tercer término, ¿está cumpliendo la empresa CANDYSUR 
todas las condiciones del contrato? 


Por último, ¿qué razones tiene:el Ministerio de Defensa 
Nacional para prohibir a PLUNA la autoprestación en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco? 


Por el momento, es cuanto quería manifestar, 
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4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de dar la palabra al señor 
ministro de Defensa Nacional, dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora senadora María Celia Priore solicita li- 
cencia a partir del día 4 de encro de 1994, por 31 días”. 


-LÉase, 
(Se lee:) 
“Montevideo, 3 de encro de 1994. 


Sr. presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


Por la presente, solicito a Use me conceda 31 días 
(treinta y uno) de licencia a partir del día 4 de enero de 
1994, 

Saluda a Ud. con la más alta consideración. 


(Fdo.) María Celia Priore de Soto, Senadora”, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Habiéndose convocado al primer 
suplente, que lo es el capitán de navío ingeniero Alvaro Musso, 
se recibió de éste la nota a la que se dará lectura. 

Léase. 

(Se lee:) 


“Montevideo, 3 de enero de 1994, 


Sr. presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y por esta sola oportunidad, tengo el 
agrado de comunicarle a Ud. mi imposibilidad de asu- 
mir el cargo de senador, debido a la ausencia de la 
contadora María Celia Priore de Soto. 
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Agradezco el alto honor, pero mi obligación con la 
Administración Nacional de Puertos me impide cumplir 
con ese cometido. 


Le saluda atentamente. 


(Fdo.) C/N (R) - Ing. Ind. Alvaro Musso”. 
-Téngase presente. 


Corresponde convocar al siguiente suplente, que es el señor 
Julián Olascoaga, quien reiteradamente ha integrado el Senado. 
En caso de encontrarse en antesala, se le invita a pasar al 
hemiciclo. 


5) INFORME DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA 
NACIONAL SOBRE LA PRESTACION DEL SERVI- 
CIO EN TIERRA EN EL AEROPUERTO INTERNA- 
CIONAL DE CARRASCO Y SU REPERCUSION EN 
LA SITUACION DE PLUNA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor minis- 
tro de Defensa Nacional, doctor Daniel Hugo Martins. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Antes 
de comenzar a responder, deseo hacer una declaración de ca- 
rácter político. 


Como es de conocimiento público, me hice cargo del Mi- 
nisterio de Defensa Nacional el 19 de agosto de 1993, por lo 
que es de mi responsabilidad directa todo lo actuado respecto a 
la adjudicación de la licitación. Me solidarizo políticamente 
con los ministros que en los años 1990, 1991 y 1992 llamaron 
a licitación para cubrir cste servicio público que tiene a su 
cargo la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica. 


Además, debo decir que, como es obvio, el Ministerio de 
Defensa Nacional no tiene relación alguna con el Ente PLUNA, 
que es solamente una línea aérea que utiliza los servicios del 
Aeropuerto Internacional de Carrasco. Por lo tanto, no existe 
otro vínculo que el de un usuario de los servicios de dicho 
aeropuerto. Mi responsabilidad es la infraestructura aeronáuti- 
ca de todo el país y especialmente la del Aeropuerto Intema- 
cional de Carrasco. 


Por otra parte, también me solidarizo con lo actuado en la 
licitación que adjudicó el servicio en exclusividad a la empresa 
CANDYSUR S.A. El proceso licitatorio fue irreprochable; hubo 
absoluta transparencia y corrección, Puedo decir esto objetiva- 
mente porque intervine cuando todo el procedimiento había 
terminado, O sea, a partir de la adjudicación. El mérito es de 
los funcionarios que confeccionaron el pliego e integraron la 
Comisión Asesora de Adjudicación y del señor ministro Brito. 
El dictamen de dicha Comisión contó con la unanimidad de sus 
miembros y tuvo el visto bueno del Tribunal de Cuentas. Es 
decir que no existió en absoluto irregularidad alguna. 


Ea segunda declaración que deseo formular se refiere a que 
los 116 funcionarios de PLUNA, que realizaban las tarcas de 
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asistencia en tierra, no tendrán perjuicio alguno: no perderán 
sus empleos y mantendrán sus salarios y las ventajas propias de 
su condición de empleados de PLUNA., 


Ya en el mes de setiembre de 1993 se habían realizado 
reuniones con los representantes de los irabajadores en el Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social asegurándose que nadie 
perdería el empleo a causa de la adjudicación a un concesiona- 
rio privado de los servicios que antes realizaba PLUNA en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


La tercera declaración que deseo formular se refiere a que 
no es cierto -como se afirmó en la acción de amparo interpues- 
ta por el sindicato y desechada por cl juez competente por falta 
de fundamentos jurídicos- que se amenace el derecho al trabajo 
de los funcionarios de PLUNA y se altere “en forma indiscuti- 
ble e irreversible la ecuación económica sobre la que se sienta 
la actividad comercial de la empleadora”, como se dijo. 


Tampoco se ha afectado, en absoluto, la autonomía admi- 
nistrativa del Ente Autónomo PLUNA, como se afirma en la 
demanda que fuera rechazada. 


Los decretos y resoluciones adoptadas por el Poder Ejecuti- 
vo en esta materia lo han sido dentro del ámbito de sus compe- 
tencias y fueron aceptados expresamente, sin reserva alguna, 
por el Ente Autónomo PLUNA al intervenir en la licitación 
N* 2/91, aceptar su Pliego de Condiciones y obligarse formal- 
mente a respetar su resultado. 


También deseo dejar absolutamente aclarado -a pesar de 
que no es un tema propio de mi Cartera- que el Poder Ejecutivo 
se ha preocupado intensamente para lograr que PLUNA funcio- 
ne con eficiencia, llamando a licitación -entre otras medidas- 
para que una línea aérea solvente e inversores uruguayos se 
asocien con dicha empresa. Incluso, se le reserva el 8% de las 
acciones a los empleados de PLUNA, para que participen como 
socios en la nueva empresa de economía mixta. 


Por otro lado, cl Poder Ejecutivo tampoco ha sido insensi- 
ble ante la situación financicra de PLUNA, que debería abonar 
de inmediato al concesionario los servicios de ticrra cn el Ae- 
ropuerto Internacional de Carrasco. Personalmente, sugerí a la 
empresa que le otorgara a PLUNA facilidades hasta tanto se 
organice la licitación cuya apertura está fijada para cl mes de 
marzo, y la empresa le ofrece hacer el servicio sin cargo hasta 
el 1? de abril de 1994. 


Finalmente, debo expresar que desde el día 11 de diciembre 
se ha atendido normalmente a todas las líneas aéreas que ope- 
ran en el Aeropuerto Internacional de Carrasco, salvo PLUNA, 
cuyos pilotos se negaron a recibir cl servicio. Actualmente se 
está prestando el servicio normalmente a todas las empresas, 
incluso PLUNA, por lo que el Ministerio de Defensa Nacional 
ha asegurado el normal funcionamiento del mencionado aero- 
puerto, como es su responsabilidad. 


Asimismo, deseo aclarar que no existe ningún conflicto en- 
tre PLUNA y cel Ministerio de Defensa Nacional. PLUNA in- 
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tervino en la licitación N* 2/91, no resultó favorecida y aceptó, 
como corresponde, las consecuencias de la misma. 


Son los trabajadores de asistencia en tierra de PLUNA -que, 
tal como dije, no pierden sus empleos ni sus salarios- los que se 
resisten ¡legítimamente a que la Dirección General de Infracs- 
tructura Acronáutica preste el servicio a través de un concesio- 
nario. 


La preocupación fundamental del Poder Ejecutivo -sin duda, 
compartida por el Poder Legislativo- debe ser, ante todo, ase- 
gurar una infraestructura aeronáutica adecuada a la navegación 
aérea contemporánea. No debe olvidarse que el Aeropuerto 
Internacional de Carrasco es la vidriera del país, el lugar donde 
los extranjeros toman el primer contacto con nuestra tierra, y 
deben recibir la primera impresión favorable. 


En 1990 hubo 6.000 aterrizajes y la misma cantidad de 
decolajes; en 1991 esa suma aumentó a 6.500; cn 1992 se llegó 
a 7.306 y en 1993 a 7.444. De manera que se realizaron 14.000 
operaciones c ingresaron 866.913 pasajeros. De manera que 
para nuestro país es un Aeropuerto muy importante. 


Los estudios de la Asociación de Transportistas Aéreos 
Internacionales (IATA) pronostica para la región un aumento 
constante en los próximos años y concretamente para Ezeiza 
-donde hicieron un estudio especial- un 4,8% anual entre 1990 
y 1994, un 4,3% entre 1995 y 1999 y un 4% entre el año 2000 
y el año 2004, 


Numerosas obras se han realizado en el Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco en este periodo de gobierno porque, repito, 
es nuestra preocupación fundamental que esta puerta de entra- 
da al país dé a los extranjeros y a los uruguayos la mejor 
imagen posible, tales como: free shop, terminal de cargas, esta- 
ción de comunicación aeronáutica, base del sistema CCR para 
Búsqueda y Rescate, iluminación de los estacionamientos, cons- 
trucción de taxiway, compra de vehículos y repuestos para 
equipos eléctricos para la sala VIP, aire acondicionado, mejo- 
ras para el servicio de bomberos, equipos de rayos X para 
equipajes, ocupación de toda la galería comercial, circuito ce- 
rrado de televisión, equipo de sellado de valijas, etcétera. 


Actualmente, se gestiona con Fonplata un préstamo de 
U$S 15:000.000 para el reacondicionamiento de pistas y facili- 
dades a la navegación aérea según un proyecto de los auditores 
japoneses Jica, el que podrá ser pago con los fondos extrapre- 
supuestales de la Dirección General de Infraestructura Áero- 
náutica en el término de diez años. 


También en el Aeropuerto Internacional de Laguna del Sau- 
ce, el Poder Ejecutivo encaró su remodelación y ampliación, 
visto el incremento del turismo en el Este del país, mediante el 
régimen de concesión de obra pública, por el cual el Estado no 
tiene que invertir fondos de que catece en su remodelación y 
ampliación. 


Recientemente, se ha adjudicado a un consorcio -que ha 
comenzado a operar a partir del 24 de diciembre de 1993- la 
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explotación y el mantenimiento del mismo. Este consorcio está 
formado por una empresa canadiense especializada en la cons- 
trucción y explotación de Aeropuertos, Paxport Management 
Inc. dos empresas argentinas y dos uruguayas, que construirán 
una nueva terminal de pasajeros -según proyecto del arquitecto 
Ott- una nueva torre de control, una nueva escuela de aviación 
naval, una nueva pista de 2.133 metros, ayudas a la navegación 
aérea, plataforma civil de 27,300 metros cuadrados y platafor- 
ma comercial de 50.400 metros, servicios de atención en tierra 
para acronaves y pasajeros, incluyendo free shop, restaurante, 
cafetería, rent a car, servicio de taxis, reserva de hoteles, etcé- 
tera. La inversión es del orden de los U$S 37:000.000 y la 
totalidad de las obras se harán en cuatro años. 


La Infraestructura Aeronáutica de la República es responsa- 
bilidad del Ministerio de Defensa Nacional a través de la Di- 
rección General de Infraestructura Aeronáutica. 


Bauzá Araújo -nuestro catedrático de Derecho Acronáutico- 
la ha definido como “el conjunto de instalaciones y servicios 
establecidos o prestados desde la superficie terrestre con el fin 
de atender a la seguridad y regularidad de las operaciones aé- 
reas posibilitando la partida y llegada de las aeronaves”, 


Otro autor uruguayo, Vera Martínez, expresa: “cs aquella 
actividad aeronáutica que en forma de servicio público constru- 
ye, administra y opera total o parcialmente los aeródromos, 
aeropuertos, instalaciones, bienes privados, servicios de protec- 
ción al vuelo y servicios conexos de tierra, con la finalidad de 
permitir, facilitar y asegurar la navegación aérca en tierra, mar 
y arre”. Este trabajo del doctor Vera Martínez está publicado 
cn “La Justicia Uruguaya”, tomo 84, 


El Código Acronáutico da el concepto de Infraestructura 
diciendo: “Por infraestructura aeronáutica se entiende los aeró- 
dromos y los acropuertos, así como todas las instalaciones y 
servicios destinados a permitir, facilitar y asegurar las opera- 
ciones aeronáuticas en tierra, agua y aire”. 


Otra norma fundamental en este tema es la Ley Orgánica de 
la Fuerza Aérca, vigente desde 1977, que otorga como comeli- 
do de la Dirección General de Infracstructura Aeronáutica: “en- 
tender en todo la relacionado a la construcción, administración 
y operación de la Infraestructura Aeronáutica, servicios de pro- 
tección al vuelo y servicios de tierra conexos”. 


De manera que a partir del decreto-ley N* 14.747 es compe- 
tencia de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica, 
es decir, del Estado, del cual es responsable el Ministerio de 
Defensa Nacional, los servicios de tierra conexos con la nave- 
gación aérea. 


Como expresa Vera Martínez, podemos distinguir dentro de 
la Infraestructura Aeronáutica tres aspectos: la administración, 
operación y construcción de acródromos y acropuertos; los ser- 
vicios de protección al vuelo y los servicios conexos de ticrra. 


Todas estas actividades -como dice Vera Martínez en el 
trabajo citado- constituyen la Infracstructura Aeronáutica y en 
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nuestro país por el Código Aeronáutico y la Ley Orgánica de la 
Fuerza Aérea están asignados al Estado, como servicio públi- 
co, el que las presta por sí o por concesionarios, 


En la doctrina argentina, Videla Escalada también caracte- 
niza a la infracstructura aeronáutica como servicio público. 


Dentro de la infraestructura aeronáutica nuestro Código de- 
finc y regula a tos acropuertos (artículo 64) y a los servicios de 
protección al vuelo (artículo 78) pero no define los servicios de 
tierra conexos. Estos servicios están determinados en las nor- 
mas de IATA (Asociación de Transportistas Aéreos Internacio- 
nales) y en los Convenios de Chicago de 1944, que determinan 
la asistencia que deben recibir las aeronaves que llegan a un 
aeropuerto. Estas normas se encuentran establecidas en el “Air- 
port Handling Manual”, cuya undécima edición se encuentra 
vigente desde abril de 1991 


Este manual establece los procedimientos técnicos y de 
contralor de las operaciones y un contrato tipo que se denomi- 
na “IATA Standard Ground Handling Agreement, Contrato nor- 
malizado de asistencia en tierra de IATA”. 


Precisamente en el llamado a licitación N* 291, para “adju- 
dicar la concesión relativa a la prestación del servicio público 
de atención en tierra a las aeronaves que operan en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco” -leo textualmente- se esta- 
bleció que “los servicios de asistencia en tierra se brindarán de 
acuerdo a los requisitos y procedimientos vigentes por IATA y 
otras normas internacionales aceptadas”, 


La historia de los servicios de asistencia en tierra cn cel 
Aeropuerio Internacional de Carrasco debe dividirse antes y 
después del decreto-ley N? 14,747, de 27 de diciembre de 1977. 
Antes no e. istía declaración de servicio público; después se 
transformó cn un servicio exclusivo del Estado, que lo puede 
prestar directamente 0 a través de concesionarios privados, pero 
manteniendo la dirección y el control del servicio. 


En el comienzo de las operaciones en el Aeropuerto Inter- 
nacional de Carrasco en el año 1946, la British American Airways, 
trajo lo imprescindible para la atención de sus aviones. 


En forma casi simultánea, Pan American comenzó a operar 
y también trajo equipos, incluyendo una estación de radio que 
utilizaba el incipiente control de tránsito aéreo. 


A medida que fueron llegando nuevas compañías, se fueron 
dando los servicios a sí mismas. 


Como entre 1950 y 1957 la aviación incorpora los aviones 
a reacción. El equipamiento para atención de las distintas acro- 
naves, se fue concentrando en manos de Pan American, aunque 
subsisticron empresas como Lan Chile, Aerolíneas Argentinas, 
CAUSA, Real Aerovías, etcétera, que por utilizar aeronaves de 
menor porte, siguieron autosirviéndosce, 


En 1976, la Dirección General de Infraestructura Aeronáu- 
tica adquiere Jos autobuses Mercurio para el trastado desde las 
aeronaves al edificio y viceversa, por lo que dicho servicio no 
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está incluido en los que posteriormente comenzaría a prestar 
PLUNA, y son operados y controlados por funcionarios del 
precitado organismo. 


En 1979, como vimos, a instancias del Comando General 
de la Fuerza Aérca, cl Poder Ejecutivo resuelve dar la presta- 
ción de los Servicios de Atención en Tierra al Ente PLUNA. 
Los equipos de Pan American son en principio los que se utili- 
zaban para la prestación de los mismos. 


Es interesante leer los considerandos de este decreto de 
1979 y recordar especialmente que en ese entonces PLUNA 
estaba intervenida por la Fuerza Aérea. Por lo tanto, este ser- 
vicio -que era propio de la Fuerza Aérea- lo prestaba PLUNA 
-que estaba intervenida- y era exclusivo del Estado. 


El decreto, en su numeral ID), expresa lo siguiente: “Que el 
Estado tiene a su cargo lo concerniente a infraestructura acro- 
náulica, servicios de protección al vuelo, tránsito aéreo y de- 
más, por tratarse de una actividad integral que constituye so- 
porte de la aeronavegación en su más amplio sentido, debiendo 
seguir encarando las necesidades siempre crecientes que re- 
quicre el desarrollo seguro y eficaz de la aviación civil; 


TI) Que es conveniente entre otros servicios de uso de las 
instalaciones acroportuarias, asegurar la racionalización de los 
servicios de atención en tierra, a las acronaves en operaciones, 
según padrones internacionales reconocidos uniformemente, con- 
tribuyendo al propio tiempo a la seguridad de las personas y de 
los demás bienes situados en las áreas operativas de los aeró- 
dromos; 


IV) Que esos propósitos de eficiencia, uniformidad y segu- 
ridad se aseguran adecuadamente si tales cometidos se cometen 
a la empresa aérea nacional”. 


En el año 1985 la Fuerza Aérea deja la administración de 
PLUNA, pero de hecho le es retenido el servicio de atención en 
tierra a las aeronaves, dependiente de la Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica. 


Atento a la situación caótica de los servicios de tierra del 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, que dio lugar a la nota 
cursada a la Junta de Representanics de Compañías Aéreas en 
el Uruguay y al gerente de PLUNA, señor Rodolfo Leiro, el 29 
de marzo de 1990, apenas iniciadas sus funciones el actual 
gobierno del presidente Lacalle, se dictó el decreto N* 346/ 
990, llamando a licitación. y derogando el decreto N* 535/979 
del gobierno de facto, por el que se le había encomendado a 
PLUNA la prestación del servicio. 


A continuación le voy a solicitar al señor presidente del 
Cuerpo permita al señor subsecretario hacer lectura de la men- 
cionada nota que no tiene desperdicio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor subsecretario puede ha- 
cer uso de la palabra a los efectos indicados por el señor ministro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL. - 
Ea nota expresa lo siguiente: 
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Señores 

Integrantes de 
JURCU 

c/o Sr. Rodolfo Leiro 
Gerencia de PLUNA 
Presente 


Ref.: Reunión Extraordinaria AOC 20/03/90 
Servicios a Terceros 


De nuestra mayor consideración: 


Conforme indicado en la referencia, el pasado día 20 de 
marzo, se efectuó la Reunión Extraordinaria del Comité de 
Aerolíneas Operadoras del Aeropuerto Internacional de Carras- 
co, con la presencia de la casi totalidad de sus integrantes y con 
la participación de los Sres. Cruz y Machado, en representación 
del Departamento de Servicios a Terceros de PLUNA. El tema 
único de esta Reunión fue la consideración de la actual situa- 
ción de los Servicios y la redacción de la presente nota. 


Las condiciones de ésta, corresponden a la evaluación efec- 
tuada por el panel A.O.C.; el motivo primordial de la Reunión, 
no fue bajo ningún concepto el atacar o agredir a la Empresa 
Estatal, sino cl considerar toda la temática posible a fin de 
ayudar y colaborar con las Autoridades de la misma, e intentar 
la promoción dc un Plan de Mejoramiento del material y Servi- 
cios que se puedan brindar en el Aeropuerto, a todas las Com- 
pañías en general. 


A fin de permitir una clara evaluación a la fecha de los 
Servicios que presta PLUNA a las Empresas Aéreas a través de 
su Departamento de Servicios a Terceros, conviene dividir en 
dos puntos los aspectos a considerar: a) Equipo de apoyo en 
Tierra de la Empresa y b) Personal operador de la misma. 


a) EQUIPO DE APOYO EN TIERRA DE PLUNA 


Se adjunta a la presente, un listado de los equipos que posee 
la Empresa PLUNA y que se encuentra en funcionamiento. 
Infelizmente durante la Reunión del A.O.C., se manejó un lis- 
tado diferente, en el que se hacía un demostrativo de todos los 
equipos de la Compañía, que incluía los que estaban fuera de 
servicio en dicha fecha (casi un 43% de los mismos). De este 
listado original y por razones que escapan a este Comité, no se 
pudo disponer de copia, lo que resulta en la incapacidad del 
poder ofrecer a las Autoridades de JURCU, un panorama mu- 
cho más completo de la situación del Departamento a la fecha. 


Sin embargo, podemos efectuar algunas consideraciones, 
una vez que los datos originales obraron en manos de los miem- 
bros del A.O.C., y que por lo mismo permiten realizar tales 
consideraciones. 


Como podrá apreciarse, el porcentaje de equipos fuera de 
servicio es muy clevado (reiteramos casi un 43%), condición 
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que se ha repetido sin mayores variantes durante todo ci año 
1989, con picos aun más bajos de equipamiento disp:onible. 


Los equipos, en su gran mayoría, cstán llegando al límite 
razonable de su vida útil (15 años), lo que hace suponer que en 
el futuro próximo la situación scrá aun más crítica. 


Si bien se ha efectuado la recuperación de muchos en los 
talleres de mantenimiento, podemos considerar que, por fatta 
de repuestos y/o rubro, su reparación y mantenimiento es defi- 
ciente y su aspecto muy pobre. Ha habido alguna que otra 
incorporación de equipos, pero no se prevé la renovación de la 
mayoría de los que tienen muchos años y que fueron compra- 
dos ya usados a las Compañías Aéreas cuando se dispuso por 
parte del Poder Ejecutivo, que fuese PLUNA quien diera el 
servicio de Rampa a las empresas que operaran en Carrasco. 


Se comentó c: la reunión de referencia, que hace ya tres 
años que se efectuó un estudio pormenorizado de las necesida- 
des de reposición de material de apoyo en ticrra, y a la fecha no 
se ha llegado a cumplir con el 5% de lo planificado. De aquí a 
cinco años, los equipos que funci? 1 deberán ser cambiados 
en su lotalidad. increíblemente, l:. — «dencia significará la para- 
lización de las actividades en Rampa, por parte de la empresa 
que debe dar los servicios a terceros, y todo esto motivado por 
la falta total de equipos para atención a las aeronaves. 


En conclusión, la crisis es lan grave que puede, de no arbi- 
trarse las medidas del caso, interferir de forma total con la 
operación de los vuclos en este Aeropuerío. 


b) PERSONAL OPERADOR DE PLUNA 


El total de personal afectado al servicio, según datos sumi- 
nistrados por la propia PLUNA, oscila entre los 25 y 30 funcio- 
narios. Se ha podido comprobar de manera reiterada, el ausen- 
tismo, muy elevado, que llega a niveles más altos (entre el SO y 
el 60%), los días sábados y domingos, fechas en que opera el 
mayor número de empresas aéreas, muchas con horarios cerca- 
nos, resintiéndose ostensiblemente el servicio. 


Por su condición de funcionarios del Estado, afiliados a 
múJuples organizaciones sindicales, cuando son efectuadas mo- 
vilizaciones, léase paros generales, paros parciales y/o asam- 
bleas, sea ya por reclamos propios de los trabajadores de 
PLUNA, sea por solidaridad con otras organizaciones, se afecta 
el servicio de absolutamente todas las empresas, lo que consi- 
deramos inaceptable, 


El nivel de rendimiento es bajo y con tendencia a serlo aun 
más, hecho que puede asociarse a su misma condición de fun- 
cionarios del Estado, salvo marcadas excepciones. Su capacita- 
ción es escasa, salvo aquellos funcionarios que provienen de 
otras empresas, y que poseen experiencia acumulada, siendo el 
manejo de los equipos que se les indican para atención de 
aeronaves, en muchos casos imprudente e inadecuado. 


El aspecto personal no es uniforme, tanto cn su vestimenta 
como en su higiene, verificándose una falta total de disciplina, 
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un desconocimiento del concepto de autoridad y una actitud de 
desvinculación de las tareas de grupo en beneficio de posicio- 
nes ya no independistas sino en muchos casos anárquicas. 


Todo esto se comprueba a diario dada la ausencia de perso- 
nal jerárquico superior que pueda ser contactado por las empre- 
sas aéreas a fin de requerir servicios o llamadas de atención a 
los funcionarios que se proporcionan. No hay fluidez en las 
comunicaciones entre empresas, encargados y funcionarios, di- 
ficultándose todo tipo de acercamiento referido al servicio que 
se debe prestar, siguiendo los padrones que cada compañía 
solicita o tiene especificado por contrato. 


En conclusión, PLUNA no puede ni debe mantenerse cn 
estos niveles tan bajos en lo que se refiere a su personal; debe 
aumentarlo, capacitarlo y proporcionar en el medio, luego de 
un cstudio de personal, la cantidad necesaria de encargados 
con respaldo para lograr un funcionamiento efectivamente co- 
ordinado. 


La afectación en cuanto a la atención de las acronaves y 
público de las distintas empresas aéreas, servicio éste que es 
dado por la Compañía Aérea Nacional, no debe permitirse bajo 
ningún concepto. Fuera de lo que pueda considerarse como 
falla en cuanto a imagen nacional del Ente como responsable 
del servicio a terceros, es necesario cubrir todos los requeri- 
mientos de las compañías extranjeras que han dejado expresas 
sus necesidades por contrato y por los que PLUNA recibe 
aportes que deben fundamentalmente servir para permitirle efec- 
tuar adquisición de equipos, realizar el correcto mantenimiento 
de los mismos, mejorar la cantidad y calidad del personal afec- 
tado a la tarca y en definitiva cumplir con sus obligaciones, 
para las que fuera en su momento designada por ley del ejocu- 
tivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor ministro 
de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, - Señor 
presidente: creo que esta nota es absolutamente clara y no 
merece más comentarios, aunque debo decir gue la situación 
no se produjo solamente en el mes de marzo de 1990, sino que 
se venía dando desde 1989 y prosiguió aun después de aquella 
fecha. En un acta del mismo Comité, del mes de octubre de 
1990 se reiteran los comentarios acerca de la ausencia del 
personal y el mal servicio que se está prestando. Allí se expresa 
que “en un vuelo de Lufthansa Cargo no había personal y, 
aunque se envió un télex a la propia Presidencia de PLUNA, 
no se obtuvo respuesta”. 


Con fecha 5 de diciembre de 1990 se cxpresa “Caos directi- 
vo y falta de comunicaciones. El interno 279 aparentemente 
dejó de funcionar y el 243, durante la mañana, no es atendido”. 


El 6 de febrero de 1991: “nuevamente se plantean los pro- 
blemas que acarrean la falta de suficientes equipos, otros cn 
mal estado de conservación y mantenimiento pésimo, así como 
la carencia de personal. Á ello se adjunta, para las compañías 
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aéreas, una carta enviada por LAN CHILE, donde reclama por 
haber sido demorada durante once minutos para prestarle servi- 
cios. 


Más adelante, concretamente el 5 de noviembre de 1991: 
“la problemática se acentúa, existe carencia de personal y los 
equipos tienen un mal funcionamiento. Por otra parte, LAN 
CHILE informa que ni siquiera ha obtenido respuesta a sus 
notas y otra empresa indica que ha tenido todo tipo de proble- 
mas que han afectado gravemente su operación, produciendo a 
causa del mal servicio, reclamos de pasajeros, tripulantes y 
demoras muy serias”. 


Creo haber oído en sala que esta situación era ignorada por 
el Directorio de PLUNA. Por lo tanto, quiero decir que ya cn 
la reunión de marzo estaban presentes los representantes de 
PLUNA. Además, el 26 de noviembre de 1991, por medio del 
Acta N* 412 del Ente, la Gerencia de Asistencia en Tierra 
informa que la situación del Organismo ha comprometido en 
un grado máximo la gestión de dicha área. Han sufrido un 
deterioro tal que, en este momento, compromete la atención 
que se debe brindar a los transportistas. Ante tal situación, la 
citada Gerencia se declara imposibilttada para resolver los 
problemas que emanan de todos los inconvenientes referen- 
ciados en su informe. 


¿Saben los señores senadores cuál fue la resolución del 
Directorio? Fue la de tomar conocimiento y disponer cl archivo 
de las actuacioncs. 


El mismo Comité de Operadores del Aeropuerto de Carras- 
co dice, con fecha 11 de marzo de 1992: “Equipos en falta. De 
cuatro tijeras, se llegó a disponer de una sola. Las turbinas de 
arrangue sin presión suficiente. Quejas de distintas empresas 
por indisciplina del personal de PLUNA. Falta de comunica- 
ción interna entre gerentes, jefes y supervisores de turno. Se 
recomienda la confección de un formulario para que quede a 
disposición de las compañías para las observaciones sobre ser- 
vicios de PLUNA”, 


Con fecha 2 de setiembre de 1992 se dice que estos equipos 
de servicio a terceros, dada la falta de “dollies”, están siendo 
utilizados para cambiar de lugar y transportar “pallets” y, como 
resultado de ello, las planchas están siendo literalmente destro- 
zadas. 


En cl acta de 2 de diciembre de 1992 se expresa que se 
analiza la actual situación, considerándose que se acentúa cl 
caos y la incertidumbre por un futuro en el que no se avizoran 
soluciones. También se comentó lo tratado en la Junta de Re- 
presentantes de Compañías Aéreas. 


Por otra parte, el 5 de mayo de 1993, se dice: “la empresa 
KLM informa que los equipos de PLUNA correspondientes a 
la flota utilizada por servicios a terceros aún no están siendo 
reparados, a pesar de que las partes básicas ya han sido recibi- 
das en Montevideo y debidamente entregadas a la empresa. Se 
hizo referencia al tratamiento que se está dando a los diversos 
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cquipos, “pallets” y “containers” por parte de los funcionarios 
de servicios a terceros. El valor promedio de un “pallet” cs de 
USS 970 y, sin embargo, se los arrastra sobre la plataforma, se 
los transporta con una uña que sólo llega hasta la mitad del 
“pallet”, se los ha perforado dañando sus lados, etcétera y, 
consecuentemente, se ha estropeado la carga transportada. Es- 
tos daños ocasionan graves pérdidas a las empresas que no han 


podido reparar sus equipos”. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Desca- 
ría terminar mi exposición, porque voy a ser muy breve y, dado 
que no solicité interrupciones al miembro interpelanic, sugeri- 
ría que se proceda del mismo modo con quien habla. 


Volviendo al tema, ¿por qué este servicio no se adjudicó a 
PLUNA? Porque ofreció realizarlo con los mismos equipos 
existentes, igual organización y personal, no obstante constarle 
las críticas que desde 1989 le realizara en forma permanente el 
Comué de Líneas Aéreas que operan en Carrasco, Debido a 
que los cquipos existentes eran insuficientes para cumplir con 
las exigencias del plicgo, PLUNA propuso completarlos en 180 
días. En lo que tiene que ver con los ómnibus para transportar 
pasajeros, ofreció arrendar los ya cxistentes de la DGIA; en 
pocas palabras, mantener la misma situación. Con relación a 
los edificios exigidos por el pliego asignando un espacio para 
taller de mantenimiento de 35 metros por 26 metros y otro de 
1.000 metros para estacionamiento operacional y funciones de 
control, que al término de sicte años de la concesión quedaban 
en propiedad del Estado, era lógico que al momento de la 
adjudicación se tuviera en cuenta la calidad y durabilidad de 
los edificios, su funcionalidad de acuerdo con las operaciones a 
las que estaban destinados y el monto de la inversión. 


Por su parte, PLUNA propuso un estacionamiento sin te- 
char lo que, obviamente, perjudica a los equipos que quedan a 
la intemperic y un local -óigase bien- de cinco metros por tres 
metros, sin servicios higiénicos, lo cual es antirreglamentario. 
Asimismo, para utilizar como taller ofrecía construir un galpón 
de chapa galvanizada de 4,15 metros por 3.25 metros -medidas 
estrechas inaceptables- para los servicios higiénicos. El depósi- 
to sería de 3.70 metros por 3.25 metros y así sucesivamente. El 
arquitecto de la Dirección General de Infraestructura Acronáu- 
tica, consultado por la Comisión Asesora de Adjudicaciones, 
expresó que la propuesta edilicia no alcanza un mínimo exigi- 
ble; es una inversión extremadamente baja. Es de destacar que 
PLUNA ofrecía invertir U$S 127.000 y la oferta finalmente 
aceptada fue de U$S 442.000. 


Los señores senadores han podido observar las fotografías 
del material con el que PLUNA cuenta actualmente en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, con el que pretendía conii- 
nuar por siete años, brindando el servicio de asistencia en tie- 
rra. A mi juicio, bastaría con ver esas fotos para demostrar el 
estado calamitoso del mismo, lo que se constituye cn el argu- 
mento más poderoso para convencernos de que PLUNA no 
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podía prestar servicios a terceros, ni aun a sus propias aerona- 
ves. 


¿Por qué este servicio se adjudicó a la empresa CANDYSUR? 
Porque ella ofreció equipos nuevos, los últimos modelos, con 
una inversión de U$S 5:600.000, en un plazo de 75 días. A ello 
se deben agregar cinco ómnibus nuevos Marco Polo - Merce- 
des Benz, para transporte de pasajeros. Con respecto al edificio 
en el área de estacionamiento para las oficinas, esta empresa 
ofreció construirlo con mampostería y techo liviano, acorde 
con el Aeropuerto Internacional de Carrasco. El mismo sería 
cerrado, techado a doble altura con un sector en planta alta para 
oficinas, salón comedor, vestuario, servicios higiénicos diferen- 
ciados por sexo. En el área de taller, también un edificio con 
mampostería y techo liviano, diferenciado por sectores de tra- 
bajo y una planta alta con oficinas, vestuarios, servicios hi- 
giénicos y depósito. Todo esto supone una inversión total de 
U$S 442.275, 


Por otra parte, CANDYSUR está integrada por tres grupos 
de accionistas que aseguran la idoneidad para la prestación del 
servicio y la solvencia económica necesaria. El Grupo Local 
posee el 45% de las acciones y está integrado por ciudadanos 
uruguayos; cuatro de ellos son integrantes de SITA -Sociedad 
Internacional de Telecomunicaciones Aeronáuticas- que realiza 
las comunicaciones internacionales entre las aerolíneas y les 
suministra servicios de informática. Los otros cuatro están vin- 
culados al sector financiero y designan un miembro del Direc- 
torio. 


El grupo argentino es la empresa ORMAS S,A,, fundada 
hace 37 años, que cuenta con experiencia en construcciones 
electromecánicas, con ingeniería de alta calidad, y que ha reali- 
zado, entre otras tareas, el montaje de centrales hidroeléctricas. 
Esta empresa también se dedica a la higiene urbana de las 
ciudades de Córdoba, Buenos Aires, San Isidro, Rosario y Ba- 
hía Blanca, en la República Argentina, y de Montevideo, Punta 
del Este y Canelones, en Uruguay. Cuenta con el 45% del 
paquete accionario y designa un miembro en el Directorio, 


El grupo brasileño, que tiene un 10% de las acciones, pero 
designa tres miembros en el Directorio y propone al gerente 
general y al gerente de operaciones, es SATA S.A. -Servicios 
Auxiliares de Transportes Aéreos Sociedad Anónima- subsidia- 
ria de VARIG, con 35 años de experiencia en los principales 
aeropuertos de Brasil, realizando, según su declaración jurada, 
más de 245.000 atenciones anuales de aeronaves, así como el 
“handling” en todos sus aspectos. Esta empresa compromete el 
uso de su marca por parte de CANDYSUR y, además, en forma 
contractual, se obliga a prestar asistencia técnica, “knowhow”, 
gerencia, “software”, asesoramiento financiero, control de cali- 
dad, recursos humanos, operaciones y entrenamiento, ingenie- 
ría civil, mantenimiento de equipos, compras, etcétera. Asimis- 
mo, prevé facturar U$S 7:000.000 anuales, pagándole a la Di- 
rección General Impositiva un 15% de lo facturado. 


El motivo por el cual el Poder Ejecutivo realizó la adjudica- 
ción a esta empresa es porque la Comisión Asesora de Adjudi- 
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caciones, luego de estudiar las observaciones formuladas en su 
primer dictamen por las siete empresas que concurrieron a la 
licitación, así como los nuevos informes producidos con rela- 
ción a las mismas, ratificó por unanimidad su resolución, ex- 
presando lo siguiente: “*...por las razones expuestas a fojas 5.309 
y por considerar que no se han presentado nuevos elementos de 
juicio que incidan sobre el concepto que esta Comisión se 
formuló de dicha oferta”. Las razones expuestas anteriormente, 
para aconsejar también por unanimidad el primer dictamen de 
la Comisión Asesora de Adjudicaciones, fueron las siguientes: 
“Por considerar que su oferta ha acreditado cumplir satisfacto- 
riamente los ítems establecidos en el pliego de condiciones, 
experiencia en el ramo y referencias, solvencia económica y 
moral, calidad del plan operacional del servicio ofrecido, plazo 
de puesta en funcionamiento y Otros elementos de juicio, en 
todos los cuales ha demostrado superioridad sobre todas las 
demás ofertas”. 


“En cuanto al ítem “porcentajes sobre la totalidad de los 
servicios facturados”, ha merecido la máxima calificación. Res- 
pecto del ítem “tarifas que se pretende cobrar”, es de hacer 
notar que no es la que presenta las tarifas más bajas, aunque sí 
se propone prestar excelentes servicios”. 


Es importante que señalemos qué pasó después de firmado 
el contrato con la empresa CANDYSUR. Una vez adjudicada 
la licitación, PLUNA no interpuso ningún recurso administrati- 
vo, por lo que la resolución es definitiva. Estamos ante un acto 
administrativo firme y la Única empresa que había recurrido no 
interpuso acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, por lo que la resolución de adjudicación es 
inimpugnable. 


Para demostrar que era evidente que PLUNA cesaba en la 
autoprestación, señalamos que como el pliego exigía que se 
estableciera el costo del servicio y la posible facturación, todas 
las empresas calcularon lo que costaría atender los vuelos regu- 
lares de PLUNA y qué facturación resultaría de los servicios 
que se le prestaban a esta empresa. 


Se me ha preguntado qué ocurrió luego de firmado el con- 
trato con CANDYSUR. Según ese documento, los 75 días de 
que disponía CANDYSUR para hacerse cargo del servicio ven- 
cían el 8 de diciembre de 1993, El 7 de diciembre esa empresa 
presenta una nota solicitando una prórroga hasta el 20 del mis- 
mo mes argumentando razones de fuerza mayor. Tengo en mi 
poder -y puedo leérselas al Senado- las notas enviadas por la 
otra empresa transportista, la que dice que en virtud de los 
temporales que azotaron el Río de la Plata en esos días, el 
barco que traía los equipos fue derivado a Río Grande do Sul, 
donde fueron descargados. 


El día 8 de diciembre los empleados de PLUNA, tal como 
era $u deber -como sabemos, existe un decreto de 1992 que 
expresa que este Organismo seguiría prestando los servicios 
hasta que se hiciera cargo la empresa adjudicataria- prestaron 
el servicio a las aeronaves que llegaron al Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco. Según el diario “La República” del día 9 
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de ese mes, en conferencia de prensa realizada por dirigentes 
de la Organización de Funcionarios de PLUNA -a la que asis- 
tieron el presidente del PIT-CNT, el señor senador Bouzas y el 
señor representante nacional Carámbula- sc hizo notar que se 
trataba de un mérito y se agregó lo siguiente: “que a juicio de 
los trabajadores, la licitación deba reverse. El planteo consistió 
en que PLUNA se autoprestara los servicios”. La medida que 
se exigía al ministro de Defensa Nacional era, a mi juicio, 
absolutamente ilegítima y antijurídica, pues se le solicitaba que 
violara un contrato legalmente celebrado, al que estaba obliga- 
do a cumplir como a la ley misma, según una norma inmemo- 
rial que recoge el Código Civil en su artículo 1291. 


El viernes 10 de diciembre de 1993, los trabajadores de 
PLUNA, en una actitud absolutamente ilegítima y sin aviso 
previo, decidieron no prestar servicios a las aeronaves que ope- 
raban en el Aeropuerto Internacional de Carrasco, salvo las 
propias. Ante esas circunstancias, al día siguiente la cmpresa 
CANDYSUR comenzó a prestar el servicio a las aeronaves de 
todas las compañías, excepto PLUNA, cuyos pilotos la recha- 
zaban, mientras los empleados de tierra pugnaban por realizar- 
la. Tengo en mi poder una nota de UNITED AIRLINE de 20 
de diciembre de 1993, que confirma estos hechos, agregando 
que “se trata de servicios que han sido prestados hasta la fecha 
con equipos en perfecto funcionamiento y estado de conserva- 
ción, a total y entera satisfacción”. Por su parte, KLM expresó 
que “los servicios prestados hasta el 21 de diciembre de 1993 
han sido excelentes en todo sentido”. Asimismo, LADECO 
manifestó que “las tareas llevadas a caho en beneficio de sus 
acronaves, tanto de pasajeros como de carga, se desarrollaron 
con total normalidad, no mereciendo observación alguna de su 
parte”. Además, agrega una frase sintomática: “La calidad y 
cantidad de equipos desplegados permiten prever para el futuro 
una atención acorde a la que tienen los principales aeropuertos 
del mundo, lo cual requería nuestro país”. Por otra parte, AIR 
FRANCE los califica como “impecables desde todo punto de 
vista”. LAN CHILE Jos cataloga como excelentes; IBERIA los 
considera a su entera satisfacción y en cuanto a los equipos que 
están siendo utilizados, expresó: “son de primera línca”. 


El 15 de diciembre de 1993, luego de aprobada la prórroga 
hasta el día 20 por parte del Poder Ejecutivo, cnvié nota al 
señor presidente de PLUNA exponiéndole las razones por las 
cuales ese Organismo debe cesar cn la autoprestación del servi- 
cio comprendida en la licitación N* 2/91, haciéndole saber que 
a partir del día 20 de diciembre deberá solicitar el servicio 
público de atención en tierra de sus aeronaves a la empresa 
adjudicataria, El 17 de ese mes, la Asociación de Pilotos de 
PLUNA y las Gerencias Técnicas se comprometieron junto con 
los trabajadores “a salvaguardar la actividad laboral y defender 
la sobrevivencia de la empresa”, lo que no está en juego con 
esta licitación. A partir del día 20, los pilotos resolvieron no 
aceptar el servicio público que les ofrece el Aeropuerto Inter- 
nacional de Carrasco a través de su concesionario, bajo amena- 
za de no realizar los vuelos. Ese mismo día, al iniciar sus tareas 
la concesionaria -y con esto respondo a una pregunta que for- 
muló el seftor senador Bouzas- la Dirección General de Infraes- 
tructura Aeronáutica levantó un acta en la que constató diferen- 
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cias numéricas entre los equipos existentes y los ofertados. No 
obstante, expresó que “la maquinaria es de marca reconocida 
mundialmente y fue fechada en fábrica en 1993”. Tengo en mi 
poder las fotos de todos los equipos, que están a disposición de 
todos los señores senadores. 


Asimismo, se dejó constancia de que los equipos faltantes 
se complementarán en un plazo no mayor a los 60 días. 


En consecuencia habiendo constatado que no se habían pre- 
sentado la totalidad de los equipos ofertados y que los edificios 
de taller y oficina tampoco habían sido finalizados, previa vista 
al interesado para que exprese las causas de dicha anomalía, el 
director de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica 
aplicará las multas que el pliego establece. De esta manera, 
estamos explicando por qué la empresa no ha podido comple- 
mentar todos esos servicios. Al mismo tiempo, debe establecer- | 
se que las exigencias del pliego de condiciones, por tratarse de 
siete años, van mucho más allá de las necesidades que se re- 
quicren en este momento. Actualmente, podemos asegurar que 
el 100% de los servicios sc están cumpliendo a entera satisfac- 
ción de las empresas que operan en el Aeropuerto Internacional 
de Carrasco. 


No obstante la nota del Ministerio de Defensa Nacional, el 
día 20 los funcionarios de PLUNA rechazaron los servicios del 
concesionario y bajaron las valijas a mano. Los días subsi- 
guientes PLUNA derivó los vuelos regulares a otros aeropuer- 
tos. Pero el día 22 el Directorio de PLUNA intimó a su perso- 
nal para que cumpliera normalmente sus tareas, a fin de que la 
programación de los vuelos se desarrollara en la forma en que 
se hacía habitualmente. 


El día 23 de diciembre, el gerente de PLUNA del aeropuer- 
1o comunicó que quedaba terminantemente prohibida la circu- 
lación de los equipos de asistencia en tierra por la rampa, zona 
operativa. Por orden de la Dirección General de Infraestructura 
Acronáutica quedaban cancelados todos los permisos de los 
funcionarios de asistencia en tierra, que cumplían tareas en el 
área operativa. Como se sabe, el lugar de operaciones de cual- 
quier aeropuerto del mundo es un área restringida y sólo pue- 
den desplazarse por ella quienes cumplan funciones allí. En 
virtud de que los funcionarios de PLUNA afectados a la asis- 
tencia en tierra dejaron de prestar tareas, se les retiró la autori- 
zación para circular. Esto es absolutamente obvio y normal, 


El 24 de diciembre, ante la solicitud del Directorio de 
PLUNA de disponer “que la dependencia competente recibiera 
en calidad de depositaria el referido equipamiento a los efectos 
de evitar su indebido uso y conservarlos adecuadamente hasta 
tanto se resuelve el destino de los equipos”, el Ministerio resol- 
vió que se diera cumplimiento a dicha petición, trasladándose 
el 100% del material operativo servible, incluidos los repara- 
bles, no siendo posible trasladar algunos fuera de servicio o 
inutilizados totalmente como se puede comprobar por las fotos 
que se han exhibido. El material en depósito fue trasladado a la 
plataforma de operaciones del grupo de aviación N? 5, Búsque- 
da y Rescate, bajo inventario. 
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El 29 de diciembre se realizó la audiencia solicitada por el 
sindicato de funcionarios de PLUNA, contra la resolución del 
31 de agosto de 1993 del Poder Ejecutivo que otorgó a la firma 
CANDYSUR lo que llaman un derecho monopólico sin funda- 
mento legal, y contra el Directorio de PLUNA por la omisión 
de no defender la autonomía del Ente, reclamando el amparo al 
derecho al trabajo. 


En la sentencia que dictó el juez se transcribe la exposición 
que los representantes de PLUNA realizaron, en la que le dan 
toda la razón al Ministerio de Defensa Nacional. Esto puede 
apreciarse en algunos párrafos y, si el señor presidente del 
Cuerpo lo permite, voy a solicitar al señor subsecretario de 
Defensa Nacional que los lea. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor subse- 
cretario de Defensa Nacional. 


4 


t 

SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL, 
- Allí se expresa lo siguiente: “La infraestructura aeronáutica 
reúne los caracteres esenciales del servicio público y los servi- 
cios de asistencia en tierra a aeror: :s encuadran dentro de la 
misma infraestructura aeronáutic .omo uno de los servicios 
terrestres conexos. Por lo tanto, es un servicio público, 


3) No se ha afectado la autonomía de PLUNA, ya que la 
titularidad del servicio de acuerdo a la ley no era de PLUNA. 
Por lo tanto, no existe violación al artículo 185 de la Constitu- 
ción. 


4) No existe lesión del derecho al trabajo. La existencia del 
Ente Autónomo PLUNA, creada por ley N” 11.740, no se ve 
amenazada por la adjudicación de la licitación de asistencia en 
tierra”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor ministro 
de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Como 
se puede ver, aquí se aceptan totalmente los argumentos dados 
por el Ministerio de Defensa Nacional. 


Si me permiten, también deseo leer dos párrafos de la sen- 
tencia que expresa: “No existe una ilegitimidad manifiesta en 
la concesión de servicios de asistencia en tierra de aeronaves a 
la empresa CANDYSUR”. Más adelante se indica: “Inexisten- 
cia del derecho lesionado o amenazado. Del escrito de deman- 
da no surge que como consecuencia de la adjudicación, cuyo 
cese se pide, en lo que respecta a PLUNA sus funcionarios 
hayan visto lesionados, restringidos, alterados o amenazados en 
forma actual o futura el derecho al trabajo que protege el 
artículo 7” de la Constitución, citado como fundamento en la 
demanda, lo que requiere el recibo de la acción de amparo”. 


Por su parte, en la sentencia se indica: “Desestímase la 
demanda de autos sin especial condena en costas y costos”. 


El señor miembro interpelante había preguntado por qué, en 
mi concepto, PLUNA no tiene derecho a autoprestarse el servi- 
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cio en el Aeropuerto Internacional de Carrasco. En este senti- 
do, me solidarizo con los tres decretos que dictaron los minis- 
tros de Defensa Nacional, de Economía y Finanzas y de Trans- 
porte y Obras Públicas, señores Brito, Braga y Elso Goñi, res- 
pectivamente. No me refiero solamente a lo que se hizo en 
1990, sino también en los años 1991 y 1992, En primer lugar, 
según la Ley Orgánica de 1951, a PLUNA no se le otorgó ese 
cometido, En realidad, sólo podía realizar la explotación de 
líneas aéreas de transporte de pasajeros, correo y carga, dentro 
y fuera del país, que hubieran sido aprobadas por el Poder 
Ejecutivo. Asimismo, cuando lo crea conveniente, puede hacer 
la explotación de servicios de taxi, de ambulancia aérea y otros 
semejantes, 


Tal como se ha expresado, el 31 de julio de 1991 el Poder 
Ejecutivo aprobó el pliego de condiciones para adjudicar la 
concesión relativa a la prestación del servicio público de aten- 
ción en tierra a aeronaves que operan en el Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco, a favor de la Dirección General de Infraes- 
tructura Aeronáutica, cometido propio del Estado según la ley. 


Posteriormente, a través de la Ley de Empresas Públicas 
N* 16.211, se modificó la Ley Orgánica de PLUNA, ya que la 
explotación de líneas aéreas puede hacerse directa o indirecta- 
mente previa autorización del Poder Ejecutivo. También puede 
prestar, en las mismas condiciones, servicios terrestres y turís- 
ticos afines o complementarios a la actividad aero-comercial. 
En el decreto reglamentario de la ley que dictó el Poder Ejecu- 
tivo el 30 de diciembre de 1991, se expresa que para prestar 
servicios terrestres y turísticos PLUNA debe obtener autoriza- 
ción del Poder Ejecutivo. Esto significa que el cometido que le 
otorga la ley N” 16.211 a PLUNA para prestar servicios terres- 
tres es virtual, potencial o condicionado, ya que puede hacerlo 
si lo autoriza el Poder Ejecutivo. De esto no surge el derecho 
de hacerlo, es decir, el derecho de PLUNA a autoprestarse el 
servicio. 


En segundo término, el 25 de marzo de 1993, después de 
estar vigente la Ley de Empresas Públicas, PLUNA resuelve 
presentarse a licitación, aceptando expresamente los pliegos de 
condiciones y aclaraciones al mismo que en forma indubitable 
determinaban que si dicho Ente no era el adjudicatario de la 
licitación, cesaba en la prest:ción del servicio. Esto ya se sabía 
desde el 31 de julio de 1990 y se ratificó el 30 de julio de 1991. 
Además de esto, existe el decreto posterior del año 1992. 


En consecuencia, cuando PLUNA se presentó a la licita- 
ción se había notificado que el concesionario tendría Ja exclu- 
sividad del servicio, según resolución del Ministerio de Defen- 
sa Nacional del 10 de diciembre de 1991, citada a texto expre- 
so en el pliego. Una vez verificada la adjudicación, cesaba la 
prestación del servicio. También se sabía que PLUNA no podía 
autoprestarse el servicio, de acuerdo con las aclaraciones al 
pliego formuladas por la Comisión Asesora de Adjudicaciones, 
según lo dispuesto en el artículo 3” de la resolución del Poder 
Ejecutivo por el que la autorizaba a contestar las aclaraciones. 


Como saben los señores senadores, de acuerdo con lo que 
establecen determinadas normas generales, los proponentes pue- 
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den solicitar aclaraciones antes de que se procese la licitación. 
En el mismo sentido, el pliego de condiciones generales expre- 
sa: “Las aclaraciones serán contestadas por escrito y remitida 
copia de las mismas conjuntamente con copia de la consulta, a 
todos aquellos que hayan retirado pliegos de condiciones antes 
de los cinco días de la apertura de la licitación”. 


Por su parte, cl artículo 7% establece: “Las consultas y las 
aclaraciones forman parte de los recaudos de la licitación”. 


¿Cuáles fueron las consultas que se hicieron con respecto a 
cste lema? Aerolíneas Uruguayas consultó “si debía entenderse 
el alcance del objeto de la licitación en el sentido de que 
ninguna empresa podría atender sus propias acronaves, ni tener 
material y equipos destinados a tal fin”. La respuesta fue que 
“los servicios de asistencia en tierra a aeronaves deberían ser 
prestados exclusivamente por quien resulte adjudicatario”. Esto 
también comprende al artículo 16, que dice: “Mantener perso- 
nal especializado para proporcionar asistencia técnica y mante- 
nimiento menor a todas” -subrayo cl término “todas”- “aquellas 
aeronaves que operan regularmente en el Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco”. 


Por su parte, CANDYSUR solicitó que “se ratificara que el 
servicio solicitado se concedería en forma exclusiva al adjudi- 
catario, no permitiéndose que determinadas compañías se pres- 
ten a sí mismas su propio servicio de asistencia”. Frente a esto, 
se contestó: “Idem primera parte de la respuesta a Aerolíneas 
Uruguayas”. Es decir que efectivamente existe exclusividad del 
concesionario para prestar estos servicios, 


Esta aclaración, que repito forma parte de Jos pliegos de la 
licitación, le fue comunicada a PLUNA, según sello estampado 
a flojas 228 del expediente, donde se dice: “PLUNA - Adminis- 
tración Documental”. 


Al presentar su oferta, el 6 de abril de 1992, PLUNA dice 
textualmente -y pido al Senado que preste la mayor atención a 
estas palabras- lo siguiente: “PLUNA deja expresa constancia 
de que conoce y acepta, sin reservas, los pliegos de condiciones 
generales y particulares y documentación anexa” -o sea, las 
aclaraciones a que hemos hecho referencia- “correspondientes 
a la presente licitación”. Agrega a continuación: “Lo expuesto 
precedentemente constituye declaración jurada”. 


No cabe, pues, a mi juicio, la menor duda de que si PLUNA 
no era la adjudicataria, debía cesar en la prestación del autoser- 
vicio. Tan es así que la empresa WORPEN ofreció realizar una 
selección y evaluación del personal que en ese momento cum- 
plía el servicio de rampa, a los cfectos de contratar a quienes 
poseyeran las condiciones requeridas. 


Por su parte, CANDYSUR estaba dispuesta a reconocer la 
preferencia al personal de PLUNA en caso de equivalencia de 
puntaje en los procedimientos de selección de personal. Bueno 
es decir que actualmente están trabajando en esta empresa diez 
funcionarios de PLUNA,; los restantes no quisieron presentarse 
al llamado que hizo CANDYSUR para cubrir las vacantes. 
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TORWAY Sociedad Anónima ofrece a PLUNA la compra 
de sus equipos. Era evidente, pues, que si PLUNA perdía la 
licitación, no podría continuar autoprestando el servicio, 


Acrolíneas Uruguayas, a la que se les había contestado que 
si ganaba la licitación tenía la exclusividad, propone incorporar 
todo el personal de PLUNA y también arrendar todos sus equi- 


pos. 


Entonces, si los oferentes planteaban estas propuestas era 
porque PLUNA cesaba, repito, en la autoprestación del servi- 
cio, 


Lo más importante, señor presidente, es que cuando 
PLUNA formula observaciones al dictamen de la Comisión 
Asesora de Adjudicaciones, no hace reserva alguna de la auto- 
prestación, ni rechaza las propuestas realizadas por estas em- 
presas. Como hemos visto, en la audiencta judicial, el repre- 
sentante de PLUNA dijo: “No es nuestro derecho la autopres- 
tación, y esta licitación no afecta la ecuación económico- 
financiera de PLUNA”. 


Es más, la primera parte de la exposición hecha por el 
miembro interpelante para demostrar el caos financiero y orga- 
nizativo de la empresa, es una demostración de que el deterioro 


- financiero y económico de PLUNA no se debe a esta licitación, 


sino que las causas son más profundas, e inclusive el señor 
senador Batalla reconocía que se remontan a 1972, Esto será, 
simplemente, una gota más, y lo importante es que la responsa- 
bilidad del Ministerio de Defensa Nacional es defender al Ae- 
ropuerto Internacional de Carrasco. No es posible permitir esta 
vergiienza de que existan equipos en estas condiciones en la 
pista del principal acropuerto del país. Creo que, en este senti- 
do, la posición adoptada por el Ministerio de Defensa Nacional 
es correcta; todo ha sido absolutamente transparente. Lo hecho 
por los ministros anteriores ha sido totalmente correcto y fun- 
dado, porque la situación, señor presidente, no daba para más. 
Esa fue la razón por la que no se despojó a PLUNA de este 
servicio, como se ha dicho, sino que esta empresa lo abandonó, 
lo entregó, entre otras cosas, porque el 50% de su personal no 
concurría a cumplir sus tareas, porque los que lo hacían no 
usaban uniforme, eran anárquicos, carccían del concepto de 
autoridad, porque los materiales eran totalmente vetustos y por- 
que con el transcurrir de los años -me refiero al tiempo que va 
de 1989 a 1993- no se hizo absolutamente nada por mejorar el 
servicio, Repito que esta situación no la provocó el Poder Eje- 
cutivo sino que, simplemente, constató una realidad que en su 
momento señalaron los operadores de Carrasco al decir que en 
los próximos años se paralizarían las operaciones en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, en virtud de que los equipos 
habían superado el término de su vida útil, de la ineficacia del 
personal y, además, por no poder contar con quien ordene, 
etcétera. Esto es algo que los operadores han reiterado en el 
transcurso de los últimos años. 


Es por ello, señor presidente, que tengo la más absoluta 
tranquilidad de conciencia en cuanto a que el Ministerio de 
Defensa Nacional ha procedido correctamente y a que, lamen- 
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tablemente, PLUNA no puede hacerse cargo de estos servicios, 
e inclusive que en la próxima licitación le será imposible tener 
esto como llave para ofrecer a sus futuros socios. 


En resumen, la situación era tan grave que el Poder Ejecuti- 
vo no podía hacer otra cosa que corregirla, y no esperar a una 
posible futura licitación. 


Es cuanto por el momento deseaba expresar. 

SEÑOR RICALDON! - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia pide excusas al 
señor senador Ricaldoni, porque como el miembro interpelante 
ha solicitado nuevamente la palabra, de acuerdo con la tradi- 
ción y actuando en régimen de debate libre, procede que vuel- 
va a hacer uso de ella. 


Tiene la palabra el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Más allá de la tradición, no tenemos 
inconveniente en que el señor senador Ricaldoni nos preceda 
en el uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Siendo así, tiene la palabra el 
señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: como es sabido, 
la convocatoria que se ha hecho conforme a lo que establece el 
artículo 119 de la Constitución de la República versa sobre dos 
puntos: en primer lugar, recibir información sobre la licitación 
por la que se otorgaron los servicios de tierra en el Aeropuerto 
Internacional de Carrasco y, en segundo término, sus repercu- 
siones en la situación de PLUNA. 


El Foro Batllista dejó bien en claro, al igual que otros 
sectores de mi Partido, que ha llegado a esta instancia a tomar 
posición, a informarse y a escuchar al miembro interpelante y 
también al señor ministro de Defensa Nacional. Eso es, preci- 
samente, lo que estamos haciendo. 


A esta altura del debate tengo la sensación de que hemos 
escuchado planteos distintos por parte de los dos miembros 
protagónicos del debate, que apuntan al primero de los dos 
temas objeto de este llamado a sala, que es la licitación en sí 
misma. Todavía no he escuchado cuáles son las repercusiones, 
en la situación de PLUNA, de la licitación concedida a la 
empresa CANDYSUR, 


He oído la exposición del señor ministro de Defensa Nacio- 
nal con el respeto y atención que merece y puedo admitir -no 
tengo elementos de juicio suficientes para hacerlo, pero no 
tengo violencia en reconocerlo- que nos ha hecho un diagnósti- 
co acertado o próximo a la realidad en cuanto a la situación de 
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PLUNA. En primer lugar, ha hecho imputaciones -aclaro que 
no son sus palabras, sino las mías- de alguna forma de omisión 
del Directorio con referencia al control de los servicios de 
tierra que venía prestando PLUNA. En segundo término, tam- 
bién formuló críticas a la calidad del servicio brindado por el 
personal de tierra y, en tercer lugar, aludió concretamente a la 
obsolescencia y falta de cuidado de los equipos con los que 
PLUNA venía prestando estos servicios. 


Quiero aclarar que pueden haber habido -repito esto porque 
hay quienes vienen a prestar atención y a informarse de lo que 
está ocurriendo- aunque ni lo afirmo ni estoy en condiciones de 
negarlo, situaciones que encajan en las expresiones del señor 
ministro a las que he hecho referencia. Sin embargo, para nues- 
tro sector existe un problema sobre el que me quisiera detener 
algunos minutos. No creo que la cuestión que estamos anali- 
zando en el Senado consista en determinar si estuvo bien o mal 
adjudicada la licitación a la empresa mencionada, por cuanto 
ninguno de nosotros ha dispuesto del material correspondiente 
a ese trámite. Tampoco tengo por qué dudar -ni lo voy a hacer- 
que objetivamente la mejor propuesta sea la: de la empresa 
finalmente adjudicataria de la licitación. En lo que me es per- 
sonal, considero que sobre este tema -que, repito, creo que es 
el que se ha tratado hasta ahora en esta sesión- una primera 
pregunta sería si realmente fue correcto el procedimiento de la 
licitación. Aclaro que he escuchado al doctor Martins cuando 
lo ha defendido y está de más decir que respeto no sólo su 
persona sino también los conocimientos que posee y que nadie 
discute en materia de Derecho Administrativo. Al margen de 
que la mejor propuesta sea la efectivamente elegida, admito 
que aunque el señor ministro de Defensa Nacional pudiera 
tener algunas dudas sobre el procedimiento de la licitación, 
quizás, por razones totalmente comprensibles de solidaridad 
política, ha, a tendido a darle un perfil bajo a algunos aspectos 
que me despiertan dudas. Quiero ser muy concreto en cuanto a 
que estoy hablando de dudas y no de otra cosa y me gustaría 
que, en su momento, el señor ministro de Defensa Nacional 
hiciera algunos comentarios sobre mis palabras. Reitero que 
estoy aludiendo al tema concreto de los procedimientos segui- 
dos con arreglo a las normas que sucesivamente se debieron 
tener en cuenta. 


Creo que el señor senador Bouzas hizo una referencia al 
decreto 535/979, de 25 de setiembre de 1979. A los efectos de 
lo que estoy diciendo, no me interesa si fue dictado durante el 
gobierno militar sino solamente su contenido, que es lo que 
vale porque, en definitiva, existió un ordenamiento jurídico, ya 
sea con normas emanadas de gobiernos democráticos o milita- 
res. Dicho decreto contiene un artículo 2” en el que se dice 
textualmente lo siguiente: “En el transcurso del año 1980, las 
empresas de aeronavegación que cuenten con equipos propios 
podrán continuar utilizando los mismos para la atención de sus 
aeronaves en los servicios aéreos autorizados. Antes del venci- 
miento del aludido término podrán ofrecer su transferencia a 
PLUNA...”, etcétera. 


Evidentemente, este decreto plantea un problema que es 
insoslayable, en cuanto a que el monopolio fue allí establecido 
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a través de una norma de carácter reglamentario o, dicho más 
simplemente, de un decreto. Para la conformación de un mono- 
polio, la Constitución exige no solamente una ley, sino, ade- 
más, una mayoría calificada de dos tercios cuando beneficia a 
una empresa privada. Por eso creo que el decreto dictado por el 
gobierno el 31 de julio de 1990, que lleva las firmas del señor 
presidente de la República, doctor Luis Alberto Lacalle, del 
entonces señor ministro de Defensa Nacional, Dr. Mariano Bri- 
to, del ministro interino de Economía y Finanzas, doctor Herre- 
ra Oreggia y del ministro de Transporte y Obras Públicas, el 
actual señor senador Wilson Elso Goñi, tiene una concepción 
impecable y una redacción que responde totalmente a lo que es 
nuestro ordenamiento jurídico, 


En el artículo 1? de este decreto se establece que la presta- 
ción de los distintos servicios de asistencia en tierra a aerona- 
ves en los aeropuertos de la República en que exista interés de 
operadores privados de prestar tales servicios, será adjudicado 
mediante licitación pública. Este primer inciso del artículo 1? 
es el que más interesa pero, además, en el artículo 3”, se deroga 
el decreto N” 535/979, de 25 de setiembre de 1979, a que ya he 
hecho referencia. Esta derogación tiene su apoyatura en el se- 
gundo considerando de este decreto que dice que el estableci- 
miento de monopolios en favor de entidades estatales requiere 
el dictado de una ley aprobada por mayoría absoluta de votos 
del total de componentes de cada Cámara, citando entre parén- 
tesis, como es inevitable, al ordinal 17 del artículo 85 de la 
Constitución. 


Si alguna crítica pudiera hacérsele a la letra de este consi- 
derando sería la de que este sistema normativo se aplica a todo 
tipo de monopolio, y no sólo a aquellos que se entienden en 
favor de las entidades estatales. 


En cuanto a este tema, quiero señalar -después voy a seguir 
con la materia reglamentaria- mi criterio respecto de la colisión 
que ha existido entre el procedimiento seguido, las decisiones 
tomadas y la Ley de Empresas Públicas. Por supuesto que estos 
temas los trató el señor ministro, pero por ahora no tengo el 
honor de compartir sus puntos de vista. 


El artículo 1% de la ley N* 16.211, usualmente conocida 
como Ley de Empresas Públicas, determina en la segunda frase 
de su primer inciso: “En caso que la ley haya asignado a un 
Ente Autónomo o Servicio Descentralizado la prestación de un 
servicio público, el Directorio o director general del Ente o 
Servicio podrá otorgar la concesión o permiso, con aprobación 
del Poder Ejecutivo”. 


Tengo en mi poder la constancia de voto del director Buga- 
Mo, donde se señala precisamente que PLUNA no tuvo partici- 
pación en la decisión. Agrego que si fuera así, estaría en con- 
tradicción clara con una ley que data de 1991 y que, por lo 
tanto, formaba parte del derecho vigente en el momento en que 
se tomó esta decisión. 


El segundo punto vinculado con este tema se refiere a algo 
que no sólo he escuchado decir en sala al señor ministro, sino 
que se ha venido señalando por distintas vías fuera del Parla- 
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mento. Como decía el señor ministro de Defensa Nacional, es 
cierto que el artículo 6” de la ley N” 16.211, al modificar el 
artículo 3* de la Ley Orgánica de PLUNA -ley N” 11.740, de 
12 de diciembre de 1951- estableció un nuevo artículo 3" susti- 
tutivo del anterior, en el que se expresa -dentro del literal A), 
numeral 2”- que son cometidos de PLUNA: “prestar, de igual 
forma, servicios terrestres y turísticos afines o complementarios 
a la actividad aero-comercial”. Estoy de acuerdo con el señor 
ministro en cuanto a que este artículo no dice que PLUNA sólo 
puede prestar en forma directa estos servicios. Si hay algo 
evidente de la lectura de esta norma, es que PLUNA puede 
prestar estos servicios en forma directa o indirecta. Esto es tan 
claro que no requiere ningún comentario adicional por mi 
parte. 


En cambio, -y sigo en el terreno de las dudas y ojalá no se 
conviertan en certidumbres, porque no estoy tratando de encon- 
trar, en una forma poco menos que perversa, irregularidades 
donde pueda no haberlas- el inciso tercero del artículo 1” de la 
ley N* 16.211 dice: “En el otorgamiento de concesiones y per- 
misos se favorecerá la libre concurrencia procurando evitar 
situaciones de monopolio de hecho”. 


Tuve el honor de formar parte de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación del Senado integrada con la de Hacienda, 
que trató la Ley de Empresas Públicas durante nueve meses -no 
recuerdo cuántos más insumió el análisis en el plenario- y 
quiero ser absolutamente franco diciendo que ésta no fue una 
de las normas que me entusiasmara, porque cuando la ley en- 
trara en vigencia, cuando se hiciera “camino al andar” a través 
de ese cuerpo normativo, se plantearían una serie de dudas, de 
problemas y de interrogantes de todo tipo. Tal vez hoy estemos 
ante una situación como la que acabo de señalar, porque resulta 
ser que se pretende que el adjudicatario de esta licitación preste 
servicios en el Aeropuerto de Carrasco con carácter de exclust- 
vidad, por lo que nadie más los podrá brindar, y que la auto- 
prestación no funcione. ¡Qué diferencia -y esto no tiene nada 
que ver con el señor ministro de Defensa Nacional- de criterios 
del Poder Ejecutivo con lo que está ocurriendo en el ámbito 
portuario. También tuve la suerte o el honor de colaborar en la 
redacción de lo que en definitiva fue la Ley de Puertos, y en el 
marco de dicha ley, este mismo Poder Ejecutivo -y a mi juicio, 
correctamente- si de algo se ha cuidado en el Puerto de Monte- 
video, es de que no exista un monopolio de hecho o de dere- 
cho. Me parece adecuado, porque con ello se promueve no sólo 
la libertad de trabajo, sino también la libre competencia. En 
cambio, creo que en estas disposiciones está ocurriendo exacta- 
mente lo contrario de lo que sucede en el Puerto de Montevi- 
deo. En el Aeropuerto de Carrasco se ha expuesto un criterio 
que se ha concretado en normas de carácter administrativo, no 
sólo en el pliego de condiciones, sino en la resolución de adju- 
dicación y, naturalmente, en el contrato de concesión- por el 
que, evidentemente, lo que se establece es que una sola persona 
jurídica -y nada más que ella- podrá prestar el servicio. 


No voy a entrar en la discusión -porque me parece innece- 
sario- de si es o no conveniente, porque me introduciría en el 
problema al que no he querido ingresar hace unos instantes 
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respecto a algunas dudas que tenía sobre el inciso tercero del 
artículo 1? de la Ley de Empresas Públicas. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RICALDON!. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - Señor presidente: lo primero que deseo 
señalar al señor senador Ricaldoni es que en esta oportunidad 
compartimos dudas. Como todo el Senado, escuché con mucha 
atención la exposición del señor ministro, particularmente la 
primera parte, donde expuso sus fundamentos en cuanto a la 
situación planteada y la solución jurídica alcanzada. Mis dudas 
surgen porque ei numeral 17) del artículo 85 de la Constitución 
establece una clara distinción; dice que cuando se concedan 
monopolios a empresas privadas, se requerirá una mayoría de 
dos tercios del total de componente: 'e cada Cámara, y cuando 
el monopolio se concede en favi del Estado, sc requerirá la 
mayoría absoluta de votos. Me parece que ello responde a una 
filosofía lógica. Si se le concede la exclusividad a una empresa 
privada, la ley debe tener una alta mayoría para brindarle ese 
privilegio y si, por el contrario, se le otorga al Estado, la Cons- 
tilución quiere que exista una mayoría muy fuerte, pero no 
tanto como cuando se le concede a un privado. 


El señor ministro dijo en su explicación que esto tiene ori- 
gen cn la sanción de una ley en el período militar, que fue la 
Ley Orgánica de la Fuerza Aérea, a la que se le encomendó la 
administración de los Aeropuertos y, por lo tanto, de la Direc- 
ción General de Infraestructura Aeronáutica. Á esta última se 
le dio la facultad -por medio de esa ley- de administrar los 
servicios terrestres del Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


Como conclusión, el señor ministro manifestó que aquella 
ley -creo que de 1977- le dio al Estado, a través de la Fuerza 
Aérea y de la Dirección Gencral de Infraestructura Aeronáuti- 
ca, el monopolio de los servicios terrestres. Luego, el Estado, 
por estas decisiones tomadas durante este período de gobierno, 
concede el servicio a un particular. 


Mi duda es la siguiente. Suponiendo que la ley de 1977 
reuniera los requisitos formales que la Constitución exige, ¿el 
Estado puede, habiendo recibido la facultad del monopolio por 
la ley, trasladarlo por la vía de la concesión a un particular y, 
por tanto, obviar ta obligación constitucional de una mayoría 
más alta para obiener la autorización legal? El Estado recibe un 
monopolio a través de una ley que exige mayoría absoluta y se 
lo da, en régimen de concesión y en exclusividad, a un particu- 
lar, Si ello se hiciera por la vía de la Constitución, necesitaría 
una mayoría de dos tercios. Á mi juicio, esta es una forma de 
eludir oblicuamente una disposición constitucional. Esto no lo 
digo yo, sino el Poder Ejecutivo en una resolución con la que el 
señor ministro se solidarizó expresamente al comienzo de su 
exposición y que el señor senador Ricaldoni acaba de leer 
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parcialmente. Personalmente, voy a citarla nuevamente. El Con- 
siderando primero del decreto 346/990 dice: “La referida acti- 
vidad comercial” -se refiere a la prestación de servicios terres- 
tres- “debe considerarse libre, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 72 y 36 de la Constitución”. Luego agrega, 
como fundamento, en el segundo Considerando: “El estableci- 
miento de monopolios en favor de entidades estatales requicre 
el dictado de una ley aprobada por mayoría absoluta de votos 
del total de componentes de cada Cámara”. ¿Qué está diciendo 
con esto el Poder Ejecutivo? Expresa que esta actividad es 
libre y que no existió la ley que la Constitución requiere para 
que pueda concederse en forma monopólica al Estado. En con- 
secuencia, el decreto que invocaba el señor ministro es el que 
da razones para estas dudas, ya que señala que la actividad es 
libre y que, por lo tanto, sólo frente al dictado de una ley, esa 
libertad puede ser restringida, sc requiere mayoría absoluta 
cuando es en beneficio del Estado y una mayoría de dos tercios 
cuando se aplica a un particular, En mi concepto, ninguno de 
los dos elementos aparecen. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - El señor senador Bouza se ha refe- 
rido a un tema de extraordinaria importancia y coincido con él. 
Quizá lo hubiera desarrollado con menos claridad que la suya, 
pero en la misma dirección, con igual línea de razonamiento. 


Lo que ocurre es que: o estamos frente a un monopolio o 
no lo estamos. El señor presidente me acota que no estamos 
frente a un monopolio, pero a lo mejor se refiere a los servicios 
públicos prestados con carácter de exclusividad. Con el mayor 
de los respetos, quiero decirle que nunca voy a entender la 
diferencia, más allá de la semántica, entre el monopolio y el 
servicio público prestado con carácter de exclusividad. Ya que 
el señor presidente me ha contradicho, deseo señalarle que 
mandé pedir el Diccionario de la Real Academia Española, 
como lo hacía el inolvidable senador Ortiz. En él se establece 
que “exclusividad” es la calidad de “exclusivo”, y al remitirse 
a la definición de éste último término señala: “Que excluye o 
tiene fuerza y virtud para excluir. Unico, sólo, excluyendo a 
cualquicr otro”. 


Si este no es el caso de CANDYSUR, señor presidente, no 
entiendo nada. Y al leer la definición de “monopolio”, obser- 
vamos que existe prácticamente una remisión a la idea de la 
exclusividad, ya que se explica esc término como: “Concesión 
otorgada por la autoridad competente a una empresa para que 
ésta aproveche con carácter exclusivo alguna industria o co- 
mercio”, 


Evidentemente, en este caso se da una situación que me 
despicrta la fuerte duda de si la misma no está en contradicción 
con la Ley de Empresas Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El artículo 1* de la Ley de Em- 
presas Públicas está derogado y no estaba vigente cuando se 
llamó a licitación. 
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SEÑOR RICALDONL - Lo que estoy señalando es que se 
me presenta una duda sobre el inciso tercero del artículo 1%. El 
hecho de que esté derogado o no es lo de menos, porque esta 
preocupación por evitar situaciones de monopolio de hecho se 
originó en el Instituto Oribe, formó parte de la campaña del 
Partido Nacional, al que pertenece el señor presidente de la 
República, y entró al Parlamento en un proyecto de ley, como 
artículo 28. 


Por to tanto, existe una concepción a este respecto, que se 
podrá compartir o no, pero que no tiene nada que ver con lo 
que en definitiva se hizo con PLUNA. Además, como mencio- 
naba el señor senador Bouza, está el tema constitucional. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Solicito que se prorrogue el tér- 
mino de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-22 cn 23. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. - Agradezco a los señores senadores 
la prórroga de la hora y, por un elernental deber de reciproci- 
dad, concedo la interrupción que se me solicita. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Korzeniak, 


SEÑOR KORZENIAK. - Quiero apoyar la tesis que viene 
desarrollando el señor senador Ricaldoni. Todos nos hacemos 
cargo, y él seguramente también, porque lo había manejado, de 
que aunque el artículo 1* haya sido anulado -felizmente- por un 
plebiscito, inspiraba una concepción. Sin embargo, debemos 
tener en cuenta que cl artículo 6*, que también fue citado por el 
señor senador Ricaldoni y que se refiere específicamente a 
PLUNA, está vigente. Dicha disposición fija como cometido de 
PLUNA prestar servicios terrestres, y no lo establece como una 
competencia virtual. Esta es una discrepancia radical que tengo 
con mi amigo, el señor ministro de Defensa Nacional. Se trata 
de una competencia actual y vigente, no virtual, no sometida a 
que el Poder Ejecutivo la apruebe, la autorice o la fomente. 


Me voy a atrever a decir algo bastante osado, si se quiere. 
Creo que si leemos tranquilamente el artículo, observaremos 
que no hay dos bibliotecas. 
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Fijémonos en lo que aquí se dice: “Son cometidos de 
PLUNA” -se emplea el término “son”, en tiempo presente, en 
el lenguaje que siempre utiliza el legislador cuando se refiere a 
cometidos actuales, conferidos desde el momento en que la ley 
entra en vigencia- “1% Explotar, directa o indirectamente, en 
este último caso con autorización del Poder Ejecutivo, las lí- 
neas aéreas de transporte”. 


En lo que respecta a la autorización del Poder Ejecutivo, 
ella es necesaria cuando la prestación es indirecta, es decir, 
cuando ha habido una concesión. Pienso que en tomo a esto no 
podemos inventar una discusión. El otro cometido de PLUNA 
es “Prestar, de igual forma, servicios terrestres”. “De igual 
forma” significa de manera directa o indirecta, en este último 
caso con autorización del Poder Ejecutivo. Me parece que dar a 
este artículo otra intelección es forzar las cosas porque, en 
realidad, está clarísimo que lo que requiere autorización del 
Poder Ejecutivo para que la competencia se actualice es la 
prestación indirecta. Sin embargo, la de tipo directo es actual, 
está vigente y no hay manera de discutirla, desde el momento 
en que este artículo fue aprobado. 


Por lo tanto, mi discrepancia tiene que ver con una expre- 
sión que el señor ministro mencionó en su exposición y que 
anoté textualmente. El afirmó que el cometido de PLUNA de 
prestar servicios terrestres es virtual. No es así; en realidad es 
actual, está vigente desde la aprobación de la ley N* 16.211, 
de octubre de 1991. Sólo en el caso de la prestación indirecta 
“prestación que, en todo caso, sería por una adjudicación o una 
licitación que PLUNA pudiera haber hecho, con la anuencia 
del Poder Ejecutivo- PLUNA podría entregar este tipo de servi- 
cios, contando con la autorización del Poder Ejecutivo. Esto es 
así porque el artículo 1* de la ley, que era el que autorizaba al 
Poder Ejecutivo a hacerlo, fue derogado por un plebiscito. 


En razón de que veo algunas expresiones de incredulidad, 
invito a que leamos de nuevo el artículo. Aquí se dice que es 
cometido de PLUNA explotar, directa o indirectamente, los 
servicios terrestres. Esto significa que cuando el Ente los va a 
prestar indirectamente puede, con autorización del Poder Eje- 
cutivo, hacerlo a través de una concesión o una contratación, 
tal como figura en el apartado correspondiente, en el que se 
dicc que PLUNA tendrá los poderes jurídicos necesarios para 
el cumplimiento de sus cometidos. A su vez, agrega que, en 
particular, “Con la autorización del Poder Ejecutivo y en la 
forma que determine la reglamentación, podrá contratar con 
terceros la prestación de los servicios previstos en el literal A)”. 


En consecuencia, en el artículo 6* -que está vigente porque 
no fue impugnado por un plebiscito- está muy claro que la 
prestación de los servicios terrestres es un cometido actual y no 
virtual de PLUNA. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 
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SEÑOR RICALDON!I. - Quisiera apoyar lo que señaló el 
señor senador Bouza y que considero muy importante. Lo que 
se prohíbe a texto expreso no puede hacerse por vía indirecta. 
Este es un principio general de derecho que es aplicable, no 
sólo a la materia constitucional, sino también a la legal. Tal 
como veíamos hace un momento, el decreto del año 1990 -que 
mi compañero de Partido y yo acabamos de elogiar- establece 
correctamente que el principio a considerar en este caso es el 
de la libertad de trabajo y que la excepción la constituyen los 
monopolios. Estos últimos implican una limitación grave a cier- 
tas libertades y fueron objeto de tal preocupación por parte del 
constituyente, que requirieron nada menos que una disposición 
que establece que se debe contar con una mayoría de dos ter- 
cios del total de componentes de cada Cámara para sancionar 
una ley en este sentido cuando el beneficiario del monopolio es 
un particular y con la mayoría absoluta cuando se trata del 
Estado. 


Creo -salvo que se me demuestre lo contrario, y desearía 
que alguien lo hiciera- que una norma que pone tal énfasis en 
esta cuestión deja en evidencia que, al menos, valdría la pena 
realizar un examen más profundo sobre si esta licitación real- 
mente cumplió con la normativa legal y constitucional. 


Además, quiero citar el decreto 39/93, de 25 de enero de 
1993, que fue mencionado por el director Bugallo, quien afir- 
mó que se omitió cumplir con lo que allí se establece. Concre- 
tamente, el artículo 15 señala que en el eventual caso de que se 
resuelva llamar a licitación o a cualquier otra forma de adjudi- 
cación para alguno de los servicios que presta PLUNA, deberá 
consultarse previamente al organismo. Y agrega que en las 
licitaciones y/o adjudicaciones en trámite al 1” de enero de 
1992, PLUNA será oída con carácter previo a las adjudicacio- 
nes definitivas. 


Esto me genera otra duda, que tiene que ver con el hecho 
de si PLUNA fue o no consultada. Ya no se trata, simplemente, 
de la afirmación de un director del Ente, representante de la 
minoría, sino que estamos ante una cuestión importante, porque 
el decreto emana dei Poder Ejecutivo, que termina haciendo la 
adjudicación de los servicios de tierra del Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco con carácter de exclusividad. 


A continuación, permitaseme hacer referencia a una discre- 
pancia que tengo con el señor ministro. En lo personal, no me 
parece que tenga validez alguna esa cláusula que leyó el señor 
ministro -que lleva la firma de PLUNA- en la que el Ente 
acepta todas y cada una de las disposiciones vinculadas con 
este llamado a licitación, como oferente de la misma. Aquí 
existen dos elementos a señalar. En primer lugar, PLUNA no 
tiene facultades para renunciar a lo que establece una ley que le 
impone determinadas obligaciones. Para mí, es absolutamente 
irrelevante, desde el punto de vista jurídico, que PLUNA haga 
expresa renuncia a reclamos portuarios. En segundo término 
-esto va en dirección a otra cuestión a la que haré referencia 
más adelante- en virtud de lo que puedo recordar de Derecho 
Administrativo, la autoprestación está permitida y habilitada 
por el ordenamiento jurídico uruguayo, tal como lo sostenía el 
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profesor Sayagués Laso. Prueba de esto es que a nadie se le 
ocurriría negar a cualquier empresa o ciudadano de este país el 
derecho de proporcionarse a sí mismo la energía eléctrica que 
necesite o el agua potable que pueda extraer de algún pozo 
ubicado en su predio. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RICALDONIL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - En principio, señalo que mi comentario 
será brevísimo, porque sé que ya tendré la oportunidad de 
referirme a este tema más adelante, 


El señor senador Ricaldoni declaró hace unos minutos que 
nunca había tenido clara la distinción entre monopolio y servi- 
cio público concedido en exclusividad, e hizo un análisis se- 
mántico de las posibles diferencias. Me consta -porque no lo ha 
dicho mi compañero de bancada, el señor senador Korzeniak- 
que, teóricamente, desde el punto de vista jurídico, el tema se 
puede discutir. 


Personalmente, quiero aportar un comentario relacionado 
con lo económico financiero. Debo afirmar -y considero que es 
un punto de vista que debe ser tomado en cuenta, porque en 
este llamado a sala que estamos desarrollando no es un ele- 
mento de menor importancia- que desde la perspectiva de los 
significados y de las consecuencias económicas y financieras, 
no existe la más mínima diferencia entre el concepto de mono- 
polio y el (> servicio público otorgado en exclusividad. 


Sé que en este llamado a sala importa mucho dilucidar si se 
ha actuado o no de acuerdo con las normas en vigencia, y 
seguramente habrá muchos argumentos valederos al respecto; 
pero no podemos olvidar que está en juego el futuro de nuestra 
empresa aérea nacional, y el mismo no depende exclusivamen- 
te de si se han cumplido o no las leyes y la Constitución, sino 
también de sus resultados económicos y el tema que hoy está 
en discusión afecta en forma relevante los resultados económi- 
cos de PLUNA. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaidoni. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR RICALDONI, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Alonso Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Lamento tener que in- 
terrumpir al señor senador Ricaldoni, pero creo que es oportu- 
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no referirme a un tema al que hizo alusión el señor senador 
Korzeniak en una intervención anterior, 


Deseo señatar que quedé perplejo al escuchar sus opiniones 
y me costó entenderlas, Según su interpretación, los cometidos 
de PLUNA, además de explotar las líneas aéreas, consisten en 
prestar servicios terrestres. La definición de servicios terrestres 
puede ser muy amplia o bien restringida. Si ésta se refiere a los 
servicios de asistencia en tierra, PLUNA tendrá un problema 
gravísimo, porque por definición legal de sus cometidos va a 
lener que autoprestarse servicios no sólo en Carrasco sino tam- 
bién en todos los aeropuertos en los que pueda recalar. Eso 
ocurriría si tomamos en cuenta csa interpretación muy restricli- 
va. Si consideramos la definición más amplia -que es la que 
hay que darle- en la lectura completa del apartado en el que se 
dice que debe prestar de igual forma servicios terresires y turís- 
ticos afines o complementarios a la actividad aero-comercial, 
observantos un pasaje que es clave; me refiero a la expresión 
“afines o complementarios”. De la misma manera que se inter- 
preta que los servicios a terceros O a acronaves que se prestan 
en cl Aeropuerto Internacional de Carrasco debe cumplirlos 
PLUNA porque está definido como parte de sus cometidos, 
también debería brindar los servicios turísticos afines O com- 
plementarios, esto es, el alquiler de automóviles, la reserva de 
hoteles, etcétera. 


En virtud de ello, se realizaron las distintas expresiones que 
desde la bancada se emitieron en el momento en que el señor 
senador Korzeniak hacía uso de la palabra y por tal motivo 
solicité al señor senador Ricaldoni esta interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Walter R. Santoro) 


SEÑOR RICALDONL - Pido excusas a mis compañeros 
del Senado, pero no voy a otorgar más interrupciones, ya que 
me quedan unos pocos minutos para finalizar mi exposición. 


Desco señalar gue hay una especie de dilema de hierro con 
respecto al tema de la característica de los servicios que está 
prestando esta empresa que, repito, no dudo haya sido la que 
presentó la mejor propuesta, como tampoco cuestiono las alir- 
maciones del señor ministro en cuanto a que PLUNA no estaba 
en condiciones de brindarlos. Harina de otro costal es la razón 
por la cual no podía realizar bien esos servicios. 


Creo que este círculo de hierro que no sé cómo romper- 
consiste en determinar si ahora estamos frente a un monopolio 
de hecho o de derecho, Si es de derecho, es porque se cumplió 
regularmente con todo el procedimiento que cuímina con la 
adjudicación de la licitación, en cuyo caso nos encontramos 
frente al hecho de que se olvida, sin embargo, todo un entrama- 
do de normas constitucionales y legales que habrían obligado a 
actuar de otra manera. Pero si tal como me inclino a creer, aquí 


se ha olvidado que el monopolio requiere un texto legal expre-. 


so, que no existe, nos encontramos frente a un monopolio de 
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hecho. Y en este caso, estamos ante una situación que, eviden- 
temente, dista mucho de ser la deseable y aconsejable, en tanto 
y cuanto -rejtero una expresión que realicé antes de conceder la 
interrupción al señor senador Alonso Tellechea- ataca directa- 
mente una posibilidad de PLUNA que para mí es indiscutible: 
la de prestarse a sí misma los servicios que tenga a bien brin- 
darsc. Es lo mismo que sucede con la energía eléctrica, con el 
agua potable y con tantas otras cosas. 


De modo que tengo fuertes dudas en cuanto al sustento 
jurídico que tuvo el trámite de esta licitación. 


También he señalado que por medio de este llamado a sala 
se quieren conocer las repercusiones que tendría la licitación 
sobre la existencia de PLUNA. Quizás se debió haber ampliado 
la pregunta, porque ella debería versar no sólo sobre el futuro 
de esta empresa, sino también sobre lo que algún director de 
PLUNA, en un acta que he leído, denomina la futura “PLUNA 
S.A.”, es decir, la coparticipación, en alguna forma, de capita- 
les privados junto con PLUNA, cuando ésta pierde uno de sus 
activos más importantes que es, precisamente, el vinculado con 
la prestación de servicios en tierra en el Aeropuerto Internacio- 
nal de Carrasco. 


Este tema, naturalmente, tiene un aspecto económico y fi- 
nanciero. Tengo en mi poder -y supongo que también lo debe 
tener el señor ministro- un documento remitido por PLUNA al 
presidente de la Cámara de Representantes con fecha 27 de 
diciembre de 1991, ante el pedido de informes de un represen- 
tante nacional, respecto de la situación de aquella empresa en 
lo que tiene que ver con la concesión del servicio a terceros. El 
mismo lleva la firma del entonces presidente de PLUNA, el 
profesor Neme, y de la secretaria del Directorio, la señora 
María E. Mayo de Mendoza y dice, por ejemplo, que por la 
revisión de la concesión del servicio a terceros, PLUNA dejaría 
de percibir las utilidades de los servicios que hoy factura y que 
significan aproximadamente U$S 400.000 mensuales. Y agrega 
que por nuevos costos PLUNA debería pagar “handling” de sus 
líneas en el Uruguay -es decir, de atención en tierra- alrededor 
de US$ 1:643.800 anuales, y por concepto de dichos servicios 
en el exterior, una suma sensibiemente superior a la que hoy 
paga, pues no podría beneficiarse de los convenios de recipro- 
cidad de servicios, que se traducen en reducción de tarifas. Se 
afirma en este informe que PLUNA abona aproximadamente 
U$S 455.000 anuales y que pasaría a pagar U$S 2:433.500. 


Evidentemente, aquí hay un problema que no sólo tiene que 
ver con PLUNA, sino también con la oferta que el Estado 
uruguayo le hará a un potencial inversor, que seguramente será 
extranjero, y que va a encontrar en el Ente un patrimonio redu- 
cido, En el momento que se emprenda la tarea -y bienvenida 
sea, porque mi sector potítico es de los que creen que hay 
privatizaciones que se pueden aprobar, con las debidas garan- 
tías, cumpliendo escrupulosamente con todos los procedimien- 
tos, se puede ver realmente dificultada la posibilidad de que la 
operación sea beneficiosa desde el punto de vista cconómico- 
financiero para el país. 
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En todo esto, además, también hay un aspecto humano. Se 
dice -y eso es efectivamente cierto, ya que no puedo dudar de 
las palabras del señor ministro de Defensa Nacional- que no va 
a haber personal cesante. En un informe del 28 de diciembre de 
1993 consta la certificación de la Gerencia de Recursos Huma- 
nos de PLUNA en cuanto a que los funcionarios afectados a la 
Gerencia en tierra son 114, 7 de los cuales presentaron renun- 
cia amparados en el artículo 17 de la ley N” 16.320. Agrega 
que los empleados de todo el organismo, en calidad de funcio- 
narios públicos, totalizan 867. 


Señior presidente: con el perdón de algún economista aquí 
presente y de algunos señores senadores que saben mucho más 
que yo de economía, quiero decir que en este momento muchos 
economistas de países altamente desarrollados, están sostenien- 
do que cuando se mide la tasa de desocupación, hay que cuan- 
tificar y ponderar lo que es el trabajador desanirnado, es decir, 
el que tiene aún su fuente de trabajo pero que no tiene horizon- 
tes ciertos en su futuro más o menos inmediato. 


SEÑOR PEREZ. - Ni tampoco seguridad. 


SEÑOR RICALDONT. - Así es, señor senador. Uno de los 
que ha sostenido esto, hace pocos años ha recibido nada menos 
que el Premio Nobel de Economía. Me refiero a Samuelson. 


Con esto no quiero agregar argumentos a un tema que hoy 
no está en discusión acerca de si decrece o no la desocupación 
en el país. Ello se hará en otra instancia, que espero sea lo más 
cercana posible en el tiempo. De todas formas, digo que el 
factor humano es algo que también se debe considerar y que 
afecta, no sólo al personal de PLUNA que trabaja en tierra en 
la atención de aeronaves y en otras actividades, sino que puede 
afectar -y va a ser así, si las cosas no son transparentes y no se 
aclaran adecuadamente; para esto sirven estos llamados a sala- 
a tados los integrantes de la Administración Pública. 


Por último, quiero señalar lo siguiente. Tengo delante mío 
una parte de la propuesta con la que CANDYSUR S.A. se 
presenta a esta licitación. En ella hay un estimativo de la factu- 
ración de servicios anuales, que mencionó el señor ministro 
hace unos momentos. CANDYSUR estima su facturación anual 
en U$S 7:881.591 y, como señalaba el señor ministro de De- 
fensa Nacional, le deberá abonar a la Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica el 15%, o sea, según mis cálculos, 
U$S 1:182,238,60. Según las cifras que dí hace un rato, prove- 
niente de un memorándum del Directorio de PLUNA, fechado 
el 27 de diciembre de 1991, contestando un pedido de infor- 
mes de un señor representante, solamente por el cese de la 
concesión del servicio a terceros, PLUNA perdería aproxima- 
damente U$S 400.000 mensuales y por nuevos costos más de 


U$S 1:600.000 anuales dentro de fronteras en el llamado “han- 


dling” en Carrasco. Asimismo, por concepto de servicios en el 
exterior, perdería o tendría que pagar en más un cifra que se 
suma a las anteriores de alrededor de U$S 2:000.000 anuales 
ya que paga aproximadamente U$S 455.000 y PLUNA dijo en 
el año 1991 que pasaría a abonar U$S 2:433.000. me pregunto, 
señor presidente, si ésta es una operación realmente beneficio- 
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sa. Repito que se podrá decir que no había otra alternativa para 
que los servicios estuvieran de acuerdo con la categoría que le 
tenemos que exigir al Aeropuerto Internacional de Carrasco. 
Pero así va a invalidarse lo que he expresado, salvo una de- 
mostración en contrario, que deseamos fervientemente. 


Quiero decir que en modo alguno involucro al actual señor 
ministro de Defensa Nacional, que en nada tiene que ver con 
este tema. Tomo su expresión de solidaridad con las gestiones 
anteriores a las suyas, simplemente como la expresión de su 
espíritu caballeresco, y no necesariamente como una adhesión 
incondicional a todos estos hechos que he señalado y que, 
repito, me plantean fuertes dudas y que me hacen poner en 
cuestión, no sólo el futuro de PLUNA asociado con capitales 
privados, sino también las ventajas generales del país. Repito 
que este procedimiento hasta ahora me plantea interrogantes, 
cuya respuesta naturalmente, habrá de condicionar la actitud de 
nuestro sector político en el momento correspondiente. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro) . - Tiene la 
palabra el señor ministro de Defensa Nacional. 


SEÑOR BOUZAS. - ¿Me permite para una aclaración, se- 
ñor presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro) . - Tiene la 
palabra para una aclaración el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Cuando el señor presidente le dio la 
palabra el señor senador Ricaldoni aclaró que le correspondía a 
quien habla. pero como ya se la había dado, manifesté que 
hablaría después. Por esa razón, creo que me corresponde ha- 
cer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro) . - Lo que 
sucedió fue que el señor ministro de Defensa Nacional solicitó 
la palabra al mismo tiempo que el señor senador Bouzas. De 
todos modos, la Mesa no tiene inconveniente en darle la pala- 
bra al señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Muchas gracias, señor presidente. Ade- 
más, aclaro que el señor senador que actualmente ocupa la 
Presidencia no estaba en el momento en que se dio esa situa- 
ción. 


En la respuesta que ha dado el señor ministro de Defensa 
Nacional a algunas de las interrogantes que nosotros plantea- 
mos, aparece una especie de divorcio entre la cara que tiene 
que presentar el Aeropuerto Internacional de Carrasco por los 
servicios que presta y la suerte de una empresa que pertenece 
al Estado uruguayo, que es PLUNA. 


Cuando le formulé al señor ministro de Defensa Nacional 
una serie de preguntas, en la tercera lo consulté sobre si tuvo 
en cuenta las consecuencias negativas que le acarreará a 
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PLUNA la concesión de estos servicios a la actividad privada. 
Al respecto, el señor ministro se extendió sobre ciertas caren- 
cias o deficiencias que tenía PLUNA, de acuerdo con las de- 
nuncias hechas por los propios usuarios del servicio de tierra 
del Aeropuerto Internacional de Carrasco y, al mismo tiempo, 
nos mostró un Directorio algo así como maniatado, que sólo 
resuelve sobre aquellas situaciones que se van dando, tanto a lo 
largo de la licitación, como al momento en que le fue comuni- 
cado el cese cn la prestación y auloprestación de los servicios. 
En este último caso, simplemente, el Directorio se remitió a 
dar a conocer la lista de aquellos trabajadores que no podían 
entrar más a la zona operativa del Aeropuerto. 


El señor senador Ricaldoni hizo referencia al factor huma- 
no, y coincido con sus apreciaciones; pero mal administrador 
de recursos humanos es un Directorio que frente a una intima- 
ción, comunicación o lo que fuere que le haya enviado el 
ministerio de Defensa Nacional, resuelve por escrito el retiro 
de tarjetas de funcionarios. Al mismo tiempo, el propio Minis- 
terio ordena el cambio de credenctales identificatorias para im- 
pedir la entrada de estos trabajadores al Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco. Ante este hecho, nos encontramos con la 
desesperación de los funcionarios de tener que presentar un 
recurso de amparo a su trabajo, porque prácticamente se sen- 
tían -nadie se los explicó- destituidos de PLUNA. 


Si mal no recuerdo, en la madrugada del 20 de diciembre 
recibí una llamada telefónica de trabajadores que se encontra- 
ban muy incómodos porque micntras preparaban los aviones 
para la mañana siguiente, Jo hacían rodeados de soldados acom- 
pañados por perros que ladraban constantemente. Es obvio que 
en estas condiciones nadic puede pretender que cxistan consi- 
deraciones a la hora de tomar medidas de lucha por parte de 
funcionarios que ven que, por un lado, pierden su trabajo sin 
más y, por otro, los que aún continúan con sus tareas, son 
azuzados de esa manera. 


Hay que tener en cuenta, entonces, que el Directorio de 
Pluna, manialado, fue aceptando esta situación; todos estamos 
de acuerdo con que el deterioro ha ido cn aumento. Pero no 
comparto lo manifestado por el señor Ministro en cuanto a que 
la privación de la autoprestación de los servicios en tierra a 
PLUNA sca una nueva prueba por la que tiene que pasar. Se 
me ocurre que existe un desinterés, una despreocupación de 
parte del representante de la Cartera en la defensa de una em- 
presa que pertenece a todos los uruguayos, aunque esté coji- 
tranca. 


Los señores senadores Ricaldoni, Bouza y Korzeniak se 
extendieron sobre la diferencia que pueda existir entro la cxclu- 
sividad y el monopolio. Seguí con atención la exposición hecha 
por el señor ministro y muy especialmente lo que dijo en rela- 
ción con que la infraestructura aeronáutica es un servicio públi- 
co y que está comprendida por tres elementos, a saber: la cons- 
trucción de aeropuertos y acródromos, la protección del vuclo y 
los servicios conexos de tierra. Esto mismo lo cita el Código 
Aeronáutico y también el literal b) del artículo 21 del decreto- 
ley N” 14747, Ley Orgánica de 1a Fuerza Aérca. Dicha disposi- 
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ción asigna a la Dirección General de Infracstructura Aeronáu- 
tica el cometido de entender en todos los asuntos relacionados 
con la construcción, administración y operación de tal infraes- 
tructura, servicio de protección del vuelo y de tierra conexos en 
concordancia con las disposiciones nacionales e intenaciona- 
les, con la única excepción de los que se encuentren compren- 
didos dentro de la jurisdicción de la Armada Nacional. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIJAK. - Aprovecho que el compañero se- 
nador Bouzas se estaba refiriendo a los servicios de tierra para 
hacer una aclaración que aspira a aventar la perplejidad del 
señor senador Alonso Tellechea. 


En primer lugar, cuando el artículo 6* de la Ley de Empre- 
sas Públicas habla de “prestar, de igual forma, servicios terres- 
tres” y agrega “y turísticos afines o complementarios a la acti- 
vidad acro-comercial”, todos sabemos a qué nos estamos refi- 
riendo. No existe ninguna duda; hemos hablado de servicios 
terrestres y quiero decir por qué sabemos de qué estamos ha- 
blando, desde el punto de vista de la lectura jurídica de la 
disposición. Es obvio que no nos estamos refiriendo a los servi- 
cios terrestres en cl exterior; a veces los uruguayos somos un 
poco prelenciosos, pero no es nuestra intención regular el siste- 
ma jurídico de los demás países, ya que ellos tienen sus propias 
leyes. 


En segundo término, no es posible leer las normas como 
uno quiere. Uno de los aspectos en el que existe ignorancia en 
el Derecho es que hay artículos legales que tienen la misma 
fuerza que los que estamos tratando, que dicen cómo se deben 
lccr las disposiciones legales; reitero que esto en general no es 
conocido. El Título Preliminar del Código Civil expresa que 
cuando hay palabras que no son de alguna ciencia o arte, se 
recurre al diccionario, pero cuando lo son, hay que ir allí para 
averiguar qué significa; por ejemplo, servicios terrestres turísti- 
cos afines o complementarios a la actividad aero-comercial, 
hay que dirigirse a los especialistas en la materia, y todos 
coincidirán con la respuesta. Sabemos que esta redacción se 
estableció para los servicios terrestres y, eventualmente, para 
los “free shops”. Si se quiere, en la jerga de esta ciencia, arte u 
oficio, que es la actividad de la aeronavegación, allí se explica 
el significado de esta expresión. 


Por lo tanto, no se puede lecr con tanta libertad, sino que cn 
el Código Civil hay artículos que obligan al intérprete a hacerlo 
de determinada manera, como en este caso. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Bouzas. 
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SEÑOR BOUZAS. - Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Había solicitado una 
interrupción previamente a que lo hiciera el señor senador Kor- 
zeniak, pero el señor senador Bouzas estaba compenetrado en 
su exposición y no lo percibió. 


Aprovecho la interrupción concedida para hacer dos aclara- 
ciones. En primer lugar, el señor senador. Bouzas hizo referen- 
cia a que el Directorio de PLUNA se encontraba maniatado al 
momento de tomar las últimas decisiones referentes al proceso 
de la licitación. Considero que más que maniatado, el Directo- 
rio de PLUNA tenía la obligación de obrar de acuerdo a dere- 
cho y conforme a la normativa legal vigente compuesta por las 
leyes y decretos referidos al tema. En definitiva, cl Directorio 
podía actuar con cierto margen de acción, pero siempre dentro 
del marco legal, 


Si no hubicra sido de esa forma, lo que estaríamos discu- 
tiendo en la noche de hoy no consistiría en resolver si es conve- 
niente o no el llamado a licitación para la prestación de servi- 
cios en tierra en el Aeropucrio Internacional de Carrasco, sino 
la forma en que el Directorio de PLUNA hubiera obrado. 


En segundo término, creo que fue oportuna la intervención 
previa que realicé en uso de una interrupción que me concedió 
el señor senador Ricaldoni, para aclarar lo que parecería que 
entiende ahora el señor senador Korzeniak, en el sentido de que 
no Cs lo mismo hablar de servicios terrestres que de servicios 
de asistencia en tierra. Estos últimos, cuando son brindados a 
aeronaves, son terrestres, pero también pueden serlo muchos 
otros. Entonces, la interpretación estricta de la norma es que 
PLUNA puede tener -o tiene- como cometido algunos o todos 
los servicios terrestres que sean complementarios de su activi- 
dad aerocomercial, pero no específicamente los servicios de 
asistencia en lierra del Aeropuerto Internacional de Carrasco, 
que era de lo que estábamos hablando. 


Agradezco al señor senador Bouzas por la interrupción que 
me concedió. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor senador 
Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Habíamos concordado con el señor 
ministro de Defensa Nacional en que la infraestructura aero- 
náutica era un servicio público que estaba conformado por tres 
elementos, de los cuales el tercero está constituido por los 
servicios conexos en tierra, El señor ministro explicaba que la 
ejecución de estos servicios -y así lo planteaba el llamado a 
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licitación para la concesión relativa a la prestación del servicio 
público de atención en tierra a las aeronaves que operan en cl 
Acropuerto Internacional de Carrasco, de acuerdo con las nor- 
mas de carácicr general vigentes y con la reglamentación parti- 
cular que forma parte de estos plicgos- se hará de acuerdo con 
los requisitos y procedimientos vigentes de la Asociación de 
Transportadores Aéreos Intemacionales (IATA) y con otras nor- 
mas internacionalmente aceptadas. 


Por otra parte, el señor ministro de Defensa Nacional hizo 
referencia a los artículos 78 y 79 del Código Acronáutico, En 
el primero de ellos, en cl Capítulo relativo a “Servicios de 
protección al vuelo”, se los define de la siguiente mancra: “Son 
servicios de protección al vuclo los de control de tránsito aé- 
reo, las radiocomunicaciones aeronáuticas, la información me- 
teorológica, el balizamiento, la búsqueda y el salvamento, la 
información general acronáutica y cualquier otro necesario para 
la seguridad y eficacia de la navegación aérca que determine el 
Poder Ejecutivo. Estos servicios serán realizados exclusiva- 
mente por el Estado y sujetos al pago de tasas que serán apro- 
badas por el Poder Ejecutivo”. 


Por su parte, cl artículo 79, referido a explotación, estable- 
ce: “El Poder Ejecutivo podrá coordinar con otros países la 
realización de estos servicios y su conexión. Asimismo, por 
razones de utilidad pública podrá autorizar a empresas privadas 
la realización parcial de alguno de ellos”. 


Al decir “ellos”, se refiere a los servicios de protección al 
vuclo. En estas disposiciones no se expresa nada acerca de los 
servicios de asistencia en tierra. Dichos servicios, según las 
normas de IATA en su “Contrato normalizado de asistencia en 
tierra”, comprenderían los siguientes tipos: representación y 
facilitación de espacios; control de la carga y comunicaciones; 
control de elementos unitarios de carga, pasajeros y equipajes; 
mercancía y correo; rampa; servicio al avión; combustible y 
aceite; mantenimiento del avión; operaciones de vuelo; asisten- 
cia a la tripulación; transporte en tierra; servicio de mayordo- 
mía; supervisión y administración. 


Estas son las trece operaciones que configuran las normas 
de IATA en ese contrato normalizado. Además, como dice el 
llamado a licitación, existen otras disposiciones internacional- 
mente aceptadas. 


A continuación me permitiré lecr la Guía de Facilitación de 
IATA, que en su numeral 5 plantea: “Disposiciones relativas al 
movimiento de tráfico en los aeropuertos. Monopolios para la 
atención en tierra. 5) Los operadores aéreos deberían tener 
libertad en la provisión de los servicios de manejos terrestres 
en los acropuertos. Cuando una autoridad de aeropuerto desee 
efectuar cambios en el mismo para la provisión de servicios de 
manejo terrestre, tales cambios deberían ser introducidos sólo 


después de consultar a las líneas aéreas que operan en el aero- 
puerto y con su debido consentimiento. Si bien el concepto de 


una sola agencia para cl manejo en rampa podría parecer atrac- 
tivo, existen desventajas. Si los encargados del manejo de estos 
servicios son directamente responsables ante las fíncas aércas, 
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será más probable que se preocupen por los resultados de su 
trabajo en la operación de aquéllas. Bajo el sistema de mono- 
polio, los encargados del manejo no tendrían tal sentido de 
responsabilidad”. 


A mi juicio, mucho de lo expresado por el señor ministro de 
Defensa Nacional en el momento en que PLUNA ejercía el 
monopolio de los servicios en tierra le cabe esta recomenda- 
ción de IATA. Sin embargo, ahora pasamos a darle el monopo- 
lio o la concesión exclusiva de los servicios de asistencia en 
tierra en el Aeropuerto Internacional de Carrasco a una empre- 
sa privada. Sobre este tema hubo distintas opiniones en sala, ya 
sea'teniendo en cuenta el diccionario, tomando como referen- 
cia el aspecto económico, así como también observando si era 
posible -tal como lo planteaba el señor senador Bouza- el tras- 
lado del monopolio por parte del Estado, por ejemplo, a una 
empresa privada. 


Dentro de mis limitaciones -porque no soy un especialista 
en Derecho- traté de averiguar si era posible, por parte de la 
Dirección General de Infraestructura Aeronáutica, conceder el 
monopolio o la concesión exclusiva de los servicios en tierra a 
terceros, dado que ello no surge claramente de Jos artículos 78 
y 79 del Código Aeronáutico, y encontré una disposición legal 
que sí lo autoriza. Concretamente, se trata de la primera ora- 
ción del inciso primero del artículo 1% de la ley N* 16.211, de 
Empresas Públicas, que establece: “El Poder Ejecutivo podrá 
conceder u otorgar permiso para la ejecución de servicios pú- 
blicos nacionales a su cargo”. 


Sin embargo, debo aclarar que este sostén legal ha desapa- 
recido a partir del 13 de diciembre de 1992 y, por lo tanto, 
cuando se otorga la concesión de los servicios en tierra en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco a una empresa privada 
por parte de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica a 
través de una licitación, y ésta tiene el monopolio, no se basan en 
un texto legal vigente, sino en uno que ha sido derogado. 


Por otra parte, intenté encontrar una diferencia -porque así 
lo estableció el señor ministro de Defensa Nacional- entre un 
monopolio y una concesión de servicio público en exclusivi- 
dad. A tales efectos, leí el segundo Tomo de Derecho Adminis- 
trativo del doctor Enrique Sayagués Laso, del año 1959, que en 
su página 46, numeral 496 “Continuación” dice: “Como todo 
privilegio otorgado en las concesiones, la cláusula de exclusivi- 
dad tiene que constar expresamente, aunque no se requieren 
términos sacramentales, y debe interpretarse con criterio res- 
trictivo”., 


En este caso, en cuanto a la concesión del servicio público 
de atención en tierra a las aeronaves que operan en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, no se dice que sea exclusiva, 
pero luego, en las resoluciones sucesivas que va tomando la 
Comisión Asesora de Adjudicaciones, se le va dando el carác- 
ter de tal. 


A continuación, el doctor Sayagués Laso expresa: “El efec- 
to fundamenta! de la exclusividad es el compromiso que asume 
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la administración de no otorgar nuevas concesiones para el 
mismo servicio, Constituye una obligación de no hacer, que en 
caso de incumplimiento obliga a indemnizar al concesionario. 
La Administración cumple si se abstiene de otorgar nuevas 
concesiones, sin que sea dable exigirle que suprima actividades 
individuales amparadas en la libertad de trabajo”. 


Considero que esto está muy relacionado con lo que leyó el 
señor senador Ricaldoni respecto a los considerandos del decre- 
to 346/90 del Poder Ejecutivo y a lo que mencioné con relación 
a la libertad de trabajo. 


Luego hay una llamada, la número 6, que expresa: “Un 
ejemplo: la producción de energía eléctrica para consumo pro- 
pio, que la cláusula de exclusividad no puede impedir, pues 
para ello se requeriría monopolio”. 


En la página 48, en el número 497, referido al monopolio, 
el doctor Sayagués Laso expresa: “La concesión puede estable- 
cer también un monopolio en beneficio del concesionario. Esto 
suele ocurrir cuando determinadas actividades individuales son 
susceptibles de afectar o interferir la explotación del servicio 
público. En este caso, además de concederse el servicio al 
concesionario, se le da el monopolio de esas actividades indivi- 
duales. Pero ambas cosas no pueden confundirse. 


Como el monopolio anexo a la concesión suprime un dere- 
cho individual y afecta la libertad de trabajo, requiere siempre 
ley nacional (Art. 85, inc. 17 de la Constitución)”. 


Luego de la expresión “actividades individuales” figura la 
llamada número 3, que dice: “El servicio de suministro de 
energía eléctrica brinda un ejemplo característico: la cláusula 
de exclusividad no impide a los particulares producir electrici- 
dad para su consumo propio; por tanto, ante la posibilidad de 
que fábricas importantes puedan generar su propia energía, sin 
adquirirla al concesionario, cabe establecer un monopolio en 
beneficio de éste”; pero en todos los casos es necesaria la ley 
que lo autorice, 


Observo que aquí hay una diferencia entre monopolio y 
concesión de servicio público en exclusividad. A mi entender, 
la diferencia consiste en que en el servicio público en exclusi- 
vidad se suprime la concurrencia, la competencia, y el poder 
administrador se quita a sí mismo el derecho -durante el perío- 
do en que dure la concesión- de otorgarle el mismo beneficio a 
otro concesionario. El monopolio se da -y me estoy basando en 
las expresiones del doctor Sayagués Laso- cuando determina- 
das actividades individuales son susceptibles de afectar o de 
interferir en la explotación del servicio público. 


Pienso que no es lo mismo el daño que provocaría a UTE si 
yo comprara un equipo electrógeno para alimentar mi casa de 
energía eléctrica, que el que podría generar la empresa PLUNA 
mediante la autoprestación del servicio de sus aviones en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco. ¿Por qué digo esto? Creo 
que en la discusión que estamos manteniendo está la clave. 
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De acuerdo con una información suministrada por nuestro 
principal Aeropuerto, en la semana que va desde el 1? al 7 de 
diciembre de 1993 el 43,5% de los vuelos que allí llegaron y 
decolaron corresponden a la empresa PLUNA, Entonces, señor 
presidente, para la empresa CANDYSUR, de acuerdo con los 
datos numéricos proporcionados por el señor senador Ricaldoni 
-que además coinciden con los que tengo en mi poder y con los 
que poscen las jerarquías de PLUNA- el problema radica en 
facturar $ 100 o $ 56,50. Para solucionar este aspecto, la em- 
presa CANDYSUR necesita un monopolio, pero para que éste 
exista es necesario sancionar una ley que lo autorice. 


Ahora bien; luego de leer las opiniones del doctor Sayagués 
Laso del año 1959, pregunté en la Biblioteca del Palacio Legis- 
lativo si había alguna edición más moderna en la que, de repen- 
te, constaran modificaciones o incorporaciones doctrinarias, Al 
respecto, me respondieron afirmativamente en el sentido de 
que hay una edición del año 1988, en la que el jurista que 
actualiza el texto realiza algunas aclaraciones. “La reimpresión 
del Tomo H, transcurridos más de 12 años desde su aparición, 
nos planteó el problema del respeto por la obra y la necesidad 
de indicar las reformas constitucionales y legislativas ocurridas 
durante tan largo lapso”. Fuc justamente en ese período que se 
sucedió la muerte del autor de la obra. 


Luego agrega: “No obstante” -y estas son expresiones de 
quien la compiló- “consideramos que era nuestro deber, en 
homenaje al autor, mantener intacta la redacción original dada 
a su obra, y sólo introducir en el texto asteriscos que indicaran 
la existencia de variaciones en la legislación uruguaya, así como 
aportes doctrinarios de significación”. 


No tengo en mi poder cl tomo de la publicación de 1988 
porque la Biblioteca del Palacio Legislativo sólo permite leerlo 
en ese recinto. Sin embargo, pude fotocopiar sus páginas 46, 47 
y 48 y las comparé con las que he leído de la publicación del 
año 1959. No encuentro que en ellas se observe un asterisco 
que indique que se hayan introducido variaciones en la legisla- 
ción uruguaya o aportes doctrinarios de significación. Por lo 
tanto, el texto de 1959 sigue teniendo vigencia en el año 1988. 
Cabe acotar que las anotaciones fucron realizadas por el doctor 
Daniel Hugo Martins, profesor adjunto de Derecho Administra- 
tivo, quien en este momento es ministro de Defensa Nacional. 
Con ét, en el día de hoy, estamos tratando de llegar a un 
acuerdo, para demostrar que existen elementos doctrinarios y 
legales que habilitan a decir que PLUNA puede prestar los 
servicios en tierra a sus propios aviones. 


Si eso fuera poco, deseo agregar que, según reconoce el 
señor ministro de Defensa Nacional, transcurridos los 75 días 
por causa de fuerza mayor, la empresa CANDYSUR pidió una 
prórroga hasta el 20 de diciembre, o sea que el plazo sería de 
87 días. Más adelante, se hizo un inventario de los bienes que 
debería tener de acuerdo con el llamado a licitación, que forma 
parte del contrato firmado entre CANDYSUR y la Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica. Del inventario surge 
que faltan varias de las máquinas que eran requeridas por el 
artículo 17 de las normas particulares de la licitación sobre el 
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equipamiento. Al respecto, expresa dicho artículo que el adju- 
dicatario estará obligado a contar, como mínimo, con el equi- 
pamiento que se detalla a continuación. Luego, se nombra una 
serie de máquinas que no voy a detallar, Al respecto, el señor 
ministro nos acotaba que aún hoy no se encuentran en su totali- 
dad en el Aeropuerto Internacional de Carrasco. Me refiero a 
aquellas que deberían constituir el mínimo equipamiento de la 
empresa adjudicataria de la concesión en exclusividad del ser- 
vicio público. 


Además, el señor ministro ha expresado -y yo lo puedo 
corroborar porque estuve en el Acropuerto- que, efectivamente, 
el galpón que la empresa CANDYSUR tiene que construir al 
lado de la rampa todavía no ha sido terminado. Se espera que 
las obras culminen dentro de dos meses; mientras tanto, dicha 
empresa está guardando los materiales -a fin de que no se 
deterioren- en galpones que pertenecen a la Dirección General 
de Infraestructura Aeronáutica. 


En las condiciones generales del llamado a licitación, figu- 
ra el artículo 52 que dice lo siguiente: “La falta de cumpli- 
miento de cualquiera de las obligaciones establecidas en este 
pliego, después de formulado el contrato, dará derecho a res- 
cindirio imponiéndole al adjudicatario la pérdida total o parcial 
de la garantía constituida, según la importancia de la falta a 
juicio de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica, 
sin perjuicio de la acción que pudiera corresponder por daños y 
perjuicios emergentes del incumplimiento total e incluso enco- 
mendar la realización objeto del contrato por cuenta del adjudi- 
catario omiso, sin que cesto dé derecho a reclamación alguna”. 


Es cierto que puede haber opiniones distintas en cuanto al 
derecho de PLUNA para autoprestarse. Seguramente, nadie pue- 
de defender el hecho de que a la empresa CANDYSUR se le 
haya dado un monopolio sin que exista una ley que lo respalde 
votada por los dos tercios del total de componentes de cada 
Cámara. Por lo tanto, sec comprenderá que se trata de una 
concesión de derecho público en exclusividad. 


Confieso que me dan cierta seguridad las afirmaciones del 
doctor Sayagués Laso en su “Tratado de Derecho Administrati- 
vo”, que fue corregido en el año 1988 por el doctor Daniel 
Hugo Martins, Allí se indica que existe la posibilidad de que 
PLUNA se autopreste sus servicios. Además, debe tenerse cn 
cuenta que la empresa CANDYSUR no está en condiciones de 
exigir, porque puede estar sujeta a lo que establece el artículo 
52 de las normas generales del llamado a licitación. No debe- 
mos olvidar que desde el 8 de diciembre hasta el día de hoy ha 
transcurrido casi un mes, es decir que de los 75 días, ya han 
pasado 105, Actualmente, la empresa no csiá cumpliendo el 
cien por ciento de las condiciones del contrato que firmó con la 
Dirección General de Infraestructura Aeronáutica. 


Por este motivo, pienso que al Poder Ejecutivo -representa- 
do enla persona del señor ministro de Defensa Nacional- no le 
corresponde adoptar una posición de dureza, aferrándose a una 
doctrina que tiene su contestación para defender el derecho que 
tiene una empresa privada a la que, a Su vez, simplemente se le 
cursó una nota informándole que sí no cumplía en tiempo se le 
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irían a aplicar multas. Creo que todo esto forma parte de la 
capacidad de manejo que debe tener el Poder Ejecutivo. Noso- 
tros tenemos la prioridad absoluta -y espero que también la 
tenga todo el Cuerpo- de que PLUNA debe llegar viva al mo- 
mento en que se logre la obtención de un socio para formar la 
empresa mixta. Asimismo, de acuerdo con la información que 
tenemos, no hubo tal oferta de CANDYSUR a PLUNA para 
prestarle servicios gratuitos hasta el 31 de marzo de 1994; lo 
que sí hubo fue una gestión de buena voluntad del señor minis- 
tro de Defensa Nacional con ese objetivo. En el caso de que se 
alcance dicho objetivo, tampoco se podrá conseguir que PLU- 
NA esté en las condiciones necesarias en el momento en que se 
otorgue esa licitación. Es notorio para todos que al 1” de abril 
de 1994 la situación no será más clara que ahora. 


En consecuencia, por los intereses de PLUNA -que son los 
de todos nosotros- es necesario que la Dirección General de 
Infraestructura Aeronáutica y el señor ministro de Defensa Na- 
cional, como representante del Poder Ejecutivo, adopten las 
medidas correspondientes para que dicho Ente continúe auto- 
prestándose los servicios en el Aeropuerto Internacional de Ca- 
rrasco. De esta manera, el “palo” que le habremos dado con la 
licitación, será un poco más suave. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Pido la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Señor 
presidente: pienso que, en este momento, todo el Senado se 
puede poner de acuerdo, ya que el señor miembro interpelante 
ha citado el tratado del doctor Sayagués Laso. Precisamente, 
pensaba leer algunos pasajes y tal vez esa omisión fue la que 
dio lugar a este debate. En realidad, si hubiera recordado esas 
palabras que son tan clarividentes, nos hubiéramos ahorrado 
toda esta discusión. 


En la página 63 del Tomo lI se expresa: “En los Estados 
liberales las necesidades de los individuos son satisfechas co- 
rrientemente por el esfuerzo particular, desenvolviéndose en el 
campo de la libertad de trabajo, industria y comercio. Pero en 
ciertos casos la satisfacción de dichas necesidades tiene tal 
trascendencia que se convierte en una tarea de interés general, 
requiriendo procedimientos especiales que aseguren su realiza- 
ción en todo momento, Aparece así la noción del servicio pú- 
blico como medio de satisfacer una necesidad colectiva de gran 
interés socia] mediante prestaciones dirigidas directamente a 
los integrantes de la colectividad”. Más adelante manifiesta: 
“Tomando en consideración lo expuesto, cabe definir los servi- 
cios públicos como el conjunto de actividades desarrolladas por 
entidades estatales o por su mandato expreso, para satisfacer 
necesidades colectivas impostergables mediante prestaciones 
suministradas directa e inmediatamente a los individuos bajo 
un régimen de derecho público”. 


En la página 12 del Tomo H dice: “La concesión de servi- 
cio público puede definirse como el acto de derecho público 
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por el cual la administración encarga temporalmente a una 
persona” -en este caso CANDYSUR- “la ejecución de un servi- 
cio público, trasmitiéndole ciertos poderes jurídicos y efectuán- 
dose la explotación bajo su vigilancia y contralor pero por 
cuenta y por riesgo del concesionario”. En pocas palabras, se 
trata de un servicio que la ley, por su naturaleza, le asigna al 
Estado y éste es el que lo presta a través de una persona jurídi- 
ca. De todos modos, es el que mantiene la dirección, el contra- 
lor, el que aprueba las tarifas, lo vigila y aplica las multas. En 
caso de que no cumpla, se rescinde el contrato. 


Luego, el doctor Sayagués Laso en el mencionado Tratado 
expresa lo siguiente: “El objeto de la concesión es poner la 
explotación de un servicio público a cargo de una persona 
denominada concesionario. Por lo tanto, es necesario determi- 
nar con precisión cuál es el servicio público que se concede. 
Esta prestación presenta mayor interés, sobre todo si se esti- 
pula que el concesionario tendrá exclusividad porque en tal 
caso la administración no puede otorgar nuevas concesiones 
para el mismo servicio, pero no impide a la administración 
otorgar concesiones para servicios distintos aunque impliquen 
cierta concurrencia para el pirmer concesionario. La explota- 
ción del servicio exige frecuentemente la utilización más o 
menos exclusiva de bienes públicos”. Precisamente, este es el 
caso. El Aeropuerto Internacional de Carrasco es un bien de 
dominio público. Allí nadie puede desarrollar ninguna activi- 
dad particular. Es un bien que administra el Estado y que fue 
construido por él para que lo utilicen todas las líneas del 
mundo que autorice. Además, en las leyes aeronáuticas se 
establece cuándo y en qué condiciones de seguridad, entre 
otros aspectos, puede aterrizar un avión. Pero, además, en el 
caso de CANDYSUR hay un contrato de concesión de obra 
pública, porque la empresa que ganó la licitación está obligada 
a construir dos edificios -como vimos, dicha obra ya ha comen- 
zado y se ha facturado por un monto de U$S 400.000- que 
quedan a beneficio del Estado. 


Por otro lado, debo decir que en la pista del Aeropuerto -tal 
como sucede en cualquier parte del mundo- no puede transitar 
ninguna persona; ello está absolutamente prohibido por las re- 
glas aeronáuticas internacionales, por razones de seguridad, Rei- 
tero, sin la autorización debida, nadie puede ingresar o transitar 
por la pista. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Con 
mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - Señor presidente: voy a contestar las 
afirmaciones del señor ministro con algo que dijo en su primera 
intervención. Hasta el año 1977, en el Aeropuerto Internacional 
de Carrasco los servicios terrestres eran prestados a sí mismos 
por las empresas que allí operaban. El señor ministro dice aho- 
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ra que el Acropuerto es un bien del dominio público construido 
por cl Estado, lo cual es cierto, pero eso no impide -como 
tampoco lo hizo en el pasado, hasta el año 1977- que cada 
empresa O cada medio de transporte que a él arribe pudiera 
prestarse a sí mismo los servicios terrestres, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor ministro 
de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, - Preci- 
samente, cso está referido a lo que acabo de leer. En los esta- 
dos liberales las necesidades de los individuos son satisfechas 
correctamente por el esfuerzo particular. En un principio, en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco decolaban tres o cuatro 
aviones y, por lo tanto, no existía una necesidad de tal trascen- 
dencia -como decía el doctor Sayagués Laso- que se convierta 
en una tarea de interés general, requiriendo procedimientos 
especiales que aseguren su realización en todo momento. Tan 
es así que cuando se hizo la concesión a PLUNA, en el propio 
decreto que leí anteriormente, el Poder Ejecutivo dice que es 
necesario dar uniformidad de acuerdo con las reglas de IATA, 
y también seguridad. Es evidente que veinte empresas que es- 
tán prestando servicios con distintos camiones no pueden andar 
corriendo por la pista cada vez que llega un avión. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Con 
mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA., - Señor presidente: de- 
seo complementar esta parte de la exposición del señor minis- 
tro de Defensa Nacional en base a los conocimientos que poseo 
sobre la realidad de otros países. 


Creo que en muy pocos aeropucrios cada una de las compa- 
ñías se aulopresta servicios de esta índole; en la gencralidad de 
los casos se da lo contrario. Evidentemente, ello se basa en dos 
razones: en primer lugar, en los costos operativos, en la absor- 
ción de los costos fijos y, en segundo término, en el control de 
seguridad sobre las instalaciones de los aeropuertos que se pue- 
de realizar en forma más eficiente cuando existe una sola em- 
presa y no cuando existen muchas que autopresten los servicios 
de tierra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor ministro 
de Defensa Nacional. 


SEÑOR BOUZA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Con 
mucho gusto, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir cl señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZA. - Señor presidente: tengo un gran respeto 
por el señor senador Alonso Tellechea y a él lc consta que es 
así. No obstante, debo decir que la afirmación que ha realizado 
no es verdadera. En los grandes aeropuertos del mundo no 
existe esc monopolio a que ha hecho referencia. 


Por otro lado, quiero aclarar que lo expresado por el señor 
ministro de Defensa Nacional en cuanto a que antes de 1977 
llegaban pocas líneas aéreas al Uruguay, se contrapone con la 
realidad que estamos viviendo desde algunos años. Hay mu- 
chas compañías de aeronavegación que ya no llegan a Monte- 
video o que tienen menores frecuencias que las que cubrían 
antes. Ello es consecuencia, entre otras razones, de los altos 
costos que para operar tiene nuestro Aeropuerto. El señor mi- 
nistro sabe, al igual que todo el país, que hay compañías que 
han dejado de venir al Uruguay y que quienes viajan por ellas 
deben utilizar servicios de intermediación desde acropucrtos 
brasileños o argentinos para llegar a Montevideo, 


De manera que no es correcto cl argumento de que ahora 
hay una mayor llegada de compañías; por el contrario, cada 
vez llegan menos. A mi juicio, la solución de dar libertad a fin 
de que cada empresa pueda brindarse sus propios servicios 
estaría garantizando un menor costo y, por lo tanto, permitien- 
do que, entre otras cosas, el Uruguay no vaya quedando al 
margen de las comunicaciones con el mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor minis- 
tro de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Señor 
presidente: he leído la estadística desde 1987 hasta la fecha 
según la cual las operaciones en el Aeropuerto Internacional de 
Carrasco han venido creciendo a un ritmo de 5%, de acuerdo 
con informes de la IATA. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Pido 
excusas al señor senador por no poder concedérsela en este 
momento, porque deseo terminar la lectura que estaba hacien- 
do y redondear mi pensamiento. 


Continúa diciendo Sayagués Laso: “La explotación del ser- 
vicio exige frecuentemente la utilización más o menos exclusi- 
va de bienes públicos”. Este es el caso del Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco. “Por esa circunstancia, al otorgarse la con- 
cesión se estimulan también las condiciones de esa utiliza- 
ción”. En esta licitación se ha dispuesto que mil metros cuadra- 
dos se destinen a estacionamiento, talleres, etcétera. “En tales 
casos, además de la concesión del servicio público, que es el 
acto principal, hay una concesión accesoria de uso de bienes 
públicos. También suele existir una concesión de obra pública. 
Esto ocurre cuando la ejecución del servicio requiere la cons- 
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trucción de una obra y el concesionario toma a su cargo reali- 
zarla”. Este es el caso de la presente licitación. 


A continuación se refiere al tema de la cláusula de exclusi- 
vidad. Dice Sayagués Laso: “La limitación más importante a 
los poderes de la Administración es la Jlamada cláusula de 
exclusividad, que consiste en la obligación que asume la Admi- 
nistración de no otorgar nuevas concesiones para el mismo 
servicio. De este modo el concesionario obtiene la certidumbre 
de que durante el plazo que dure la exclusividad no habrá otras 
empresas que le hagan concurrencia. La cláusula de exclusivi- 
dad no puede confundirse con el monopolio. Este es la supre- 
sión de la concurrencia cn una actividad libre para reservarla 
en una persona pública o privada, mientras que aquélla sólo 
puede surgir en los servicios públicos donde no existe libre 
concurrencia, pues para explotarlos se necesita concesión, El 
fundamento de la cláusula de exclusividad es que en los servi- 
cios públicos la competencia no siempre resulta beneficiosa y, 
por el contrario, a menudo es perjudicial. Precisamente, por esa 
ausencia de competencia y a fin de evitar abusos de los conce- 
sionarios, la Administración tiene poderes excepcionales sobre 
la organización y funcionamiento del servicio. Cuando la ley 
determina expresamente que la Administración puede pactar la 
cláusula de exclusividad no surge problema alguno; en ausen- 
cia del texto legal debe admitirse que cl órgano competente 
para otorgar la concesión puede pactar la exclusividad, pues 
simplemente se obliga a no otorgar nuevas concesiones durante 
cierto plazo, apareciendo discrecionalmente si conviene o na 
organizar el servicio mediante una sola empresa o varias en 
concurrencia”. 


Una vez más, el maestro Sayagués Laso ha brindado un 
gran servicio a la República al esclareccr cuándo se trata de un 
servicio público o de una actividad en libre concurrencia entre 
particulares. 


Por otro lado, desco contestar un argumento que se ha ma- 
nejado. El hecho de que en mi casa pueda alumbrarme a vela 
existiendo el servicio público de UTE, nada liene que ver con 
este tema porque la exclusividad que la que su Carta Orgánica 
le otorga a texto expreso cs para prestar servicios eléctricos a 
terceros. Lo que no puedo hacer es instalar una usina particular 
para prestar el servicio que actualmente brinda UTE. Otro tanto 
sucede con OSE; en mi casa puedo tener un pozo que me surta 
de agua, pero ello no significa que esté prestando un servicio 
público a terceros, porque esa actividad es competencia de 
OSE. En consecuencia, esas situaciones no son comparables, 
En este caso, tralándose de un bien de dominio público, de que 
es necesario construir edificios, es decir, realizar una obra pú- 
blica que queda a beneficio del Estado, es conveniente que lo 
haga una sola empresa. Además, esa fue la forma en que se 
hizo la licitación a la cual se presentó PLUNA. Es más; expre- 
samente aceptó en oportunidad de tramitarse la acción de am- 
paro ante el juzgado competente que no tenía derecho a servir- 
se por sí misma, que intervino en una licitación y la perdió y 
que, además, se trata de un servicio público. 


Creo que esa cs la situación en que nos encontramos, que 
también me resulta muy dolorosa, por lo que comprendo per- 
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fectamente las razones expuestas por el señor miembro interpe- 
lante. Sin embargo, debo advertir que no es este problema el 
que perjudica a PLUNA. A propósito, voy a pedir autorización 
al señor presidente para que el señor subsecretario dé lectura de 
lo que PLUNA debe a los organismos públicos que no es por 
concepto de licitación de servicios públicos a terceros. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL. - 
De la nómina, que es un poco extensa, podemos mencionar los 
organismos más importantes, entre los que distinguimos: Direc- 
ción General de Infraestructura Aeronáutica, U$S 5:209.000; 
Banco de Seguros del Estado, USS 7:800.000; Banco de Previ- 
sión Social, U$S 8:956.000; ANTEL, U$S 140.000. El total de 
la deuda asciende a U$S 20:932.000. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor ministro 
de Defensa Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL. - Señor 
presidente: creo que lo que he dicho es tan claro y terminante 
que no pueden caber dos opiniones sobre el asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Astori. 


SEÑOR ASTORL. - Señor presidente: comenzaría por alu- 
dir a este último punto sobre el cual acaba de informar el señor 
subsecretario de Defensa Nacional. Quisiera preguntar -y estoy 
dispuesto a conceder la interrupción correspondiente- ya que de 
deudas estamos hablando, si hay alguna estimación de lo que el 
Estado lc debe a PLUNA por concepto de pasajes acumulados 
durante muchos años que nunca se pagaron. 


Si no existe, entonces, información alguna de las deudas 
que el Estado tiene con PLUNA y nunca canceló, quisiera decir 
que esta versión no me resulta completa. Sé que el problema no 
hay que ubicarlo exclusivamente en esos términos, pero me 
parece mal que se aborde el problema en términos parciales. 
Incluso, con este último elemento vertido por el señor subse- 
cretario, me parece que se reedita a cada paso la discusión que 
ya mantuvimos acerca de las empresas públicas durante más de 
dos años. No quiero entrar en ella nuevamente en el día de hoy, 
pero el problema cs que dos elementos nos llevan, por lo me- 
nos, a hacer algunas reflexiones que no podemos dejar de vol- 
ver a formular aunque sea brevemente en esta sesión. Por un 
lado, debemos tener muy en claro que la situación que ha 
motivado este llamado a sala y este debate que estamos llevan- 
do adelante con el señor ministro de Defensa Nacional no es 
causa de nada, sino una consecuencia de lo que ha pasado cn 
PLUNA y de lo que sigue ocurriendo en todo el aparato del 
Estado uruguayo. ; 


Por otra parte, ha sido el propio señor ministro el que en 
más de una oportunidad ha hecho caudal -y me parece bien 
porque todos tenemos que saberlo- de las deficiencias que se 
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han detectado en los servicios prestados por PLUNA. Inclusive, 
hemos tenido oportunidad de observar algunas fotografías con- 
movedoras que han sido distribuidas. 


De modo que no podemos recibir ese argumento, que por 
supuesto está apoyado en hechos objetivos de esta situación 
ilustrada con fotografías y razones del señor ministro, y hasta 
con cifras de deudas de PLUNA con el Estado -que, reitero, 
permanecen sin contrapartida en materia de información, por- 
que el Estado también le debe a PLUNA- sin dar nuestra ver- 
sión al respecto, Nos parece fundamental hacerlo porque por 
momentos este llamado a sala se circunscribe en una discusión 
jurídica muy valiosa, con argumentos muy solventes de una y 
otra parte y podernos correr el riesgo de olvidar que este proce- 
so puede liquidar económicamente a PLUNA sin remedio. 


Hasta ahora he escuchado varios argumentos y cifras acerca 
de lo que implican los servicios de asistencia en tierra a terce- 
ros por parte de PLUNA, pero ni uno solo que diga que eso 
está mal, que no es cierto y que no arrojará consecuencias 
negativas sobre la empresa. De manera que considero admitido 
el argumento de que el tema que hoy está en discusión desde el 
punto de vista económico es la liquidación de PLUNA en tér- 
minos que sería bastante fácil de explicar. Se proyecta por 
parte del gobierno hacer ingresar a la actual PLUNA en una 
nueva compañía, conformada por nuestra empresa aérea nacio- 
nal y Otros socios, que es la solución articulada en la Ley de 
Empresas Públicas. Cuando digo que esto es la liquidación de 
PLUNA, estoy afirmando que caminamos aceleradamente ha- 
cia la realización de un pésimo negocio para el país. 


Señor presidente: creo que hoy nuevamente tenemos que 
volver -aungue sea brevemente- ya que se ha hecho caudal de 
este argumento, a identificar dos visiones o concepciones sobre 
el Estado y las empresas públicas que se han encontrado per- 
manentemente en la discusión de este tema durante más de dos 
años. Parecería que en una de esas visiones -discusión en la que 
no voy a volver a ingresar, lo aclaro por segunda vez- el dejar 
venir abajo a las empresas públicas es el camino más corto 
hacia su privatización. No digo que sea la única posición de 
quienes creen que hay que vender todas las empresas del Esta- 
do o al menos la inmensa mayoría de ellas, pero daría la impre- 
sión de que se piensa que el camino que acabu de señalar es, 
consciente y deliberadamente, el mejor para lograr la privatiza- 
ción. 


Cuando se discutió la Ley de Empresas Públicas, nosotros 
ilustrábamos esta especie de visión con una posición extrema, 
que es la expuesta en un editorial de la revista “Búsqueda”, en 
el número 29-30 de mayo-junio de 1974, que no tenía firma 
pero cuya pluma era inocultable. En aquel momento el edito- 
rialista de “Búsqueda” se sentía frustrado pues, como confesa- 
ba, se mostraba entre los que habían recibido con alborozo 
aquella pauta desestatizante del recordado cónclave de San Mi- 
guel, en tanto que en esa oportunidad -es decir cuando escribió 
el editorial- contemplaba cómo el gobierno no sólo no la ponía 
en práctica, sino que avanzaba resueltamente en el sentido in- 
verso al rumbo indicado en la pauta de marras. El editorialista 
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aclaraba textualmente: “Es que hemos visto al gobierno, en 
efecto, dirigirse a los administradores que enviaba a regir sus 
empresas encargándoles, explícita o implícitamente, que las 
recuperasen y hemos visto a los administradores lanzarse con 
patriótico entusiasmo a esa tarea de recuperación”. Y luego, el 
mismo editorialista -reitero- sin nombre pero de pluma inocul- 
table, agregaba: “Terminar con PLUNA podía ser una tangible 
posibilidad, mientras fuese el escándalo empresarial que todos 
conocemos. Una vez mejorada, como sin duda lo será, cuando 
el déficit que genere sea menor, cuando su ineficiencia sea 
menos flagrante, cuando llegue a parecerse a una línea aérea de 
verdad, ¿entonces vamos a desestatizarla?” El editorialista pe- 
día que se la dejara venir abajo porque era el camino más corto 
para vender esa empresa en ruinas, por supuesto sin preguntar- 
se en ningún momento a qué precio se vendería esa ruina y qué 
negocio haría en definitiva el país al que pertenecía el patrimo- 
nio colectivo de esta empresa aérea nacional. 


El editorialista convocaba a dejar que cayeran las institu- 
ciones del Estado, ya que su hundimiento facilitaría el pasaje 
de tales organismos al ámbito privado. Sostenía que este era el 
lugar indicado para su radicación y funcionamiento. Nótese, 
señor presidente, que el razonamiento conduce a la conclusión 
señalada. Reconoce no sólo que las empresas públicas pueden 
ser bien administradas, con el correspondiente efecto positivo 
sobre sus resultados, sino también la acción deliberada de gen- 
te que se lo propusiera con patriótico entusiasmo. Esta era la 
expresión textual del editorial. Esto conduciría seguramente al 
mejoramiento considerable de las actividades en cuestión. De 
esta manera, no es que la evidencia demuestre que las empre- 
sas públicas tendrían mejores resultados en la esfera privada. 
Se trata, en cambio, de que por encima de toda otra considera- 
ción, dichas empresas deben ser privadas, porque esa es su 
condición natural. 


Señor presidente, esta es una posición extrema, diría que 
hasta extremista; pero ilustra con una impecable e indiscutible 
claridad este camino: se deja venir abajo una empresa pública 
y después no hay otra solución que entregarla, venderla o con- 
ceder el servicio al precio que sea, seguramente de ruina, por- 
que lo que se dejó venir abajo, se coloca siempre mal. Creo 
que esta argumentación es muy clara, pero la historia real del 
país es mucho más aplastante; es la historia de las empresas 
públicas del Uruguay durante todas estas últimas décadas, sal- 
vo honrosísimas excepciones, que las hay y las mencionamos 
en su momento. 


La tónica general, reitero, ha sido dejar venir abajo la acti- 
vidad de las empresas públicas y luego acusarlas. Como dijo el 
señor ministro de Defensa Nacional -en una posición que com- 
prendo, porque este tema lo trasciende largamente, no sólo a 
él, sino incluso a este gobierno- el Poder Ejecutivo no puede 
permitir que esto sea así. El manifestó que su responsabilidad, 
comú ministro de Defensa Nacional, es el área de servicios, de 
infraestructura aeronáutica en el Aeropuerto Internacional de 
Carrasco y en otras estaciones portuarias del país. El problema 
es que este es el resultado de toda una concepción del servicio 
público. Entonces, la solución que aparece, para esa concep- 
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ción, cs hacer lo antes posible y de la peor manera para la 
empresa, lo que se supone es la única alternativa: entregarla, 
venderla, concederla o lo que sea. El precio, el resultado, la 
consecuencia económica o financiera que quede de cesa opcra- 
ción para el Estado aparece en un segundo nivel de importancia 
y, por lo gencral, es muy mala. Después de haber visto estas 
fotos, luego de haber observado cómo la falta de política de 
inversiones, de renovación tecnológica y de capacitación de 
personal durante años dejó venir abajo PLUNA, ¿qué se piensa 
obtener, corno resultado económico, de esta empresa? Pero si a 
ello sc le agrega el cerrar todas las puertas, incluso a la auto- 
prestación de servicios, ¿cuál se espera que sea el resultado del 
ingreso de PLUNA a una nueva empresa, con la que habrá de 
asociarse? Vamos a tener que pagar para entrar, señor presidcn- 
te. 


Me pregunto si este resultado es coherente, aun con la con- 
cepción privatizadora del Estado. Me ubico en la lógica de 
quienes quieren vender o conceder, achicando el Estado lo más 
posible. Trato de colocarme en esa posición y realmente no 
puedo comprender cómo no se dan cuenta de que el negocio 
será ruinoso si no se valoriza la empresa o el servicio que se 
pretende enajenar o conceder. Mc pregunto si quienes practican 
esta visión del Estado y quieren recorrer pasos en este sentido 
no razonan que es mucho más conveniente cconómicamente 
valorizar lo que se tiene para obtener mejores resultados a la 
postre. Realmente no encuentro absolutamente ninguna expli- 
cación a esto. 


Circo que aquí -y pido disculpas por las palabras fuertes, 
pero no sería sincero si no las dijera- hay una grosera e incxpli- 
cable contradicción, aun con la tesis privatizadora, porque por 
este camino a lo único que se llega es a un resultado totalmente 
ruinoso, para el Estado, la sociedad, la empresa; el sacrificio y 
la inversión que se hizo durante años luego se dejó venir abajo. 


Si se comparte este razonamiento, ante el argumento de que 
esta situación es insostenible y que, por lo tanto, debemos 
tomar este camino para revisar, revitalizar y hacer dignos los 
servicios de asistencia en tierra a terceros y para que los servi- 
cios de infraestructura aeronáutica, en una propiedad del Esta- 
do como lo es el Aeropuerto, funcionen decorosamente, me 
pregunto ¿qué se hizo antes para evitar que se llegara a la 
situación de las fotos? ¿Qué medidas se tomaron? 


Tengo en mi poder un documento que ya fue citado en sala 
por el miembro interpelante y por cl señor senador Ricaldoni, 
que es la constancia de voto del señor director Juan Carlos 
Bugallo Lago, que en su numeral segundo dice que en múlti- 
ples oportunidades planteó este tema al Poder Ejecutivo, al 
Ministerio de Defensa Naciona! y a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y sus inquicludes no fueron oídas. ¿Es cierta esta 
afirmación del señor director Bugallo? Parto de la base de que 
lo es, porque lo dice un director de la empresa y, además, no ha 
sido desmentido. ¿Qué se hizo para evitar que se llegara a la 
situación de tas fotos? Soy consciente de que todo esto tras- 
ciende a la gestión del señor ministro, pero estamos discutiendo 
un tema que evidentemente también va más allá de clla. ¿Qué 
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hizo el Poder Ejecutivo, que viendo que se venía abajo este 
servicio, al punto tal que era necesario revisar urgentemente la 
situación, no usó el artículo 197 de la Constitución, que dice: 
“Cuando el Poder Ejecutivo considere inconveniente o ilegal la 
gestión o los actos de los Directorios o directores generales, 
podrá hacerle las observaciones que crea pertinentes, así como 
disponer la suspensión de lns actos observados. 


En caso de ser desatendidas las observaciones, el Poder 
Ejecutivo podrá disponer las rectificaciones, los correctivos o 
remociones que considere del caso”, ctcétera. 


¿Cómo podemos iracr hoy fotos conmovedoras al Senado y 
no asumir la responsabilidad de que no se hizo nada para dete- 
ner esa situación? ¿Cómo se puede aceptar que se diga que 
falte o que no asista al trabajo una parte relevante del personal 
involucrado de estos servicios? ¿Qué hicieron para evitar esto? 
Este es un caso clarísimo de voluntad de dejar venir abajo a 
PLUNA, para liquidarla lo antes posible, y estas palabras, que 
seguramente escribió el doctor Ramón Díaz, de aquel editorial 
de Búsqueda de 1984 se hicieron realidad. Se contempló impá- 
vidamente cómo PLUNA se venía abajo, en medio de una mala 
gestión, y esto sucedió cn muchas otras empresas públicas. 
Ahora se dice: esto es una ruina; hay que concederlas o vender- 
las lo antes posible, y no se repara que el resultado será el peor 
posible para los intereses nacionales, Otra vez se plantea la 
vieja discusión, 


Reconozco que el tema en cuestión, el asunto específico de 
este llamado a sala es mucho más concreto que el que estoy 
planteando, pero no fui quien lo trajo a esta discusión, sino que 
lo hizo el señor ministro. Obviamente, nos quiso poner al tanto 
-y logró hacerlo- de la mala calidad de los servicios de asisten- 
cia en tierra a terceros. 


Reitero por tercera vez -y pido disculpas por ello- que eso 
es la consecuencia de una mancra de tratar a las empresas 
públicas y no su causa. 


Creo que nuevamente estamos -lo digo con el respeto de 
siempre y sin olvidar honrosas excepciones- ante el enorme 
daño que le provoca a nuestro país la ineptitud generalizada de 
las direcciones de nuestras empresas públicas. A esa ineptitud 
generalizada, que ha terminado en un despilfarro y una dilapi- 
dación de los recursos nacionales que a nuestro país no le sirve, 
se le han agregado por lo general actuaciones gubernamentales 
que no le han puesto colo. Es más, en algunos casos las han 
contemplado -como decíamos recién- impávidamente, sabedo- 
res de que todo esto, en buena medida, colaboraba a su liquida- 
ción lo antes posible, Me parece que, una vez más, hay que 
llamar la atención sobre esto, que a PLUNA le hará un daño 
enorme, diría que hasta irreparable, aunque es muy difícil ha- 
cer pronósticos definitivos en la vida. Pienso que esta herida es 
muy grave y espero que no sea mortal; lleva a PLUNA a un 
estado de ruina total que, por supuesto, se va a reflejar en los 
futuros negocios que se piensa hacer con ella, 


Recuerdo que en respuesta a un pedido de informes 
del señor representante León Lev, el entonces presiden- 
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te de PLUNA, profesor Neme -con la firma de la secretaria del 
Directorio, señora María Mallo de Mendoza- contestaba a fines 
del año 1991 que PLUNA dejaría de percibir utilidades netas, 
al suprimirse su prestación de servicios a terceros en tierra, por 
un monto de U$S 400.000 mensuales, Reitero que éste es un 
informe oficial. A ello agregaba que por nuevos costos debería 
pagar por concepto de handling de sus líneas en Uruguay la 
suma de aproximadamente U$S 1:643.800 anuales. En dicho 
informe se seguían añadiendo costos, porque al dejarse sin efecto 
convenios de reciprocidad, los U$S 455.000 anuales se conver- 
tirían en U$S 2:433.500 al año. Esta información fue actuali- 
zada a propósito de la reciente discusión -y también la men- 
cionó el señor senador interpelante- por la Gerencia General 
de PLUNA y fue suministrada a pedido de la Vicepresidencia. 
También se informó acerca de los costos aproximados anuales 
de los servicios que PLUNA requería del Uruguay en el exte- 
rior en su actual estructura de vuelos y.ellos ascienden a la 
suma de U$S 6:000.000. Por concepto de resultados aproxima- 
dos anuales que actualmente obtiene el organismo por los ser- 
vicios que presta en Carrasco, se mencionó la cifra de U$S 
7:300.000. Me parece que éste es un impacto de extraordinaria 
gravedad y, reitero, espero que no sea definitivo. 


Esta es la cuestión que debemos discutir y recordar en el 
día de hoy sin menospreciar la solvente discusión jurídica que 
se viene desarrollando. De acuerdo con mis limitados conoci- 
mientos legales, aún tengo la esperanza de que haya elementos 
de juicio -como los que señalaba el señor senador Bouza y 
detalló el señor senador Ricaldoni- para buscar una salida a 
esta situación, como puede ser la de realizar los mayores es- 
fuerzos, si es que todavía se pretende salvaguardar una parte de 
ese patrimonio colectivo que es PLUNA en beneficio del país. 
Cuando hablo de una salida, evidentemente me refiero al con- 
cepto de autoprestación de servicios que se viene manejando 
desde el comienzo de esta sesión y que ha estado presente en 
la discusión de este tema desde hace semanas. Dicha salida 
debe dirigirse a salvaguardar la licitación y adjudicación reali- 
zada y, al mismo tiempo, a darle base jurídica a algo que 
económicamente es fundamental para el Uruguay y no tanto 
para PLUNA. 


Seguimos creyendo que la mejor solución para PLUNA no 
es la que proyecta el Poder Ejecutivo. Pensamos que al ser 
línea bandera y al seguir disfrutando de aquella Quinta Liber- 
tad del Aire, consagrada en la Conferencia de Chicago de 1944 
-sobre la que tanto discutimos en el Senado cuando se debatió 
el proyecto- el mejor destino para el Ente sería aprovechar este 
capital jamás utilizado convenientemente, que es su bandera, 
al servicio de la realización de acuerdos de diversa naturaleza 
-pluralidad de enfoques- con compañías del exterior para que, a 
cambio de su bandera, pueda obtener equipos y tecnología. A 
nuestro juicio, ésta es la solución más inteligente, porque no 
reniega de las modernas técnicas en materia de aeronavega- 
ción y, a] mismo tiempo, piensa en el interés nacional. Para 
ello -según me señala el señor senador Batalla la propia Carta 
io habilita- presentamos un proyecto de ley oportunamente en 
ambas Cámaras del Parlamento. No era mi intención recordar 
dicho proyecto de ley, pero hoy digo que para lograr la solu- 
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ción a la que aludí es fundamental encontrar una salida a este 
problema. Además de las innumerables dificultades que tuvo 
PLUNA, que discutimos en detalle en su oportunidad -no es 
del caso reiterarlos ahora- pienso que es esencial salvaguardar 
al menos una parte del resultado económico, y a este respecto 
creo que debemos compatibilizar las dos cosas. Estoy seguro -y 
pido perdón por realizar un pronóstico tan firme, sobre todo 
teniendo en Cuenta que no poseo condición de jurista- de que 
debemos ser capaces de encontrar una base jurídica a los efec- 
tos de que queden a salvo los pasos ya dados -con los cuales 
discrepamos y que nadie va a discutir hoy acá- y sean compati- 
bles con el tema de la autoprestación. Pienso que ello es posi- 
ble y aprovecho esta oportunidad para decir que encuentro toda 
la razón en la última afirmación del señor senador Bouza, 
cuando dijo que la norma, en los grandes aeropuertos del mun- 
do, es ésta y no la otra. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Grande? 


SEÑOR ASTOR!L. - Sí, señor senador, para nosotros nues- 
tro aeropuerto es grande y lo es en relación a lo que significa 
para el país. Además, U$S 6:000,000 es mucho dinero para el 
Uruguay. La grandeza o pequeñez debemos juzgarla a la luz 
del interés concreto del país en que estamos viviendo, que es el 
Uruguay. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Simplemente deseo ex- 
presar que la definición de grande, mediano o pequeño obede- 
ce a los costos operativos que pueda llegar a tener la unidad de 
referencia. No escapa a la inteligencia del señor senador Astori 
ni a la mía que, si bien para nuestro país el Aeropuerto Interna- 
cional de Carrasco puede resultar grande, en relación al resto 
de los aeropuertos que operan en el mundo es pequeño. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Agradezco al señor senador Alonso 
Tellechea la referencia que hace a los costos operativos y 
aprecio su aporte, pero prefiero discutir el tema en términos 
de resultados y no de costos; lo que debemos comparar son 
los costos y los ingresos. He dicho aquí -y no ha sido desmen- 
tido, aunque si se quiere hacerlo estoy dispuesto a escucharlo, 
discutirlo y examinar la información- que a fines del año 1991 
la utilidad neta mensual de estos servicios significaba para 
PLUNA la suma de U$S 400.000, Entonces, ¿de qué costos 
operativos me están hablando? Si esta es la utilidad neta -a 
pesar de que no olvido que PLUNA le debe a varios Entes del 
Estado y recuerdo que varios de estos últimos tienen deudas 
con PLUNA- me gustaría saber cuánto le debe el Estado a 
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PLUNA, acumulado a lo que ha sido la orgía de pasajes aéreos. 
A todos nos consta que PLUNA sirvió a muchas empresas, 
tales como Ministerios, gobiernos departamentales, todo tipo 
de instituciones estatales y hasta delegaciones no estatales que 
usufructuaron -y bien que lo hicieron- a nuestra empresa aérea 
nacional, sin solventar los gastos correspondientes de pasajes. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Formulo moción en el sentido de que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Sefñior presidente: en realidad, me gus- 
taría saber cuánto se le debe a PLUNA, Seguramente, en sus 
balances debe constar csa información. Tal vez nosotros po- 
dríamos haberla conseguido para la noche de hoy pero, aunque 
tampoco la tenemos, sabemos que esa deuda es muy grande. 


Estoy finalizando mi exposición, que pretendía fuera breve 
y contribuycra humildemente a recordar que estamos, en gran 
medida, discutiendo sobre un tema que tiene mucho que ver 
con la casi desaparición de PLUNA como tal. En lo personal, 
entiendo que la buena administración siempre requiere inver- 
sión y gasto; sin invertir y sin gastar no hay buena administra- 
ción. Esto le pasó a PLUNA como a tantas otras empresas 
públicas; no hubo inversión, no hubo gasto, no hubo política de 
administración de personal ni capacitación de éste, y los resul- 
tados están a la vista. Nuevamente, afirmo que dichos resulta- 
dos son consecuencia y no causa. 


En estas circunstancias, señor presidente, invito a que todos 
-los Poderes Públicos, el Senado de la República, el Ministerio 
de Defensa Nacional, el gobierno en su conjunto y la propia 
empresa- hagamos un esfuerzo por encontrar una solución que, 
al menos, permita salvar una parte muy importante del dinero 
que está cn juego. Esto sería una buena inversión -ya que de 
eso estamos hablando- a los efectos de la futura operación que 
habrá que realizar con PLUNA y que, por otra parte, ya está 
planificada. Ojalá que estemos a tiempo -lo digo como una 
expresión de deseo- para intentar el otro camino que nos parece 
más inteligente y que está plasmado en este proyecto de ley al 
que aludimos. Personalmente, no dejaremos de intentar que ese 
sea el camino elegido pero, en definitiva, sea cual sea, lo fun- 
damental es procurar una solución que al menos permita la 
autoprestación. Por mi parte, no tengo más nada que decir en lo 
que respecta al fundamento económico de esto. Por otro lado, 
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tampoco he escuchado argumentación en contra del hecho de 
que PLUNA pueda absorber esta situación sin mengua, sin 
experimentar una conmoción muy seria. Claro está que todo el 
mundo admite que esto será así. No obstante, debemos tratar de 
realizar un esfuerzo para evitarlo. Es preciso buscar una base 
jurídica -que seguramente debe existir- para fundamentar esta 
salida que nos parece, a la luz de la situación creada, la que 
respeta en mayor medida el interés nacional que, en definitiva, 
es el de todos, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - En primer lugar, señor presidente, 
quisiera referirme al hecho de que comparto el objetivo central 
del plantco del miembro interpelante con respecto a encontrar 
un camino -creo que él mencionó la palabra “concertado”- para 
tralar de que se atienda la situación que se está viviendo en el 
momento preciso en que se ejecuta la concesión de la presta- 
ción de servicios a terceros en cl Acropuerto Internacional de 
Carrasco, así como las consecuencias que acarrearía la ejecu- 
ción total, en la línea de pensamiento del Podcr Ejecutivo, para 
la empresa. En lo personal, comparto esto, que es un objetivo 
muy bien delimitado. Sin embargo, no creo que sobre este tema 
de la prestación de los servicios a terceros, como sobre otros 
relacionados con Ja Dirección Nacional de Infraestructura Ae- 
ronáutica, tales como la concesión de obra pública del Aero- 
puerto de Laguna del Sauce o la de la Terminal de Cargas del 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, esté dicho todo lo que 
hay que decir. 


El señor ministro habló sobre todos estos temas, y lo hizo 
desde el punto de vista del Poder Ejecutivo, alabando sus deci- 
siones. Por el contrario, pienso que los fundamentos políticos 
que dicho Poder esgrime, en principio ignoran un hecho funda- 
mental de la vida del país, como es el pronunciamiento popular 
del 13 de diciembre de 1992. Evidentemente, en estas tres 
árcas que he mencionado, el Poder Ejecutivo lo ha ignorado 
total y absolutamente, marchando adelante contra viento y ma- 
rea, tratando de materializar sus puntos de vista. Á este respec- 
to, hay quien afirma que las que se están llevando a cabo son 
privatizaciones periféricas. Sin embargo, a mi juicio, no lo son. 
No creo que pueda considerarse así, por ejemplo, la concesión 
de obra pública por veinte años en el Aeropuerto de Laguna del 
Sauce. En este caso, hay decenas de millones de dólares en 
juego, así como ingresos muy importantes que más adelante 
detallaremos. Tal como ha quedado demostrado, la prestación 
de servicios a terceros es un negocio muy importante, natural- 
mente, teniendo en cuenta el país en el que vivimos y no 
puede, por ejemplo, compararse con al Aeropuerto de Nueva 
York ni con cl de Amsterdam. Estamos hablando del Aeropuer- 
to Internacional de Carrasco y de la prestación de servicios a 
terceros en ese lugar, Entiendo que esta concepción política del 
Poder Ejecutivo en el sentido de llevar adelante estas iniciati- 
vas luego del pronunciamiento popular del 13 de diciembre de 
1992, no es admisible políticamente y, naturalmente, debe lla- 
mar a la reflexión y, también, a la responsabilidad política 
porque en gran medida está ignorando dicho pronunciamiento, 
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colocándolo a un costado. Asimismo, al proceder de esta mane- 
ra, se está indicando que al no haber podido privatizar UTE o 
ANTEL, se intenta hacerlo con aquellos organismos que desde 
cl punto de vista jurídico admiten dicha privatización aun- 
que, como aquí se ha demostrado, no existe sustento legal 
para ello. Personalmente, afirmo que esto es políticamente 
inadmisible porque también los fundamentos legales fallan 
y, en algunos casos, resulta extremadamente violento utilizar- 
los. Por ejemplo, quisiera decir que, para llevar adelante la 
concesión de obra pública en el Aeropuerto de Laguna del 
Sauce, se usa como fundamento legal, un decreto de setiembre 
de 1984 -prácticamente en la agonía de la dictadura- en el cual 
se instrumenta esa concepción. Naturalmente, ese decreto-ley, 
que no fue anulado por el Parlamento luego de la recuperación 
democrática, permite, entre otras cosas -y esto se incluye en el 
pliego de condiciones de la manera en que lo voy a detallar, 
porque cuando intervinimos en la Comisión de Defensa Nacio- 
nal lo demostramos al leer dicho pliego y sus modificaciones- 
habilita a que la empresa concesionaria opere sin pagar el Im- 
puesto al Valor Agregado, cl Impuesto al Patrimonio y el Im- 
puesto a las Importaciones que realice para ingresar al país los 
bienes con los cuales prestará los servicios en cuestión. Pero 
además -y ello cstá contenido cn un documento en cl que se 
establece esa posibilidad, prácticamente admitiéndola- se la ha- 
bilitaría a poder instalar una zona franca dentro del aeropuerto, 
lo cual representa un negocio de una magnttud que nadie espe- 
raba se pudiera concretar cn una operación de esta naturalcza. 
Obsérvese que se trata de una concesión de obra pública en la 
que el concesionario no paga por los servicios que presta ni cl 
Impuesto al Valor Agregado, ni el Impuesto al Patrimonio ni el 
Impuesto a las Importaciones y, además, tiene la posibilidad «ie 
axplotac ina zoma branca. Para calificar esto me permito utilizar 
cl término de “descomunal”, refiriéndome al grado de gracia 
con que se otorga esta concesión. 


Uno de los efertantes del Aeropuerto de Laguna del Sauce 
ha admitido que el 50% de la inversión que iba a realizar sería 
financiada con recursos obtenidos de la explotación del acro- 
puerto. Otro, un poco más equilibrado, dijo que sólo el 39% de 
la inversión sería financiada de esa forma. Entonces, me parece 
que no se trata de temas menores, sino, que tienen una cnorme 
magnitud y trascendencia. 


Creo que en el plano jurídico, cuando la ley lc da a un 
organismo la función de cumplir determinado servicio, aquél, 
cl Ministerio respectivo o el Poder Ejecutivo no tienen la facul- 
tad de concederlo a terceros si no es a través de una modilica- 
ción de la ley respectiva que los autorice. Sin embargo, esto no 
se ha hecho. Por lo tanto, pienso que también desde el punto de 
vista jurídico hay muy poco sustento legal para admitir que 
esto ha sido llevado adelante con un mínimo de prolijidad. 
Póngase atención al hecho de que no me estoy refiriendo a la 
prolijidad en la materialización del negocio -porque natural- 
mente existen controles jurídicos y legales, y espero que se 
hayan cumplido todos- sino en lo que tiene que ver con el 
sustento jurídico con el que se llevó adelante la concesión, 


Con estos criterios se pueden privatizar áreas enteras del 
Estado a través del sistema de concesión. Un Poder Ejecutivo 
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con imaginación para esto -¡y vaya si el Poder Ejecutivo actual 
la tiene!- puede llevar adelante muchas iniciativas por las que 
sólo queden liberadas aquellas empresas que la Ley de Empre- 
sas Públicas expresamente impide que se privaticen. 


Por otro lado, quiero decir que a mi juicio, en los tres casos 
-Laguna del Sauce, terminal de cargas y prestación de servicios 
a terceros- no se hicieron los estudios previos necesarios para 
llevarlos adelante. En las tres oportunidades en la que pregun- 
tamos sobre este tema no se nos proporcionó información sobre 
los estudios que se habían realizado ni sobre la factibilidad de 
que el Estado pudiera hacer esto por sí mismo. No se nos dijo, 
por ejemplo, qué posibilidades había de modificar la situación 
en la terminal de cargas, para lo cual la empresa “Air France” 
había hecho un planteo destinado a mejorar el servicio y a 
ejecutarlo con su apoyo, naturalmente, en una especie de “joint 
venture”. Sin embargo, se actuó directamente por la vía de la 
concesión. 


En el caso de los servicios a lerceros, me excuso de dar 
explicaciones, porque ya han sido brindadas en abundancia en 
la tarde de hoy. 


Quisiera insistir sobre otro tema, Se dice que PLUNA no 
cumplía. Sobre esto, voy a decir algo que me parece muy 
importante. Lamento tener que manifestar -lo hago porque me 
parece exultante- que aquí está sentado alguien que fue Direc- 
tor de PLUNA hasta hace dos años, o sca, durante este gobier- 
no. Me pregunto qué hizo este gobierno entre los años 1991 y 
1993 para cambiar la situación que ahora cl señor ministro nos 
muestra con fotografías. Todos sabemos que existía déficit en 
la prestación de los servicios. Pero, ¿qué se hizo durante estos 
cuatro años? Este período representa las cuatro quintas partes 
del ejercicio del poder por parte del gobierno electo en 1989. 
Según las palabras del propio señor ministro, se materializa 
una situación que ya no se podía soportar más. Ante ello, digo 
que hubo cuairo años para modificar esa realidad. Digo más, 
existieron cinco años anteriormente, porque el tema de PLU- 
NA viene de antes. ¡Vaya si debatimos en el Parlamento csta 
situación, los correctivos y las medidas que había que adoptar. 
inmediatamente después de la recuperación democrática! 


Me parece tremendo este desdoblamiento de la función del 
Poder Ejecutivo. Resulta que los miembros del Poder Ejecutivo 
-el señor ministro y el señor subsecretario de Defensa Nacio- 
nal- leen los informes y nos dicen que se debe tanto a tal lado y 
tanto a tal otro, que se entregó una carta por parte de los que 
reciben servicios en Carrasco protestando por la situación y 
que, ante esto, la solución fue archivar el expediente, El Poder 
Ejecutivo no es sólo el Presidente de la República, sino tam- 
bién sus ministros, sus hombres y sus mujeres en las distintas 
dependencias y, por lo tanto, no admito que exista un desdo- 
blamiento y que, por un lado, esté PLUNA y, por otro, el señor 
ministro de Defensa Nacional diciendo que él corrige en su 
área. “No, señor presidente; la responsabilidad es de todo el 
gobicmo, de todo cl Poder Ejecutivo y también, ineludible- 
mente, recae sobre el ministro de Defensa Nacional. Si se tiene 
que vigilar y proteger determinada área para que se presten los 
mejores servicios, como el Aeropuerto de Carrasco, y hay una 
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empresa que no cumple, existen los resortes necesarios en el 
Poder Ejecutivo para que el presidente de la República, actuan- 
do con el ministro respectivo, realice las correcciones pertinen- 
tes. Pero no se nos debe traer una situación en la cual, como 
senador, debo decir que si al 1% de marzo los integrantes del 
Directorio de PLUNA siguen en sus puestos, tendría que plan- 
tearse en el Senado su destitución. Digo esto porque el ministro 
ha realizado una carga cerrada contra la gestión llevada a cabo 
durante estos años. ha caracterizado a sus directores como per- 
sonal incompetente e ineficiente para llevar adelante su gestión 
y les ha atribuido la responsabilidad de que PLUNA esté en 
esta situación en materia de prestación de servicios a terceros y 
no pague sus deudas. Sé que lo que estoy diciendo es muy 
grave. Reitero que no puede haber desdoblamiento del Poder 
Ejecutivo; no está por un lado PLUNA, Ente Autónomo y, por 
otro, el ministro de Defensa Nacional. El Poder Ejecutivo no 
puede actuar de dos maneras distintas y contradictorias. Existe 
un solo Poder Ejecutivo y éste es responsable de lo que suceda 
en todas sus áreas, y si a veces están interconectadas, es menes- 
ter que el ministro respectivo excite la voluntad política de la 
Presidencia de la República para que se corrijan las situaciones 
que están planteadas en forma incorrecta. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Simplemente, deseo de- 
jar constancia de que cuando haga uso de la palabra voy a 
tratar de explicar algunas de Jas interrogantes planteadas por el 
señor senador Gargano, sobre todo, las que tienen que ver con 
la gestión desarrollada. A vía de ejemplo, adelanto que se trata 
del mismo problema en la gran mayoría de las empresas del 
Estado. Es un tema de administración de recursos; cuando son 
escasos, debe elegirse dentro de las prioridades aquéllas a las 
que se les asignará mayor importancia. Dentro de esta Admi- 
nistración se ha tratado de mantener hasta el día de hoy una 
línea de acción, que es contraria al desmantelamiento de la 
empresa, como se pretende establecer. Por el contrario, se ha 
tratado de mantener a la empresa, a pesar de que esto ha reper- 
cutido en los fondos del Estado y de la ciudadanía en su con- 
junto, puesto que si una empresa del Estado es deficitaria -por 
la causa que sea- necesita recursos genuinos, que se le finan- 
cien deudas impagas o se le paguen deudas que contrajo opor- 
tunamente; y todo se reduce al mismo problema: a la asigna- 
ción de recursos escasos. Cuando hagamos uso de la palabra, 
nos explayaremos sobre estos conceptos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO., - Quería referirme a un tema que no 
es de menor importancia, como es el de la rentabilidad que da 
esta empresa. 
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Ya mencioné el caso de Laguna del Sauce. Si un inversio- 
nista afirma en su propuesta que va a financiar el 50% de la 
inversión con los recursos que extraiga de la explotación del 
servicio, ese es un dato muy importante a tener en cuenta 
acerca de la rentabilidad que puede ofrecer. Podría abundar 
sobre esto, porque hay multitud de datos al respecto como para 
poder valorar cuánto podría hacer el Estado en Laguna del 
Sauce si explotara correctamente los servicios e iniciara em- 
prendimientos que efectivamente los mejoraran. Quiere decir 
que la terminal de carga del Aeropuerto Internacional de Ca- 
rrasco le da al Estado y a Infraestructura Aeronáutica un ingre- 
so anual de U$S 1:277.896. Esta es la respuesta que nos dio el 
señor ministro de Defensa Nacional a la pregunta que formula- 
mos. Hasta 1992 entraban y salían 19.000 toneladas anuales de 
carga y, seguramente, en el futuro serán muchas más, ya que 
hay una proyección que indica que eso va a ir “in crescendo”, 
por la naturaleza de este nuevo servicio que se ha desarrollado 
en los últimos 25 ó 30 años y que cada vez tiene mayor impor- 
tancia, especialmente en los transportes a larga distancia. 


En el caso de los servicios a terceros, se nos decía que la 
inversión es de U$S 6:000.000 y que la facturación prevista es 
de U$S 7:800,000. Entonces, esto no es una cosa menor y me 
parece importante señalar algo que dicen los pliegos. 


En algunos casos, nosotros preguntamos sobre los plazos en 
estas tres operaciones. Con respecto, por ejemplo, al Aeropuer- 
to de Laguna del Sauce, el plaza de la concesión lo tenía que 
ofertar el concesionario. No era el Estado el que decía que 
debían ser 15, 20 ó 25 años, sino que lo hacía el oferente en un 
procedimiento que califiqué de inédito, y se me trajo a colación 
otro episodio de Uruguay en el que también se había dado al 
concesionario la posibilidad de establecer el plazo. 


En lo que tiene que ver con la prestación de servicios a 
terceros, en el pliego de condiciones se dice que el precio debe 
estar entre una base del 10% y un tope del 15%, Nos pregunta- 
mos cuál es la razón para que esto sea así; ¿por qué el oferente 
no puede fijar, por ejemplo, el 20%? Al respecto, el Ministerio 
de Defensa Nacional nos dice que si para ganar la licitación el 
oferente pusiera un precio mayor, eso repercutiría, en definiti- 
va, en una mala gestión al usuario. Eso no es así, porque hay 
que estudiar la rentabilidad. Si sobre los U$S 6:000.000 que se 
invierten, hay un facturación de U$S 8:000.000 -y se puede 
llegar fácilmente a U$S 9:000.000- y una rentabilidad de 35% 
o 40%, que parece ser importante, no entiendo por qué en lugar 
de ganar el 15%, el Estado no puede ganar el 20%, ¿Por qué 
ese tope? 


Naturalmente, pienso que en este plano las respuestas no 
son satisfactorias y me pregunto, señor presidente, si en esto 
hay sólo un problema ideológico. Recuerdo que cuando discu- 
timos con el actual ministro de Economía y Finanzas en Opor- 
tunidad del debate sobre la Ley de Empresas Públicas, él llegó 
a afirmar que el principio es que el Estado siempre Jo hace peor 
que los administrados. Entonces, esa es la norma ideológica, 
pero ésta después se cuantifica en dinero que no ingresa al 
Estado y sí en los sectores privados que realizan estas operacio- 
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nes. Me parece que a esta conducta y concepción, el 13 de 
diciembre de 1992, la gente le dio una respuesta categórica; el 
72% de los ciudadanos de este país dijeron que no se debía ir 
por el camino de vender el Estado, sino que había que refor- 
marlo y transformarlo, por ejemplo, no dejando caer a PLUNA 
y realizando en ella una operación de saneamiento que permi- 
tiera hacer una “joint venture” para que la empresa estatal 
pudiera desenvolverse con solvencia. Además, se debe explotar 
sus condiciones de líneas bandera y tener la posibilidad de que 
mientras se realiza esto, no se le quiten de buenas a primeras 
los servicios a terceros que le han dado el oxígeno necesario 
para no morir. De esta forma, lo que estamos haciendo es 
hundirla y matarla. 


Creo que hay un problema inmediato y es que el “mazazo” 
contra PLUNA, como se ha demostrado, apunta a terminar de 
liquidar sus posibilidades. No voy a reiterar las cifras, pero esto 
hay que detenerlo. Pienso que es posible hacerlo; que existe la 
posibilidad de que efectivamente se llegue a la conclusión de 
que la interpretación que hasta ahora ha hecho el Poder Ejecu- 
tivo no es la correcta y que la empresa estatal uruguaya puede 
autoprestarse los servicios en tierra. Esto permitiría, de alguna 
forma, iniciar un proceso de recuperación que nos demuestre 
que lo que está establecido en la ley y no fue derogado, se 
puede ejecutar en las mejores condiciones. 


Remarco, señor presidente, que el Poder Ejecutivo en estos 
cuatro años no hizo nada bien en relación a la gestión de 
PLUNA y hay una responsabilidad directa y total de quienes lo 
integraron, lo integran en este momento y de las personas que 
se desempeñaron a nivel de la dirección de este Ente Autóno- 
mo. Inclusive, su gestión fue duramente analizada por el propio 
señor ministro de Defensa Nacional. 


Por último, señor presidente, debo decir que a nuestro juicio 
el tema no debe terminar aquí; las decisiones sobre la privatiza- 
ción del Acropuerto de Laguna del Sauce, de la terminal de 
carga de Carrasco y de la prestación de servicios a terceros, 
deben ser considerados ya que son negocios muy importantes y 
las decisiones políticas que adoptó el soberano están siendo 
formal y sustancialmente desconocidas por el Poder Ejecutivo. 
A eso se le llama responsabilidad política y, naturalmente, en 
su oportunidad, deberemos hacerla jugar. 


SEÑOR JUDE. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR JUDE. - Señor presidente: a esta altura, el debate 
está culminando exitosamente, porque exitosa ha sido tanto la 
interpelación del joven señor senador Bouzas, como la brillante 
disertación de un gran secretario de Estado a quien conocemos 
desde hace muchos años cuando por primera vez integramos la 
Cámara de Representantes y él era ministro de Hacienda del 
Partido Nacional. Además, sentimos un gran respeto por su 
talento, por su calidad de político y por haber luchado en las 
lides civilistas y en defensa de la cultura y de la enseñanza 
uruguaya. 
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En lo personal, queremos reivindicar nuestra ayuda a un 
director de PLUNA, a un amigo personal que es Juan Carlos 
Bugallo. 


Nosotros votamos en contra cesta interpelación porque en- 
tendíamos que no podía ser cuestionada una licitación cuando 
la propia PLUNA había intervenido con resultados no muy 
favorables -donde salió cuarta- y el propio señor ministro de- 
mostró claramente que se actuó de acuerdo con un consenso 
gencral de las distintas empresas y de los distintos organismos 
que tienen que ver con el tema propio de su competencia, es 
decir, la Infraestructura Aeronáutica. 


Decíamos con el director Bugallo que PLUNA vive una 
situación difícil; el tema principal es la dificultad económica, 
su descapitalización, asunto que no hemos discutido esta no- 
che. Como oriental, sentimos orgullo por las Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea y quisiéramos saber qué se 
puede hacer para dar vida y defender al organismo, a sus fun- 
cionarios, a la gente de a bordo y a todos los que lo integran. 


No sé si sería conveniente -lo hablábamos con algunos se- 
fores senadores- terminar esta conversación en la que hemos 
escuchado con atención y respeto al señor ministro de Defensa 
Nacional -que ha sido muy clocuente- con una exhortación del 
Senado, alincándonos en cl esfuerzo que podría hacer el Poder 
Ejecutivo para ayudar a este Ente Autónomo, que es PLUNA, 


La orfandad, como decía el señor director Bugallo, en que 
se encuentra el Directorio que integra, de alguna manera debe 
llevar a un pronunciamiento de ayuda; sería muy bueno que, 
como resultado de este cambio de ideas, surja un desco que 
haga suyo el Senado, a fin de prestar la asistencia necesaria al 
organismo para un porvenir mejor y venturoso. 


Es cuanto quería señalar. 
SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Quiero referirme, primeramente, a 
uno de los temas que quizás se ha discutido con mayor intensi- 
dad desde el principio de esta sesión y que es cl relativo a la 
legalidad de todo el procedimiento. Evidentemente, hay una 
seric de aspectos confusos, desprolijos y complicados; a mi 
juicio, todo el proceso ha sido así. 


Podemos destacar como algo muy importante la Ley Orgá- 
nica de la Fuerza Aérea, que pone a cargo de la Dirección 
General de Infraestructura Aeronáutica los servicios terrestres, 
La solución pudo haber sido considerada buena o mala pero, 
obviamente, la ley encomendó a dicha Dirección el cumpli- 
miento de ese cometido. Ese es un hecho básico. Sin embargo, 
existe un elemento que para nosotros está en la nebulosa, por- 
que esc cometido pasa a ser desempeñado por PLUNA. 
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Por lo que tenemos entendido, esto se produjo por obra de 
un decreto que, obviamente, es ilegal, dado que un decreto no 
puede transferir cometidos de un organismo a otro. A modo de 
ejemplo diré que los servicios portuarios, que corresponden a la 
Administración Nacional de Puertos, no pueden ser transferidos 
por decreto a la Universidad de la República. Sin embargo ello 
ocurrió, lo que supone una cierta irregularidad y complejidad 
en el tema. Naturalmente, ello no es responsabilidad -ni remo- 
tamente- de este gobierno, y mucho menos del señor ministro. 


Existen otros tres elementos que nos parecen muy claros. El 
Ministerio de Defensa Nacional llamó a licitación para transte- 
rir al sector privado los mencionados servicios. Desde el punto 
de vista de la atribución que la Ley Orgánica de la Fuerza 
Aérea da a la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica 
para cumplir dichos cometidos, creo que corresponde que sea 
el Ministerio de Defensa Nacional el encargado de llevar ade- 
lante dicha licitación. Ello nada tiene que ver, como se dijo 
aquí, con la Ley de Empresas Públicas, porque su sanción fue 
posterior a dicho llamado, que fue realizado, repito, de acuerdo 
con el texto vigente, o sea, la Ley Orgánica de la Fuerza Aérea, 


Sin perjuicio de ello, debemos decir con carácter general y 
aplicable a este caso concreto -es importante que lo hagamos 
hoy- que, a nuestro juicio, cualquier autoridad administrativa 
que tenga a su cargo el cumplimiento de ciertos cometidas no 
puede, por sí misma, llamar a licitación para que los servicios 
sean ejecutados por particulares y, menos aún, dejar de cumplir 
con los cometidos atribuidos. Este aspecto fue discutido inten- 
samente en el período pasado, cuando el gobierno que presidía 
el doctor Sanguinetti resolvió, por vía administrativa -a través 
de un decreto- que AFE no cumpliera más el cometido de 
prestar el servicio de transporte de pasajeros por ferrocarril. 
Obviamente, AFE tenía y tiene la obligación jurídica de cum- 
plir con dicho cometido y de hacerlo por sí mismo, sin poder 
renunciar a ello. 


Tampoco nos parece ajustado a derecho -y pienso que es 
una peligrosa tendencia que está incursionando en el país- que 
cuando una autoridad administrativa tiene un cometido a su 
cargo, pueda llamar a licitación para que el mismo sea ejecuta- 
do por un particular, Pienso que para ello es preciso contar con 
una ley que faculte a la administración pública a ser ejercida 
por terceros. Ello fue legalmente discutido, no sólo con motivo 
de tratarse la Ley de Empresas Públicas en 1991, sino también 
al estudiarse varios proyectos de ley de reforma del Estado, 
generados a partir del plebiscito del 13 de diciembre de 1992. 


Reconozco que jurídicamente puede haber otras opiniones, 
y de hecho las hay. Por ejemplo, en la Constitución existe una 
disposición que exige al ejecutivo departamental, en caso de 
querer conferir la ejecución de servicios públicos a un particu- 
lar, una autorización expresa de la Junta. Sin embargo, no 
existe la misma norma para el gobierno nacional y, entonces, 
caben dos interpretaciones. La primera -y así se ha hecho en la 
doctrina- es que, a “contrario sensu” de la que rige para los 
gobiernos departamentales, no es preciso que la ley lo autorice, 
porque cuando el constituyente creyó que era necesario un acto 
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autorizante, así lo dijo expresamente. Personalmente, me incli- 
no por la tesis contraria: la solución dada para los gobiernos 
departamentales, con más razón debe aplicarse al gobierno na- 
cional, porque -sin querer hacer de eso una cuestión de jerar- 
quía- es indudable que los más servicios públicos a cargo de las 
autoridades nacionales tienen mayor repercusión y afectan de 
un modo más vital el interés nacional que los que están bajo 
jurisdicción de los gobiernos departamentales. Si a los gobier- 
nos departamentales se les exige un acto habilitante por parte 
del órgano legislativo, con más razón debemos hacer lo propio 
a nivel parlamentario, 


Sostengo, señor presidente -y quiero dejar clara constancia 
de ello, porque es un tema que ha sido discutido en reiteradas 
ocasiones y sobre el que se sigue hablando en el país- que 
cuando la ley determina un cometido, el organismo tiene la 
obligación de cumplirlo y no puede renunciar, porque ello su- 
pone el deber jurídico de llevarlo adelante. Asimismo, afirmo 
que en caso de que se quiera utilizar la figura de la concesión a 
un particular, es necesaria una ley que habilite a dar ese paso. 


Dicho esto, señor presidente, desde el punto de vista de la 
legalidad, pienso que falta un último capítulo relativo a la Ley 
de Empresas Públicas. No creo que haya que mencionar el 
artículo 1? de dicha ley, porque fue derogado o anulado por el 
plebiscito del 13 de diciembre y, cualquiera sea la posición que 
se sostenga -hay quienes creen que un plebiscito no es una 
anulación sino, simplemente, una derogación, por lo que duran- 
te un lapso la disposición estuvo vigente- no incidió en la 
solución de este tema porque, reitero, la licitación que había 
ordenado el Poder Ejecutivo es anterior a la sanción de la Ley 
de Empresas Públicas. Por lo tanto, el artículo 1? de la Ley de 
Empresas Públicas no rige. Sin embargo está vigente el capítu- 
lo de dicha ley relativo a PLUNA, que le brinda al Ente el 
cometido que la Ley Orgánica de la Fuerza Aérea le daba a la 
Dirección General de Infraestructura Aeronáutica. Actualmen- 
te, el cometido de prestar servicios terrestres es, por ley, de 
PLUNA, aunque bien puede sostenerse que cuando esta ley 
entra en vigencia -en el mes de diciembre de 1991- ya estaba 
en marcha el proceso de licitación, y como ésta no es retroacti- 
va, la licitación comienza a ejecutarse bajo la vigencia de la 
Ley Orgánica de la Fuerza Aérea. 


De todos modos, entiendo que este tema es jurídicamente 
complejo, que se confunden los términos y que debemos tener 
mucho cuidado en el tratamiento del mismo. Digo esto en 
cuanto a la legalidad, ya que entiendo que el mayor defecto 
que podría señalarse en estos términos al procedimiento no se 
basa en el hecho de que el Ministerio de Defensa Nacional no 
tuviera competencia en este asunto, ya que éste era el organis- 
mo competente porque así lo disponía la Ley Orgánica de la 
Fuerza Aérea cuando el mismo se puso en marcha. En este 
sentido, creo que las argumentaciones del titular de la Cartera 
son importantes. Asimismo, son ciertas en el sentido de que se 
trata de un servicio público por su naturaleza y porque lo esta- 
blece la ley. Creemos que para que una autoridad deje de 
cumplir un servicio público a su cargo, requiere una ley que lo 
habilite; mientras tanto, debe hacerlo por sí mismo, 


356 -C.S. 


En cuanio a la oportunidad de la medida, debo decir que, en 
mi Opinión, a PLUNA se le hace un gran daño económico, 
porque se le quita un recurso y ello nos preocupa. 


También nos inquieta todo el proceso de deterioro que ha 
sufrido el Ente y que nosotros hemos vivido en este período 
legislativo, en el que se lo considera como una empresa des- 
ahuciada, sin posibilidades de recuperación. Quiero agregar que 
la misma sensación tuvimos en el período de gobierno anterior, 
ya que en cl Senado tuvimos información de que PLUNA ni 
siquiera tenía balance; es más, cuando terminó la dictadura no 
disponía de un contador que pudiera hacerlo y desde hacía años 
no se presentaba ningún balance al Tribunal de Cuentas. Es 
decir que existía un desorden total; representaba la caricatura 
de lo que no debe ser una empresa pública. Elfo es responsabi- 
lidad de quienes la han dirigido y, más aún, de quienes han 
gobernado, que no deben dejar caer una empresa del Estado al 
nivel del desorden que tuvo PLUNA y que, según parece, toda- 
vía tienc. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - En las palabras que estamos oyendo 
del señor senador Zumarán puede estar el recuerdo de un deba- 
to que iniciamos en la legislatura anterior en el Senado, recla- 
mando del gobierno nacional comprensión para la situación de 
PLUNA y el sancamiento de la misma. 


Quien habla puso de manifiesto la no existencia de los 
balances y, más aún, la ausencia de Actas en el Directorio y la 
protesta formal del director Luis Alberto Menéndez. sobre la 
situación creada en el Ente. Cabe agregar que la crisis de 
PLUNA se veía venir mucho antes de esta interpelación, de la 
Ley de Empresas Públicas y de la asunción del poder por parte 
de este gobierno. De manera que no me sorprende que hoy se 
expresen en sala los juicios que han surgido sobre la situación 
de este organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Creo que ha sido muy oportuna la 
intervención del señor senador Pereyra, porque me refería al 
episodio que él señala y que lo ubica como protagonista. En- 
tiendo que ambos nos hemos expresado cn los mismos térmi- 
nos en el sentido de que, por lo menos hasta promediar el 
período de gobierno pasado, PLUNA no tenía balances y tam- 
poco un contador que los cerrara, lo que constituye un requisito 
mínimo elemental para poder considerar a una empresa como 
ta]. Inclusive, el señor senador Pereyra agregó -personalmente 
no lo recordaba- que ni siquicra había Actas de las sesiones del 
Directorio. Es decir que existía un caos total a nivel dirigente y 
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directriz. Esa fue la situación heredada de la dictadura en el 
orden formal y da la idea de que una empresa así no puede 
funcionar. Diría que una empresa sin balance supone el con- 
cepto más contrario y contradictorio. Es más, si no tiene un 
contador que pueda hacerlo, no podría considerarse como tal. 
No deseo referirme a las cuestiones de fondo que también se 
analizaron en el período pasado, como por ejemplo las pésimas 
operaciones de compra, venta y arrendamiento de aviones que 
se efectuaron durante el gobierno militar, que generaron el 
principio de la crisis económica y financiera del Ente, 


Entonces, señor presidente, lo increíble es que PLUNA haya 
resistido todos estos hechos y que todavía hoy, 4 de enero de 
1994, esté funcionando y realizando operaciones, luego de todo 
lo que ha pasado. Creo que ello marca también la absoluta 
incapacidad de todos los uruguayos, del sistema político y de 
quienes han ejercido el gobierno o hemos estado en la oposi- 
ción, para poner remedio a esta situación. Sé perfectamente 
que Uruguay nunca va a tencr una empresa de aeronavegación 
entre las primeras del mundo; cello no tendría objeto, pues no 
tenemos capacidad económica. Sin embargo, deberíamos con- 
tar en este rubro con una empresa pequeña, pero presentable y 
decorosa. Lo cierto es que luego de nueve años de recuperada 
la democracia, lapso en el que se han sucedido dos gobiernos, 
no hemos logrado alcanzar tal propósito. Las fotos que hoy 
trajo el señor ministro de Defensa Nacional me han producido 
un desgarramiento espiritual muy particular. Doy por desconta- 
do que los uruguayos no tengamos la principal empresa aérea 
del mundo, ni una muy importante; también acepto que tenga- 
mos la más pequeña en la región. Sin embargo, que no poda- 
mos dejar de exhibir en plena pista del Aeropuerto Internacio- 
nal de Carrasco chatarra o hierro viejo con apariencia de ins- 
trumentos de trabajo, me parece que es un signo elocuente de 
una crisis o -aunque la palabra sea muy dura- una decadencia 
nacional. 


Parecería que nuestro país no tiene capacidad de reaccionar 
y poner fin a este tipo de cosas. Tal como se ha dicho, cel 
primer lugar que los turistas o visitantes ven es la puerta de 
entrada del Aeropuerto y eso se constituye en la imagen que se 
forman de nuestro Uruguay. Allí se ven una cantidad de vehí- 
culos viejos y arrumbados, tal como pudimos apreciar en las 
fotos que me recuerdan imágenes que he visto personalmente 
en plena pista del Aeropuerto Internacional de Carrasco. Creo 
que se trata de una acusación muy grande acerca del mal fun- 
cionamiento del Estado uruguayo, que revela la necesidad im- 
periosa de una reforma estatal. Pienso que la misma debe co- 
menzar por la designación de los jerarcas de los servicios me- 
diante otros criterios. Quizás estos temas deberíamos haberlos 
solucionado hace 8 6 9 años, o el año pasado, pero seguimos 
con los mismos vicios y defectos, sin capacidad alguna de 
reacción. Eso, a mi juicio, es desesperante. 


Ante esta situación, ¿qué podemos hacer? A lo mejor po- 
dríamos poner un “parche” y conseguir que la empresa que 
ganó la adjudicación tolere que PLUNA preste el autoservicio, 
tal como lo han propuesto algunos señores senadores. No quic- 
ro entorpecer esa medida y ojalá obtenga buenos resultados, 
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pero crco que esto sería muy difícil. Se ha ganado una licita- 
ción bajo determinados términos y si cstos no se cumplen, se 
impugnará la decisión y le harán al Estado un juicio por res- 
ponsabilidad. De esta forma, tendremos a PLUNA fundida y, 
además, una impugnación que hará el concesionario, con lo 
cual tendremos que soportar dos males, Pienso que debemos 
tener cuidado, puesto que al buscar soluciones, cada día des- 
cendemos en nuestro nivel. Sería positivo obtener una buena 
dirección en PLUNA, a los efectos de contar con una empresa 
moderna, con procedimientos eficientes, con nuevas políticas 
de personal, sin conflictividad, con entendimientos y acuerdos. 
Para todo ello debe haber un espíritu de colaboración. 


Rettcro que no vamos hacer de PLUNA la principal empre- 
sa de aeronavegación de América Latina, pero quizás podamos 
construir una organización que no nos haga pasar por la ver- 
glienza de mostrar estas fotos y de oír los comentarios que se 
han vertido en el día de hoy. 


Creo que con políticas de Estado como las que se han 
llevado a cabo hasta el momento, cada vez la solución a los 
problemas de PLUNA va a estar más lejos y las medidas que se 
puedan tomar serán más reducidas, porque detrás de esta em- 
presa vendrán otras que pertenezcan al Estado. Reitero que cl 
país necesita reaccionar y ello pasa por una reforma del Estado 
en los procedimientos y en las actitudes. 


Sin duda, muchos sectores políticos ven esta situación, y cn 
lugar de encarar la tarea de reformar a fondo el Estado, piensan 
en privatizar, vender o transferir a sectores privados la presta- 
ción de los servicios. Evidentemente, esta medida trac apareja- 
da una enorme cantidad de problemas y dificultades, tal como 
las que se han puesto de manifiesto en la sesión de hoy. Es 
obvio que la concesión dada a este particular podrá mejorar cl 
servicio, pero es indudable que le ocasiona un daño económico 
a la empresa PLUNA y, como decía el señor senador Astori 
con palabras muy elocuentes, ojalá podamos pensar que no se 
trata de un golpe mortal, aunque creemos que está muy cerca 
de serlo, 


Por estas razones, señor presidente, quería dejar sentada mi 
posición en cuanto a la legalidad, pues considero que la ley 
vigente en esta materia, cuando se inició el procedimiento de 
licitación, era la Ley Orgánica de la Fuerza Aérea y quizás lo 
que faltó fue una disposición que habilitara el llamado a Jicita- 
ción, es decir, a la transferencia de un servicio para ser cum- 
plido por un particular. La Ley de Empresas Públicas fue 
posterior y no oponible a este procedimiento; tampoco el artí- 
culo 1% -que luego fue derogado por el Referéndum- ni el 
capítulo de PLUNA, cuya vigencia es posterior al andamiento 
de esta situación. Todo esto demuestra la desprolijidad con la 
que se trató el tema de la Ley de Empresas Públicas, ya que 
estaba vigente una norma que expresaba lo contrario mientras 
PLUNA era la que tenía a su cargo esta gestión. 


Creo que tenemos que insistir, señor presidente, en la con- 
veniencia de este tipo de operaciones, porque sí no hacemos 
nada para que el Estado cumpla en mejor forma su cometido, 
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nos enfrentamos a la realidad y la única solución que pensamos 
es la de privatizar, terminaremos vendiendo la seguridad, la 
policía, los bomberos, la salud pública, etcétera. Esto, sin duda, 
no tiene sentido porque conduce a la disolución del Estado. Lo 
que debemos hacer de una vez por todas es reformar a fondo el 
funcionamiento de la Nación y, sobre todo, ahondar en lo rela- 
tivo a sus servicios esenciales y sociales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Alonso Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: seré 
lo más breve y claro posible para referirme a dos áreas de un 
mismo tema. Para el tratamiento de una de ellas me sentiría 
inclinado a hablar horas, porque se trata de la empresa de 
aeronavegación estatal, a la que accedí como director al ini- 
ciarse esta Administración, entre otras cosas porque se lo soli- 
cité a mi sector político. Es decir que no fue un destino al que 
acudí por una imposición sino que, justamente, lo preferí, pen- 
sando desde un principio que lo hacía para trabajar cn favor de 
la empresa. 


A mi juicio, la empresa PLUNA representa para la gran 
mayoría de los uruguayos una parte de nuestra nacionalidad, 
Para quienes recurrimos a ella como transportadora en nuestros 
viajes de trabajo o de placer -en aquellas ocasiones en las que 
es mejor que nos atiendan nuestros coterráneos, con aquel sen- 
tido de propiedad que la inmensa mayoría de los uruguayos 
tenemos con respecto a nuestras cosas- ese sentimiento fue uno 
de los clementos que pesó más profundamente al elegir esc 
destino. Me desempeñé en PLUNA durante un período que no 
licgó a un año y, a pesar del corto lapso en el que cumplí 
funciones, creo haber sido merecedor de la consideración de 
los funcionarios, como ellos lo son de la mía. 


En una primera intervención en la Administración Pública 
-hasta el momento me había desempeñado sólo en cl ámbito 
privado, en el ejercicio de mi profesión independiente- apliqué 
procedimientos de intercambio con mis interlocutores que qui- 
zás no fueran los más usuales o, por lo menos, a los que esta- 
ban más acostumbrados. 


Desde un primer momento, quien habla se definió como 
alguicn que se incorporaba a los planos directivos de la empre- 
sa justamente para llevar a cabo una transformación o, dicho de 
otras palabras -que hoy ya no son consideradas como tan ma- 
las- proceder a la privatización de PLUNA. En la primavera 
del año 1990, esto podía sonar muy duro; sin embargo, creo 
que la virtud de haber clegido las palabras justas para definir 
nuestra tendencia, fuc precisamente lo que habilitó que en 
cierta manera fuéramos creíbles. En ese sentido, trabajamos 
tal como ha sido el lineamiento del Poder Ejecutivo durante 
toda esta Administración, es decir, buscando dotar a la empre- 
sa nacional de una forma jurídica que le permita competir 
con las demás empresas de la región, puesto que es con ellas 
con quienes se libra la batalla comercial. Para ello es necesa- 
rio -esto ya es moneda corriente y creo que fue admitido prácti- 
camente por todos los sectores- que capitales privados se incot- 
poren a la empresa. 
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Ese objetivo es el resultado de reconocer que la situación de 
la empresa distaba mucho de ser la ideal y no era la que los 
funcionarios, el gobierno y los usuarios querían que fuese, aun 
más, tampoco era la que deseaba la gente que ni siquiera utiliza 
la empresa y no forma parte de su dirección. Los ciudadanos 
uruguayos, a través de sus impuestos, quizás muy indirecta- 
mente, contribuyen para que PLUNA pueda seguir operando. 
Creo que todos estamos conformes con que se haya podido 
desarrollar de esa manera. 


La dificultad que tiene la empresa para sobrevivir ha sido 
subsanada una y otra vez por el Estado, ya sea por medio de la 
postergación de las cobranzas de las obligaciones tributarias, de 
las tasas que se recaudan, de los pagos de las primas del Banco 
de Seguros «a de los aportes al Banco de Previsión Social. A 
propósito de ello, debo indicar que me asombró cuando se dio 
lectura a la cifra que, aproximadamente, es de U$S 20:000.000. 
Este es un auxilio que la ciudadanía, a través de la decisión del 
gobierno, le ha prestado a la empresa. Además, ha habido una 
infinidad de circunstancias en las cuales también se ha auxilia- 
do. Diría que una vez cada seis meses, por lo menos, de las 
arcas del Banco Central salen los fondos necesarios para pagar 
la deuda que oportunamente se contrajo para la compra de las 
tres aeronaves 737 que aún hoy siguen prestando servicios efi- 
cientemente. Si no me equivoco esa cifra debe ser, por lo 
menos, de U$S 30:000.000. 


Es verdad que, probablemente, el valor en activos tangibles 
de la empresa puede Jlegar a ser negativo. Sin embargo, siem- 
pre existe la duda sobre si hay un valor llave, es decir, lo que 
pueden costar las líneas que tiene adjudicada la empresa. Un 
elemento que muy pocas veces se maneja es la cartera de 
clientes que PLUNA ha tenido a lo largo de décadas. 


En ese sentida, deseo dejar claramente establecido que esta 
Administración -tal como lo hicieron otras- ha tenido que adoptar 
decisiones en cuanto a la forma de administrar sus recursos. 
Tenemos que saber, con responsabilidad política, que un recur- 
so asignado en un área no es asignable en otra cuando se cuenta 
con recursos limitados. En buen romance esto significa que, 
quizás, el haber afectado de capitales a PLUNA para que pu- 
diera comprar los equipos de asistencia en tierra en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, no permitió que se construye- 
ran liceos en zonas rurales, se equiparan hospitales o se paga- 
ran mejores salarios a maestros. Este difícil arte de asignar 
recursos con justicia y con sentido nacional, en mayor o menor 
medida, debe estar siempre presente en el momento de evaluar 
la gestión de una empresa o de un Poder Ejecutivo, 


Tomando en cuenta que la empresa de bandera nacional 
no cuenta con una capacidad de generación de utilidades que 
le permita acumular reservas para incorporar nuevos capitales 
-que son imprescindibles para competir en igualdad de condi- 
ciones con otras líneas que sirven en la región- y sabiendo que 
existe una dificultad para poder compensar adecuadamente a 
los funcionarios -y que, normalmente, se los ve desfilar apren- 
diendo primero en PLUNA para luego trabajar en cualquier 
otra de las compañías que le van a pagar el doble o el triple, 
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puesto que ya están capacitados- pienso que si no se ataca a 
fondo la reconversión de la compañía este problema va a ser 
muy difícil de sortear. Podremos pensar en comprar nuevos 
equipos, en reacondicionar los que aún tengan vida útil para 
poder seguir operando y en hacer más dinámica la gestión 
pero, si el elemento humano que hoy fue mencionado -si no me 
equivoco, por el señor senador Ricaldoni- no está suficiente- 
mente contento con el desempeño de su labor como para tener 
un horizonte que le permita trabajar con optimismo, va a ser 
muy difícil que esta empresa o cualquier otra pueda funcionar 
óptimamente. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor presidente: simplemente, de- 
seo indicar que las palabras que pronuncié no me pertenecen; 
en realidad, estas afirmaciones han sido sostenidas por econo- 
mistas de países altamente desarrollados. Pero no hay que con- 
fundir las causas con los efectos. 


Cuando el señor senador Alonso Tellechea se refirió al 
estado de ánimo de determinado personal de una empresa pú- 
blica o privada, que siente que su futuro cercano es malo y 
perjudica a la empresa, en realidad, se está presentando el tema 
como si ello fuera la causa de los problemas de la compañía. 
Esto a veces sucede, pero cuando me referí a este asunto, hace 
un par de horas, señalé que podía darse el caso exactamente 
inverso, es decir, que sea el efecto de una situación en la que, 
por causas que no vamos a discutir nuevamente ahora, el per- 
sonal ve que la empresa de a poco se va quedando por el 
camino. Parece que coincidimos en que, a veces, se da ese 
estado de ánimo en un trabajador. Pienso que, en algunos ca- 
sos, ello es a consecuencia de determinadas circunstancias pese 
a que el señor senador Alonso, en esta oportunidad, la presente 
equivocadamente como una de las posibles causas de lo que 
está ocurriendo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Alonso Tellechea. 


SEÑOR BATALLA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Señor presidente: en forma coadyu- 
vante con lo que señala el señor senador Ricaldoni pero, tal vez 
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con fundamento distinto, deseo indicar que en varias oportuni- 
dades he hablado con el personal de PLUNA a raíz de diferen- 
tes problemas. Siempre he notado en todos ellos -ya sea pilo- 
tos, personal de cabina o de tierra- un profundo deseo de que la 
empresa salicra adelante. 


Pienso que, en este caso, y en el transcurso de esta discu- 
sión, en alguna oportunidad se deslizaron críticas al personal. 
Creo que no sería justo descargar sobre éste problemas que 
pueden ser del organismo. Mantenemos con el gobierno una 
discrepancia sustancial en el tema de la reforma del Estado. 
Todos partimos de la base de que éste debe ser reformado. El 
gobierno entiende que es un problema de propiedad y nosotros 
estimamos que €s de gestión. 


El artículo 5* de la Ley Orgánica de PLUNA, sancionada en 
cl año 1951, dice que el Ente será dirigido y administrado por 
un Directorio compuesto por un presidente y cuatro vocales 
con especiales conocimientos y capacidad para el cargo, desig- 
nados por el Poder Ejecutivo en la forma establecida en el 
artículo 180 de la Constitución de la República. ¿Cuántas ve- 
ces, en estos años que van desde 1951 a la fecha, ha llegado al 
Directorio gente que, más allá de su buena voluntad e inten- 
ción, posca especiales conocimientos para el cargo? 


En lo personal, quería hacer esta reflexión, porque repito 
que he hablado con funcionarios de PLUNA que me han deja- 
do la mejor impresión y que me han parecido enormemente 
preocupados, no sólo por su destino personal -respecto al cual, 
naturalmente, tendrían todo el derecho de preocuparse- sino 
también por el del organismo. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Alonso Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Ante todo, agradezco 
las dos intervenciones, porque creo que contribuyen a la idea 
que tengo la intención de transmitir. 


Sin duda que es imprescindible e impostergable la recon- 
versión de esta empresa, puesto que uno de los elementos que 
juegan en su contra es la falta de motivación, y no digo de 
apego de los funcionarios a la empresa, porque no existe. Aquí 
hay que tener en cuenta que se trata de un personal que está 
percibiendo retribuciones muy por debajo de lo que el mercado 
laboral le podría llegar a ofrecer en condiciones similares. 


El ejemplo más gráfico de esta situación es que muchos de 
estos funcionarios se forman a lo largo de los años para luego 
pasar a desempeñarse en empresas privadas o en compañías 
extranjeras que operan en plaza. Esto es moneda corriente, y 
creo que atenta contra la posibilidad de que la empresa alcance 
un nivel de eficacia, ya no de eficiencia, al que todos debería- 
mos aspirar. 
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También quisiera referirme a la incidencia que para la em- 
presa tiene el hecho de que se haya licitado los servicios de 
tierra del Aeropuerto Internacional de Carrasco. 


Crco que en algunos casos puede significar una cifra rele- 
vante si la analizamos desde el punto de vista de los departa- 
mentos que integran la empresa; pero me parece que no pode- 
mos perder de vista -y recurro a la memoria- que PLUNA 
factura alrededor de U$S 50:000.000 anuales. Quiere decir que 
estaríamos hablando de una facturación que no llega al 7% u 
8% del total manejado por el Ente. Si bien para cualquier 
empresa del Estado puede llegar a ser significativo un monto 
de aproximadamente U$S 4:000.000, hay que tener en cuenta 
que no nos estamos refiriendo a la mayoría de los ingresos de 
PLUNA. Es por ello que no sé si puede ser determinante para 
su vida el hecho de que recaude o no por los servicios que 
brinda a terceros. Un elemento que no podemos dejar de lado 
en este análisis es, justamente, que el ingreso referido a servi- 
cios a terceros ho es lo más importante; lo es más que se 
recaude específicamente por la prestación de servicios que la 
empresa tiene asignados, que es el transporte de pasajeros y de 
carga. 


Otra línea de pensamiento que me lleva a la misma conclu- 
sión es que aunque esos recursos no existiesen, seguramente la 
empresa no dejará de funcionar, no va a sucumbir y dejar de 
operar, puesto que continuará siendo asistida como hasta ahora, 
en forma directa o indirecta, a través del no cobro de algunas 
obligaciones, de la concesión de créditos como los que hasta el 
presente han operado, o del suministro de fondos frescos, tal 
como ha ocurrido en los últimos tiempos. 


En este sentido, quiero dejar en claro que hay una línea de 
razonamiento muy lógica. Estamos frente a una empresa del 
Estado respecto a la cual todos aceptamos que debe ser recon- 
vertida. Es cierto que en el primer proceso licitatorio no se ha 
obtenido el éxito deseado, pero se insiste y se continuará traba- 
jando para que la empresa nacional PLUNA pueda acceder a 
capitales que le permitan desarrollarse. 


Con respecto a la primera parte de la citación por la que 
hemos sido convocados en la tarde de hoy, o sea, a la forma de 
la licitación según la cual se otorgaron los servicios de tierra 
del Aeropuerto Internacional de Carrasco, no creo que haya 
que descuidar que la decisión ejecutiva que se tomó de hacer el 
correspondiente llamado -y que en su momento no fue cuestio- 
nada, por lo menos, no con la profundidad con que se está 
haciendo ahora- estuvo basada en el hecho de que los servicios 
de asistencia en tierra no dejaban satisfechos a los usuarios. El 
concepto de que un servicio o un bien justifica su existencia 
por la satisfacción de que quien lo consume o utiliza, resulta 
determinante en esta clase de análisis. Si los usuarios de las 
empresas que operan en el Aeropuerto Internacional de Carras- 
co no hubiesen tenido reparos con relación a la forma en que 
estos servicios eran prestados, esta discusión no habría existido. 
El debate se ha generado porque existe un problema. Sin duda 
que es una necesidad imperiosa para nuestro país ir sotucionan- 
do poco a poco esos problemas. Se necesita, por ejemplo, un 
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aeropuerto ágil, dinámico y que los operadores se sientan con- 
fiados y conformes de poder trabajar en él. 


En este caso, pienso que sería injusto anteponer al bien 
general -es decir, el poder contar con un aeropuerto diligente y 
que brinde un servicio eficiente- el interés particular de una 
empresa del Estado. Por otra parte, no debemos olvidar que ya 
se ha asumido la decisión política de que no va a continuar 
siendo sólo del Estado, Entonces, creo que en el momento de 
adoptar esa decisión, la fragilidad que PLUNA pueda exhibir 
de ningún modo deberá constituirse en un “handicap” que jue- 
gue a su favor. En una decisión racional, es preferible adjudicar 
la prestación de servicios a la empresa más solvente. Precisa- 
mente, uno de los requisitos que se plantean normalmente cuan- 
do se va a asignar la prestación de servicios es que la empresa 
que se presente sea lo suficientemente solvente, que demuestre 
que es capaz de adquirir los equipos, pagar los gastos, las 
deudas que se generen y las tasas que corresponden. 


Aquí, varias veces se ha reiterado que si a PLUNA se le 
quita uno de los servicios, aunque no sea el principal, segura- 
mente se afectará negativamente su operativa, pues hay que 
tener en cuenta que la empresa es muy frágil. Desde nuestro 
punto de vista, el razonamiento cae, entre otras cosas, porque 
PLUNA no está preparada para asumir estas tareas. Uno de los 
argumentos que se manejó al inicio de esta Administración, fue 
que la empresa no contaba con la cantidad necesaria de recur- 
sos para atender la reconversión de muchas de sus instalaciones 
y equipos; pero que, a pesar de ello, era preferible pagar los 
sueldos a fin de mes, como se ha hecho siempre, y mantener la 
fuente de trabajo para los casi mil funcionarios que en ella 
revisten. Esa ha sido la estrategia que siempre se ha mantenido 
y por la que quien habla luchó y obtuvo éxito en su gestión. Me 
refiero a que la empresa siguiera operando y los aviones volan- 
do, puesto que no hay una sola manera de ver las cosas. Se 
podría haber optado por el camino que otros países han elegido 
para proceder a la privatización de sus empresas; pero no fue 
así. Entonces, en este momento, en que somos convocados para 
dar nuestra opinión respecto a la licitación de los servicios a 
tierra y que es invitado el señor ministro de Defensa Nacional, 
quien con tanta claridad ha expuesto la forma en que con trans- 
parencia se han ido sucediendo los distintos procedimientos en 
aras de buscar una solución de operatividad para el Aeropuerto 
Internacional de Carrasco, y que ha sido incorporado al debate 
el terna del análisis de la empresas PLUNA -para el que todos 
estamos de acuerdo en que se debe buscar una solución estruc- 
tural para el Ente- pensamos que este intercambio de ideas e 
información con el señor ministro de Defensa Nacional ha sido 
productivo y sus explicaciones nos han satisfecho plenamente. 


SEÑOR CASSINA, - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR CASSINA, - Como creo que ya es tiempo de que 
el Senado adopte decisiones en torno a este tema tan importan- 


te, voy a ser muy breve y sólo voy a fijar mi posición, al igual 
que la del señor senador Batalla, acerca de la decisión que este 
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Cuerpo debe tomar. 


Señor presidente: no violo el juramento de secreto al que 
nos hemos obligado los miembros del Senado al ingresar a él si 
digo que los dos senadores del Partido Por el Gobierno del 
Pueblo no hemos votado en esta legislatura ninguna de las 
venias propuestas por el Poder Ejecutivo para designar miem- 
bros de los organismos descentralizados. Digo que no lo violo 
porque no estoy refiriéndome a una votación concreta, sino a 
una decisión de la Dirección Nacional de nuestro Partido, adop- 
tada antes de que el Poder Ejecutivo remitiera la primera pro- 
puesta, de no votar ninguna, por discrepar rotundamente con el 
O los criterios con que éstas se iban a hacer según ya conocía- 
mos; esto es, atendiendo más que a las condiciones personales, 
funcionales y técnicas de los ciudadanos propuestos, como re- 
quiere el artículo 187 de la Constitución, a sus posicionamien- 
tos político partidarios. 


En más de un caso hemos dejado constancia de que no hay 
juicios personales ni apreciaciones de demérito acerca de los 
ciudadanos propuestos, y ello ha ocurrido concretamente en la 
empresa PLUNA, donde en su Directorio ha estado un compa- 
ero del Senado, que estimamos mucho y lo valoramos por sus 
cualidades intelectuales y éticas. Esto se viene haciendo desde 
mucho tiempo atrás -no es culpa exclusiva de este gobierno- e 
incluso se hacía durante la época militar, que se autodesignó, 
entre otras cosas, para terminar con lo que en su tiempo llamó 
“corruptelas políticas”. 


Las empresas públicas y la Administración pública en su 
conjunto han sido gestionadas no con un criterio que atienda a 
su eficacia y eficiencia, sino -por lo menos en lo que hace a la 
designación de sus directores- al posicionamiento político par- 
tidario de los jerarcas. Esto ha hecho mucho daño al Estado y 
ha sido utilizado para abogar en favor de la privatización de- 
jando de lado el hecho que el descrédito del Estado en su 
gestión nunca es una causa, sino un efecto de la mala adminis- 
tración que los partidos políticos han hecho desde la Adminis- 
tración pública en general. 


Digo esto porque si bien, como decía el señor senador Zu- 
marán, hemos sentido un desgarramiento espiritual al examinar 
estas fotografías, que el señor ministro de Defensa Nacional ha 
tenido a bien poner en nuestro conocimiento, de los equipos 
con que PLUNA prestaba los servicios de tierra a terceros en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, sentimos también asom- 
bro porque ellas se utilizaran como un medio de prueba a favor 
del Poder Ejecutivo en la controversia que inevitablemente se 
plantea en un llamado a sala o interpelación. Declaro, modes- 
tamente, que no las hubiera presentado, porque me parece que 
constituyen un juicio contra el Poder Ejecutivo. ¿Cómo se per- 
mitió que esto ocurriera sin utilizar los instrumentos que la 
Constitución pone en manos del Poder Ejecutivo para corregir 
tal situación? 


Considero que este es el juicio más severo que puede reali- 
zarse a la forma en que éste, o los gobiernos anteriores, han 
venido gestionando al Estado, desacreditándolo a los ojos de la 
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opinión pública y haciendo en muchos casos -a nuestro juicio, 
con error- que se opte por la idea de privatizar esos servicios, 
porque se entiende que por naturaleza el Estado es ineficaz e 
ineficiente, La historia de las empresas públicas del país, que 
ya tiene casi un siglo, demuestra que no es así, que ha habido 
estupendos administradores de ellas, que las han levantado y 
construido como fenomenales instrumentos de bien público, 
como enormes capitales colectivos, que llegaron a ser patrimo- 
nio de la comunidad a partir de la nada. Esto lo hizo este país, 
saliendo de las guerras civiles, administrando bien. 


No somos dogmáticos sosteniendo la necesidad de que el 
Estado intervenga directamente en la actividad privada más 
allá de aquellos servicios o actividades en que sea imprescindi- 
ble que lo haga. Este es un concepto que, además, se revisa 
constantemente, porque naturalmente la necesidad de que el 
Estado desarrolle este tipo de intervención puede cambiar con 
las circunstancias históricas. Pero cuando se antepone la idea 
de que todo lo que hace el Estado es malo porque su gestión 
por sí misma es ineficaz e ineficiente, decimos rotundamente 
no a esta afirmación y señalamos que la ineficiencia e inefica- 
cia del Estado uruguayo no es más que una consecuencia de la 
forma en que ha sido gestionado por los partidos políticos que 
sc han ido sucediendo en el ejercicio del poder en el país, e 
incluso que los militares en el largo período dictatorial que 
sufrimos. 


Entonces, de lo que se trata ahora es de salvar lo que se 
pueda de ese patrimonio de la comunidad que PLUNA repre- 
senta. Para nosotros, ello supone, habida cuenta de que ya se 
realizó una licitación y se adjudicó a una empresa privada la 
prestación de servicios que venía cumpliendo PLUNA, que por 
lo menos se busquen los medios, que sin duda existen, para que 
este Ente pueda prestarse sus propios servicios de tierra. Creo 
que eso es lo menos que podemos reclamarle al Poder Ejecuti- 
vo, ante la evidencia de las omisiones que representan las 72 
fotografías que hemos visto -nos tomamos el trabajo de contar- 
las- para evitar que PLUNA, empresa nacional que constituye 
un patrimonio de los uruguayos, se nos vaya definitivamente de 
entre las manos y que, si el propósito es transformarla en una 
empresa de economía mixta, tengamos que terminar regalándo- 
la a poniendo dinero encima para que alguien se la lleve, 


Nuestro sector va a votar una moción -que hemos acompa- 
ñado- por la que el Senado declara al Poder Ejecutivo su pre- 
ocupación por la crisis que atraviesa PLUNA, pero también 
otra -que hemos corredactado- por la que el Senado reclama 
del Poder Ejecutivo una solución, por lo menos parcial, a la 
situación de PLUNA, admitiendo que la empresa se preste a sí 
misma los servicios de tierra en el Aeropuerto Internacional de 
Carrasco. 


SEÑOR PEREYRA, - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Simplemente voy a hacer un funda- 
mento de voto por adelantado; seré sumamente breve. 
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Al asistir a la sesión de hoy del Senado por un llamado a 
sala o interpelación, es indudable que el tema que más nos 
preocupaba era el que estaba citado en primer término en la 
convocatoria, o sea el que se refiere a la legalidad del acto que 
es motivo de esta interpelación. Me refiero a la legalidad del 
llamado a licitación, de su proceso y de la adjudicación de la 
misma. La presencia de un ministro en sala cuando se conside- 
ra un asunto de esta naturaleza determina que la prioridad la 
tenga fundamentalmente el tema de la legalidad. En ese aspec- 
to, ella no ha sido impugnada, sálvo algunas breves y muy 
discutibles consideraciones de algunos señores senadores. Sin 
embargo, en todos los casos, aunque ellas hubieran sido pro- 
fundas y hubiera existido cierta convicción, con los respetos 
debidos al señor miembro interpelante y sabiendo que persigue 
un noble propósito al proponer esta interpelación, digo que está 
fuera de tiempo. Si se llama a licitación y se deja seguir su 
proceso durante dos años para descubrir que es ilegal cuando 
ya todo está consumado, me parece que los legisladores esta- 
mos faltando a nuestros deberes de contralor y, naturalmente, 
el Poder Ejecutivo tendría que haber sido llamado a responsa- 
bilidad en el momento en que incurría a un llamado a licitación 
que se considera ilegal. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR PEREYRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Creo que el señor senador está equi- 
vocado en la afirmación que hace. Antes de la realización del 
referéndum en setiembre de 1992, este tema fue planteado pú- 
blicamente. Tengo en mi despacho una misiva por la que, en 
nombre de la Presidencia de la República, el secretario afirma- 
ba que los caminos eran absolutamente legales, cuando noso- 
tros Jos cuestionábamos. En el mes de abril -tengo en mi poder 
la versión taquigráfica- y luego de gestionarlo durante un mes y 
medio, realizamos en la Comisión de Defensa Nacional una 
reunión con el señor ministro de Defensa Nacional y sus aseso- 
res, analizando los tres temas que hoy planteé, entre ellos la 
prestación de servicios a terceros. También pedíamos los fun- 
damentos legales de esas decisiones, diciendo que no estába- 
mos de acuerdo con ellos. Simplemente quería señalar que, 
efectivamente, existió preocupación por el tema de nuestra par- 
tc hace ya más de un año y medio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Percyra. 


SEÑOR PEREYRA. - No tengo ninguna duda de que el 
señor senador Gargano haya tenido' esa preocupación, porque 
lo está expresando en términos muy claros y, además, lo cono- 
cemos suficientemente. Me refería a que lo que está fuera de 
tiempo es la interpelación, porque se realiza después de consu- 
mados todos los hechos, 
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SEÑOR BOUZAS. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PEREYRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZAS. - Lamento no compartir la afirmación 
que hace el señor senador Pereyra, porque desde nuestro ingre- 
so a este Cuerpo nos hemos abocado al estudio de la situación 
de la empresa PLUNA. Con la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas, que tuve el honor de presidir durante este período, 
hemos llevado las cosas de común acuerdo, en cuanto a tratar 
de influir, tanto en el Directorio de PLUNA como en el Poder 
Ejecutivo, para tratar de causar cl menor daño posible como 
consecuencia del otorgamiento de la licitación a la empresa 
CANDYSUR. Llegamos a la conclusión -lo discutimos con el 
señor ministro repetidamente en la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas- de que para evitar una parte del daño era con- 
veniente intentar que cl Poder Ejecutivo actuara de forma que 
PLUNA pudicra mantener la autoprestación del servicio de 
tierra para sus aviones en el Aeropuerto Internacional de Ca- 
Frasco. 


Cuando todas las puertas fueron cerradas en la Comisión 
de Transporte y Obras Públicas, planteamos al señor ministro 
-recuerdo que fue el 22 de diciembre de 1993- que íbamos a 
insistir con la que nos quedara y, desde cl punto de vista del 
Parlamento, la única acción que nos quedaba era llamar al 
ministro a sala para discutir el tema. Como lo mencioné reite- 
radamente, tenía la esperanza y perseguía el propósito de llegar 
a un acuerdo con el Poder Ejecutivo a fin de que éste actuara 
positivamente para causarle a PLUNA el menor daño posible y 
defendiendo -ya que tiene los elementos para hacerlo- cl dere- 
cho a la auloprestación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - El señor senador interpelante puede 
tener la seguridad de que de ninguna manera estaba enjuician- 
do el derecho que tiene de llevar a cabo la interpelación y, 
mucho menos, la preocupación que revelaba. Hace un instante 
señalé que perseguía un loable propósito al proponer la interpe- 
lación. Sin embargo, objetivamente planteado el hecho y más 
allá de las intenciones, rcitero que la interpelación se realiza 
fucra del tiempo necesario para corregir las deficiencias que 
pudicre haber habido en el llamado a licitación. Lo que puede 
ocurrir es que se haga un juicio contra el Estado cn el caso de 
que existiera algún procedimiento que llegara a anular o modi- 
ficar la licitación. 


Sin hacer ningún cargo a nadie, reitero que, desde mi punto 
de vista, la interpelación se leva a cabo fuera de tiempo en 
cuanto al proceso de legalidad de dos actos. 


El otro motivo loable que persigue la interpelación es el de 
las consecuencias sociales del problema, cs decir el propósito 
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de mantener la fuente de trabajo para un conjunto importante 
de uruguayos. Esta situación también nos ha preocupado desde 
tiempo atrás. Sin embargo, en forma terminante el señor minis- 
tro ha dicho que el peligro de la pérdida de trabajo para los 
funcionarios no existe porque están previstas las medidas del 
caso. Aunque así fuere, y de haber existido ese peligro -tam- 
bién objetivamente considerado- se ha reaccionado con una 
interpelación fuera de tiempo, ya que los hechos están consu- 
mados. PLUNA no impugna la legalidad del llamado y los 
trabajadores reclaman cuando están consumados los hechos. 
Por lo tanto, sin restar razón a sus requerimientos, porque tam- 
bién los hechos pueden haberlos llevado a eso, lo cierto es que 
también su presentación se realiza fuera del lapso propicio 
como para reparar la situación que, por otra parte, a juzgar por 
las afirmaciones terminantes del señor ministro, no tiene una 
gravedad tal que pueda determinar la pérdida del trabajo. 


En lo que respecta a la situación de PLUNA -que en el 
fondo, es lo que más se ha discutido y que con justa razón 
parece preocupar a la mayor parte de los señores senadores- 
señalo que, en lo personal -y teniendo en cuenta que no voy a 
votar algunas de las mociones formuladas- estoy muy tranquilo 
en lo que respecta a mi posición. Digo esto porque en la legis- 
latura anterior, inicié un debate, sin éxito, en este Senado, 
denunciando las irregularidades que existían en el Directorio 
de PLUNA, protagonizadas por la mayoría de sus integrantes 
con la oposición del señor Luis Alberto Menéndez. Se trata, 
precisamente, de lo que señaló hace un momento el señor 
senador Zumarán: la falta de balances, las compras sin licita- 
ción y sin pedido de precios, las quejas públicas por parte de 
los miembros de la mayoría en cl sentido de que tenían que 
perder tiempo en cotizaciones de precios y en licitaciones para 
disponer de repuestos de aviones muy valiosos, cotizados en 
miles o millones de dólares, en algunos casos. Varias veces se 
compró por estos montos, sin cumplir los trámites legales. Esta 
situación llevó a que el Poder Ejecutivo, como respuesta, en- 
viara dos proyectos de ley de privatización o semiprivatización 
del organismo, en un caso procurando una sociedad de econo- 
mía mixta y cn otro, prácticamente la privatización. Si bien no 
he traído estos dos proyectos, sí los tengo en mi poder; incluso 
uno de ellos me fue entregado en mano propia por el señor 
ministro de la época. 


Entonces, no debemos quejarnos ahora de que bienes de 
PLUNA pasen al ámbito privado, y no sólo porque el hecho 
está consumado por la Ley de Empresas Públicas, sino también 
porque, durante el gobierno anterior, cuando nadie pensaba en 
la mencionada ley, este tema fue planteado por quien habla, sin 
obtener ninguna respuesta positiva. Tal como lo acaba de seña- 
lar el señor senador Zumarán, se denunció que las actas esta- 
ban tremendamente atrasadas, casi en dos años; a su vez, se 
habió de irregularidades y de gran cantidad de deudas, así 
como de inoperancia de las autoridades, Llamamos la atención 
del Poder Ejecutivo de la época y sólo nos respondió el silen- 
cio. 


Pienso que reclamar hoy por la suerte de PLUNA es tam- 
bién, objetivamente mirado, un planteo tardío porque, entre 
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otras cosas, la Ley de Empresas Públicas ya fijó al Ente un 
destino que, en principio, fue impugnado y cuya impugnación, 
fue luego dejada de lado. Ya todos sabíamos que la suerte de 
PLUNA estaba echada. 


El capital del organismo es prácticamente inexistente; 
PLUNA posee sólo dos capitales reales: su gente y el valor de 
los derechos de vuelos para cubrir distintas líneas. En lo que 
respecta a su gente, sabemos que, indudablemente, ha soporta- 
do situaciones de angustia, de arbitrariedad y de bajas rermnune- 
raciones, a tal punto que, en determinado momento, el Ente 
prácticamente no tenía quiénes hicieran volar sus aparatos. En 
lo que respecta a los derechos de vuelos para cursar distintas 
líneas, creemos que constituyen realmente el gran capital que 
seguramente PLUNA hará valer en las negociaciones para con- 
vertirse en una sociedad de economía mixta, 


En consecuencia, nos parece que esta interpelación debió 
haber sido realizada antes, Sin vanidad alguna de nuestra parte, 
pensamos que si nuestra voz hubiera sido escuchada por el 
gobierno anterior, nos habríamos evitado muchas de estas si- 
tuaciones. Ahora, no veo otra salida que la de vigilar de cerca 
los procesos, a los efectos de que ellos se lleven a cabo en el 
marco de lo que la ley y la Constitución establecen. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Brevemente, deseamos fundamentar 
nuestro voto, ya que se van a someter a votación tres mociones 
que no son excluyentes entre sí. Concretamente, quiero expli- 
car cuál es la posición de nuestro sector. 


Por un lado, hemos suscrito una de las mociones formula- 
das, que expresa la preocupación por la situación financiera de 
PLUNA, que se agrava por el hecho de que el Ente no puede 
atender directamente sus propias necesidades. 


A su vez, votaremos también la moción que seguramente 
será presentada en el sentido de que han sido satisfactorias las 
explicaciones brindadas por el señor ministro. 


Por otro lado, no acompañaremos Ja moción a que aludió el 
señor senador Cassina en el sentido de exhortar al Poder Ejecu- 
tivo para que se tomen medidas y sea revisada la disposición de 
que PLUNA no pueda satisfacer sus propias necesidades. Más 
adelante, trataremos de fundamentar las razones por las que 
actuaremos del modo señalado. 


Reitero que las dos mociones que votaremos no son exclu- 
yentes porque la que hemos suscrito junto a los compañeros 
del Partido Colorado se basa en un sentimiento muy profundo 
y constituye una especie de declaración de algo que no admite 
reserva. Ya los hechos están consumados y es evidente que 
todos estamos preocupados por la situación financiera de 
PLUNA. Pero el hecho de que votemos la moción que segura- 
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mente se presentará en el sentido de que han sido satisfactorias 
las explicaciones dadas por el señor ministro, es consecuencia 
de lo que hernos escuchado en el transcurso de esta interpelación. 


Dicho sea de paso, aprovecho esta oportunidad para expre- 
sar que me congratulo por el tono en que se ha desarrollado 
este llamado a sala, desde el principio; en mi opinión, este 
debate ha sido muy edificante. Sin embargo, pienso que, en su 
contenido, justifica el hecho de que en su momento no haya- 
mos acompañado esta iniciativa. 


Tal como hicimos el día en que se planteó este llamado a 
sala, reivindicamos esta noche el derecho del señor miembro 
interpelante a proceder como entendió conveniente hacerlo. Todo 
lo que hemos escuchado esta noche reafirma nuestra posición 
en cuanto a que este tema se podía haber dilucidado empleando 
otras herramientas -menos detonantes y que generan menos 
expectativas que una interpelación, como por ejemplo, un lla- 
mado a Comisión General- que posee el Poder Legislativo. 


Por nuestra parte, nos han resultado satisfactorias las explt- 
caciones brindadas por el señor ministro, sobre todo en lo que 
concierne al punto que nos ha convocado, es decir la legalidad 
de la licitación, la cual en ningún momento se ha impugnado. 
A su vez, compartimos esa licitación y entendemos que no es 
impugnable desde el punto de vista jurídico ni en cuanto a su 
oportunidad. Considero que toda la documentación que el se- 
ñor ministro ha leído referida a las quejas manifestadas sucesi- 
vamente por parte de la Asociación de Operadores del Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, sobre la operatividad terrestre 
de nuestra principal terminal aérea, ha sido muy ilustrativa. 


Es evidente que esta situación no podía mantenerse porque, 
como bien se ha dicho aquí, en cierto modo, la imagen del país 
está en juego. Á su vez, era necesario realizar una licitación en 
la que también el Ente estatal tuviese su oportunidad. Todos 
conocemos los resultados de esto; PLUNA obtuvo el cuarto 
lugar en esa licitación y, de acuerdo con el detalle que se nos 
ha leído y que también obra en nuestro poder, la oferta que ha 
resultado adjudicataria parte de una inversión que, en mi opi- 
nión, es impensable teniendo en cuenta la situación actual de 
las arcas del Estado uruguayo. Personalmente, entiendo las ra- 
zones por las cuales PLUNA ocupó el cuarto lugar; en realidad, 
de ninguna manera podía alcanzar la oferta presentada por quie- 
nes triunfaron en la licitación. Aquí no se trata de echarle la 
culpa a nadie, porque tal vez la razón por la cual PLUNA 
atraviesa esta situación sea la suma de muchas causas. De modo 
que no se trata de culpar exclusivamente a los Directorios o al 
personal de PLUNA porque, como sucede en todos los grupos 
humanos, hay algunos muy dedicados al Organismo, Y tam- 
bién de los otros. Pero es evidente que los números cantan y 
nos muestran una realidad en la cual hay un país con tremendas 
necesidades y con un concurso de prioridades que tenemos que 
satisfacer con recursos que son escasos y que nunca van a 
alcanzar para cubrirlas. Cada uno tiene derecho a tener su pro- 
pia escala de valores. Cuando pienso en un Uruguay en el cual 
-no es por culpa de este gobierno, y lo dice alguien que no 
comparte en muchos aspectos esta política económica, y así lo 
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ha demostrado- más allá del accionar de este gobierno, faltan 
hospitales, liceos, escuelas y una reconversión de su aparato 
productivo para enfrentar un desafío que ojalá no se concrete, 
pero que de maicrializarse lo encontrará muy mal parado -me 
refiero al MERCOSUR- tengo derecho a establecer cuáles son 
nuestras prioridades. Frente a éstas, hay un país que, pese a 
tener la mejor red de saneamiento de América Latina, todavía 
hay lugares donde éste no ha llegado; pese a tener la mejor 
electrificación rural de América Latina, hay zonas donde aún 
no ha llegado; pese a tener más teléfonos por habitante en 
América Latina, existen lugares en los que todavía no ha llega- 
do. Y frente a todas estas urgencias que he detallado, con el 
mayor respeto para quienes quieren a PLUNA -y nos contamos 
entre quienes desearíamos ver la bandera uruguaya en todos los 
cielos y llegando a todos los aeropuertos del mundo- en nuestra 
escala de valores, está primero cualquicra de los temas que 
acabo de mencionar, frente a éste de reflotar una empresa de 
navegación aérea cuya competitividad no pasa pura y exclusi- 
vamente por la tremenda inversión que habría que hacer para 
que PLUNA pudiese satisfacer sus propias necesidades en cuanto 
a la operación terrestre, El señor ministro manifestó que la 
inversión de la empresa adjudicataria alcanza los U$S 7:000.000, 
En este sentido, de acuerdo con las carencias que tiene mi país, 
no me pasa por la mente cl hecho de volcar esa suma, que sólo 
representan los gastos fijos, para que la empresa satisfaga nada 
más que sus necesidades. Se me podrá decir que las necesida- 
des de PLUNA se pueden cubrir con un monto menor, pero ¿en 
cuánto se podrá abaratar? ¿En USS 1:000.000 o U$S 2:000.000? 
Hay un piso en cuanto a la inversión de una empresa que 
cumple servicios terrestres en un acropucrlo. Eso es un gasto 
fijo y yo no concibo que se gasten entre U$S 3:000.000 y 
U$S 5:000.000 para satisfacer las necesidades de una empresa 
de aviación que queremos mucho, pero que hoy por hoy tiene 
operando sólo dos o tres aviones, que también necesitan ser 
renovados. Por lo tanto, vamos a empezar por lo primero, por- 
que si queremos una empresa competitiva debemos, ante todo, 
brindar confort y seguridad a los que vuelan en ella. Considero 
que esa inversión está fuera del alcance de las arcas del Estado 
uruguayo. Entonces, mal podemos alentar esta tremenda inver- 
sión para satisfacer solamente la atención en pista de los avio- 
nes de PLUNA. 


Reitero que aquí no le estamos echando la culpa a nadie, ni 
al personal, al Directorio o a la política cconómica de este 
gobierno, las cosas son así simplemente. El Uruguay tiene tre- 
mendas necesidades y no tiene recursos para atenderlas. Ade- 
más, cada uno de nosotros, en paz con su conciencia, tiene 
derecho a establecer cuáles son sus prioridades. 


Todos los señores senadores han subrayado el respeto que 
sienten hacia la persona del señor ministro; no he escuchado 
objeciones de fondo en cuanto a los procedimientos. Se realizó 
una licitación como las que se suelen dar en este país, es decir, 
cristalina y transparente, hasta tal punto que el propio Ente 
estatal pudo concurrir y la perdió frente a quien realizó una 
buena oferta, 


Aquí se ha hablado de los adjudicatarios, de una cierta 
demora y en este sentido, el señor ministro explicó las razones, 
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que son totalmente ajenas y de fuerza mayor, por las cuales las 
embarcaciones no salen en fecha o que en lugar de llegar al 
puerto de Montevideo, arriban primero al de Buenos Aires y 
terminan desembarcando en el de Río Grande del Sur. 


Tengo entendido que el 10 de diciembre fue requerido ct 
adjudicatario por el propio Ministerio de Defensa Nacional -en 
caso contrario, solicito que me corrija el señor ministro- luego 
de que había solicitado una prórroga hasta el 20 de diciembre. 
El día 10 de diciembre hubo un paro sorpresivo en PLUNA, el 
que dejó varado completamente a dos aviones. Este hecho -y lo 
digo con total franqueza y respeto por los funcionarios que 
llevaron adelante esta medida- también pone en interdicción la 
imagen y el prestigio del país, porque una cosa es la medida 
sindical y otra tomar como rehén -no digo que esa sca la 
voluntad del funcionariado, pero de hecho así sucedió- a los 
dos aviones que en ese momento estaban en la pista: un boeing 
747 de Varig de pasajeros y un carguero de la firma LADECO, 
Esta empresa adjudicataria, que había acabado de pedir una 
prórroga, fue requerida para sacar, más que el aeropuerto, al 
Uruguay de este apuro. Por la documentación que tenemos en 
nuestro poder, las dos empresas han manifestado sus plácemes 
por ese servicio que se tuvo que brindar en momentos en que 
había solicitado una prórroga, porque la misma empresa admi- 
tía que no había logrado traer al país todo el material necesario 
para brindar un servicio eficiente. A partir de ese momento -tal 
como lo leyó el señor ministro, y de acuerdo con los documen- 
tos que tenemos- cambió la óptica de muchas líneas importan- 
tes que operan en el mundo entero, lo que habla del prestigio 
de los países sobre los cuales actúan. Primero se quejaban a 
través de la Asociación de Operadores de Carrasco, pero a 
partir del cambio operativo que se ha registrado en el Aero- 
puerto Internacional de Carrasco, manifestaron su beneplácito 
por las mejoras que han percibido en el servicio de sus propios 
aviones. Creo que este es un argumento más que contundente 
en cuanto a la oportunidad, dado que la legalidad, la transpa- 
rencia y la forma en que se ha procedido en esta licitación no 
han sido cuestionadas. 


Reitero que a nosotros también nos gustaría tener una cm- 
presa naviera que llegase a todos los puertos del mundo, que 
flamease orgullosa nucstra insignia nacional por todos los cie- 
los, pero insisto en que hay prioridades. Me parece que esc 
sueño no pasa por el hecho de que PLUNA puede atender sus 
propias necesidades en el Acropuerto de Carrasco, con grandes 
inversiones que no sé si el Uruguay está en condiciones de 
realizar, sino por dotar a nuestro Ente de navegación aérea de 
una flota de aviones que insumiría una cifra que no concibo 
volcada a este propósito. Tal vez en un Uruguay de vacas 
gordas de hace muchas décadas lo reclamaría, pero estamos en 
un Uruguay de vacas muy flacas y de necesidades que son muy 
acuciantes. No digo que éste sea el espíritu de algunos de los 
legisladores aquí presentes, pero tengo derecho a realizar la 
siguiente hipótesis. Si todos los días en el Senado o en nuestros 
actos públicos establecemos cuáles son las prioridades del Uru- 
guay, las urgencias, los desafíos y somos capaces de realizar 
discursos inflamados, en los que hablamos de derrotar la po- 
breza crítica como forma de sustentar la democracia, ¿qué 
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hubiese pasado si en este caso se hubicra dado la situación 
inversa? Si un Directorio de PLUNA hubiese asumido su con- 
trol y comenzado a gastar en aras de tener una gran empresa de 
navegación aérea que llegase a todos los rincones del mundo, 
invirtiendo U$S 6:000.000 o U$S 7:000.000 para tener una 
excelente atención de pista y una cantidad superior para contar 
con una gran flota aérea; estoy seguro que alguien habría plan- 
teado una interpelación. Si acá se hubiera constatado que en 
PLUNA se invirtieron U$S 40:000.000 o U$S 50:000.000, es- 
loy seguro que se hubiera interpelado al ministro, porque todos 
sabemos que Uruguay no está en condiciones de realizar estos 
gastos y tiene otro tipo de prioridades. Todos vivimos recla- 
mando al gobierno de turno lo que sabemos que no siempre 
puede satisfacer, porque todos pedimos todo al mismo tiempo. 
A pesar de que estamos en un año electoral -que es cuando más 
se pagan los costos- creo que patrióticamente llegó el momento 
de establecer cuáles son las prioridades, en un acto de sinceri- 
dad, sabiendo que las mismas no pasan -lo decimos con dolor, 
porque es, tal vez, la constatación de un fracaso como nación- 
por el hecho de tener el lujo de la pobreza, que sería contar con 
una gran empresa de navegación aérea. 


Por otro lado, está el tema social, que nos preocupa mucho. 
Nos congratulamos de que el señor ministro -y lo asumimos 
como un compromiso suyo y, en definitiva, del Poder Ejecuti- 
vo, que vigilaremos celosamente- haya mencionado que ningu- 
no de los funcionarios involucrados va a ver menguado en lo 
más mínimo sus ingresos y ya no correrán peligro sus empleos. 
En tanto no suceda lo contrario -y estoy seguro de que se va a 
cumplir con esa palabra- la bancada de la Cruzada 94 votará 
sin reproche de conciencia la moción de que son satisfactorias 
las explicaciones del señor ministro. 


Nosotros, junto con los compañeros del Partido Colorado, 
hemos suscrito una declaración en el sentido de manifestar 
nuestra preocupación por la crisis que atraviesa PLUNA. Hace 
mucho tiempo que venimos diciendo que PLUNA y el país la 
están atravesando, agravada últimamente por la concesión de 
los servicios de tierra en el Aeropuerto Internacional de Carras- 
co en condiciones contractuales que le impedirán la atención 
directa de sus propias necesidades, 


Entiendo que esta licitación es un hecho objetivo que agra- 
va la situación de PLUNA. Sin embargo, no debemos engañar- 
nos; esto puede ser la gota que desbordó el vaso, pero si ello 
sucede es, evidentemente, porque el vaso ya está lleno. Tal vez 
esto agrave la situación, en función de lo que expresamos en 
una interrupción que pedí al señor miembro interpelante, por- 
que con esta posibilidad de cubrir la pista del Aeropuerto Inter- 
nacional de Carrasco, PLUNA hacía pésimos negocios que ahora 
le privan de una excelente entrada. Reitero que los canjes que 
se realizaban, al menos con VARIG, eran tremendos, ya que 
PLUNA cnviaba todos los días a Brasil un 737 y VARIG nos 
mandaba un 737 y un 747, Nosotros sabemos que hay una 
cuenta corriente que siempre arrojaba saldos en contra de nues- 
tros intereses y que nunca fue saldada. PLUNA nunca pagó el 
15% correspondiente a la Dirección General de Infraestructura 
Acronáutica; y de más está decir que tampoco pagó al Banco 
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de Seguros del Estado, ni al Banco de Previsión Social. Ade- 
más, no creo que esos U$S 22:000.000 se correlacionen con 
algunos pasajes que no se le hayan pagado a PLUNA, porque 
basta imaginar la cantidad impresionante de pasajes que tendría 
que haber regalado -sobre todo teniendo en cuenta el costo de 
los vuelos de PLUNA que son de alcance muy corto porque, 
salvo los viajes a España, son todos vuelos en la región- para 
darse cuenta que hay una desproporción entre esa cuenta que 
puede haber -y que seguramente existe- y las deudas que tiene 
por todo concepto con diferentes entidades del Estado. 


Digo esto a modo aclarativo y como expresión de una reali- 
dad. No debernos engañarnos; PLUNA no está en esta situación 
por csta licitación, sino por un proceso que se arrastra desde 
hace muchos años. Es cierto que la culpa no la tiene nadie y la 
tienen todos, pero dada la situación actual del Uruguay, es muy 
difícil que esto pueda reverse. 


Por último, como el señor senador Cassina ha manifesta- 
do -está en su legítimo derecho de hacerlo- el apoyo a otra 
moción que él también ha redactado en el sentido de solicitarle 
al gobierno uruguayo de que se revea esta posibilidad de que 
PLUNA pueda cubrir, por lo menos, sus propias necesidades, 
debemos decir que esto no es oportuno ni conveniente. Algunas 
de las razones ya las dimos; aunque PLUNA se cubriese sólo 
sus propias necesidades, la inversión tendría que ser bastante 
similar a la que realiza la empresa adjudicataría debido a que 
hay gastos fijos. Con el mismo instrumental se puede cubrir la 
atención de todas las compañías aéreas que vengan al Aero- 
puerto Internacional de Carrasco o de una sola. Por lo tanto, no 
sé de dónde van a salir esos U$S 5:000.000 o U$S 7:000.000 
necesarios para poder cumplir con los deseos de los señores 
legisladores que en su legítimo derecho van a votar la moción 
que le pide al Poder Ejecutivo que revea esta medida. No 
concibo que se gaste esta cantidad con ese objetivo. 


Además, creo que es muy inconveniente porque si el Poder 
Ejecutivo procediese así, le provocaría un peso tremendo al 
Estado uruguayo, al cual no tiene derecho. Esto es un juicio en 
puerta que el Estado uruguayo va a perder porque en el mo- 
mento de la licitación no se dijo que PLUNA estaba excluida 
del objeto de la misma. No sé a cuánto puede ascender la 
facturación de PLUNA pero es una parte de la recaudación que 
es objeto de la licitación. Sí se hubiese dicho que se licitaba la 
atención terrestre en el Acropucrio Internacional de Carrasco 
de todas las compañías menos PLUNA, en ese caso, no estaría- 
mos ante un pleito, pero como no se especificó, sabemos que al 
obligar o solicitar al Poder Ejecutivo que proceda de esta ma- 
nera, se le endilga al Estado uruguayo -no sé si a este gobierno 
o al próximo- un pleito varias veces millonario que va a perder. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR MILLOR. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Korzeniak. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: si cl Poder Eje- 
cutivo realiza las medidas previstas en esa moción que hemos 
contribuido a redactar, tendientes a lograr que PLUNA pueda 
autoabastecer sus servicios de tierra, no creo que vaya a sobre- 
venir un pleito y, además, si ello sucediera, pienso que el Esta- 
do uruguayo no lo perdería. Ese es un tema que siempre se 
maneja con entusiasmo. 


Acá hay un hecho que fue motivo de una de las preguntas 
del señor miembro interpelante y que no fue respondido negati- 
vamente, Es verdad -esa es la conclusión que yo saco- que la 
empresa a la que le otorgaron la concesión no ha cumplido con 
sus términos y tampoco lo ha hecho con la prórroga otorgada. 
En este momento todavía no tiene todas las máquinas y no 
las va a tener por un tiempo. Además, hay otros incumplimien- 
tos -tengo en mi poder una lista a fa que no quisiera referirme 
ahora- de mayor o menor envergadura. Es notorio que cuando 
una empresa adjudicataria de una licitación incumple un princi- 
pio general -csto está muy bien explicado por Sayagués Laso 
en un comentario que hoy fue Icido, y además estoy seguro que 
el señor ministro de Defensa Nacional maneja este tema con 
toda comodidad- aunque no csté establecido en el plicgo, cabe 
la posibilidad de la rescisión del contrato. Por lo tanto, no se 
trataría de que cl Poder Ejecutivo tomara medidas irresponsa- 
bles, sino de que, invocando que ha habido incumplimiento y 
que los mismos siguen existiendo al día de hoy, negociara una 
salida con la misma empresa adjudicataria para lograr que 
PLUNA pudiera prestarse sus servicios de tierra. 


La moción habla de que el Poder Ejecutivo puede y debe, 
porque nosotros entendemos que sería bueno que lo hiciera y 
que es posible hacerlo desde el punto de vista jurídico. 


Por otra parte, no comparto la previsión de que va a venir 
un pleito que ganaría la empresa adjudicataria de la licitación. 
Repito que si el Poder Ejecutivo se maneja con prudencia y 
sentido común, arguyendo un hecho que es público y notorio 
como es el incumplimiento de la empresa, creo que no va a 
haber juicio; y si lo hubiera lo ganaría el Estado uruguayo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor presidente: ya que estamos ha- 
blando de PLUNA, debo decir que cuando nos interrumpió el 
señor senador Korzcniak, veníamos aierrizando, pero las mani- 
festaciones que ha hecho nos obliga a mantenernos en vuelo. 


Reconociendo la capacidad jurídica del señor senador Kor- 
zeníak, nadie puede negar la siguiente hipótesis. Una empresa 
se presenta a una licitación en la que lo que se está licitando es 
la atención de todo el Aeropuerto Internacional de Carrasco y 
no se hace ninguna especificación ni reserva acerca de que 
PLUNA queda excluida, y gana bajo esas condiciones, después 
que compró la inmensa mayoría del instrumental, aunque por 
las informaciones que tengo debería decir todo el instrumental, 
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porque las cartas de crédito así lo indican. Eso cs lo que ha 
hecho que el ministerio de Defensa Nacional fuera flexible en 
cuanto a otorgar una pequeña prórroga ya que tengo entendido 
que la empresa ha presentado las boletas de compra y las cartas 
de crédito por todo el instrumental; el que falta está embarcado 
en una nave que zarpó del puerto de Miami el 31 de diciembre 
de 1993 y que en poco tiempo estará en Montevideo. Pero si a 
los pocos días se le dice a la empresa ganadora que no cubrirá 
el 5%, el 10%, el 15% o el 20% de la facturación -no sé cuánto 
representa PLUNA.- con el respeto que tengo por mi ex profe- 
sor de la Facultad -lo digo con orgullo- y por los conocimien- 
tos jurídicos que todos le reconocemos, debo decir que si esto 
no es un pleito, con grandes posibilidades de que el Estado 
uruguayo lo pierda, creo que hemos aprendido muy poco en el 
ejercicio de nuestra profesión. Es evidente que habrá un pleito; 
si se licita por todo y luego resulta que no es así, es seguro que 
se producirá un pleito en el que el Estado uruguayo perderá. 
Podrá haber dos opiniones, pero hay una gran posibilidad de 
que ese pleito se pierda. Por lo tanto, ¿qué necesidad hay de 
agregar a todas las penurias que tenemos ésta, que además 
traería más costos? 


Además, la inversión realizada es tremendamente impor- 
tante; aquí se ha hablado de alrededor de U$S 7:000.000, de 
que la compra se ha hecho en su totalidad y de que por csa 
razón el Ministerio de Defensa Nacional ha tenido una cierta 
ficxibilidad respecto a esta pequeña prórroga, que con todo 
insume un plazo mucho menor que el de los 180 días que pedía 
PLUNA para estar en condiciones operativas, con una estructu- 
ra mucho menor que la que presentó la empresa que ganó la 
licitación. 


Reitero que me congratulo por el tono de toda esta interpe- 
lación; no ha habido una sola palabra, ni un solo gesto que 
evada la caballerosidad que preside este tipo de deliberaciones. 
Asimismo, pienso que hay una escala en cuanto a la necesidad 
o no de interpelar sobre ciertos aspectos. Nos parece -reivindi- 
cando el derecho del miembro interpelante- que este tema se 
pudo haber dilucidado en una Comisión General, Adelanto, 
entonces -y resumo- cuál será el voto de nuestra bancada; apo- 
yaremos la moción que hemos suscrito, expresando nuestra 
alarma por la situación financiera de PLUNA, pero votaremos 
también -al menos lo hará la Cruzada 94- la otra moción en el 
sentido de que han sido satisfactorias las expresiones del señor 
ministro. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR PEREZ. - A modo de fundamento de voto, adelan- 
tado, señor presidente, diré que no voy a recurrir a lo que ha 
sido abundantemente explicado tanto por quienes sostienen la 
posición del miembro interpelante, como por los que defienden 
la del seftor ministro. 


Cuando se ha dicho que por vía del Ministerio se garantiza 
el trabajo de los funcionarios de PLUNA, me hace recordar lo 
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ocurrido con los de AFE, que fueron redistribuidos a lo largo 
del país y de todas las reparticiones del Estado. De esa forma, 
maguinistas calificados, con 20 ó 25 años de experiencia, de- 
bieron trabajar como peones con todo lo que ello significa y 
considerando que en absoluto condice con la categoría que 
tenían anteriormente. Aquí se trata de una empresa que cuenta 
con pilotos calificados; hasta ahora no conozco un solo caso de 
accidente protagonizado por personal de PLUNA, en los viajes 
que realizan a Chile, Madrid, Paraguay, Porto Alegre, Río de 
Janciro, Argentina, etcétera, en vuelos regulares. Estimo que 
por el bien del país -y no sólo de la empresa y de los trabajado- 
res- debemos cuidar esa característica. 


Conozco al señor ministro desde hace mucho tiempo, en la 
época en que él era concejal y quien habla edil por el departa- 
mento de Montevideo, junto al actual senador Leopoldo Brue- 
ra. En las interpelaciones en tomo a los temas de ADEOM 
diferíamos en opiniones, pero nos respetábamos en todo mo- 
mento, como lo hacemos también ahora. Sin embargo, creo 
que él ha sido excesivamente duro con los trabajadores en la 
primera formulación que realizó en el día de hoy, al manifestar 
que el 50% de ellos no concurren a sus tarcas, carecen de 
disciplina, etcétera. Frente a tal afirmación expreso que ello no 
condice en lo que ha sido el desempeño de las funciones de los 
trabajadores de PLUNA, empresa que conozco también por 
haber viajado en muchas oportunidades o por haber concurrido 
a sus oficinas a hacer algunas gestiones -bueno es decir que lo 
hice pagando el boleto aéreo y no recurriendo a la benevolen- 
cia de la empresa como lo hacen muchas instituciones oficia- 
les- teniendo la satisfacción de haber sido muy bien atendido 
por todo el personal. 


Es bueno decir, también, que hemos hecho visitas a todas 
las reparticiones de la empresa, conversando con integrantes 
del Directorio y con personal calificado como mecánicos, aza- 
fatas, etcétera. En todas tas oportunidades nos encontramos con 
gente que está muy preocupada por el destino del Ente y por la 
necesidad de llegar a acuerdos con otras empresas, a fin de 
poder contar con los aviones necesarios para mejorar la fre- 
cuencia a Miami o incrementar los vuelos a Europa. 


En miopinión, si algo anda mal cn PLUNA -como aquílo dijo 
el señor ministro refiriéndose al período 1989-1993- salvando el 
mérito que puedan tener los directores de la empresa, me 
pregunto qué han estado haciendo ellos mientras el personal 
actuaba indisciplinadamente. Quiero saber también qué hacían 
el gobierno y los organismos que por su intermedio debían 
controlar al Ente, ya que no era competencia del Ministerio de 
Defensa Nacional tal contralor, considerando que su labor está 
dirigida a los acropuertos y teniendo en cuenta también que son 
Carteras civiles las que deben ejercer dicho control sobre PLUNA. 
Si los hechos han ocurrido como aquí fueron relatados, creo que 
no hay por qué echarle la culpa a los trabajadores, sino a los 
directores, que han permitido que esta situación empeorara y que 
peligrara la empresa debido a su déficit económico. 


Si PLUNA contara con la posibilidad de atender sus propios 
servicios -que es lo que se pide por parte del señor senador 
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Bouzas- y no el del resto de las empresas, podría alentar la 
esperanza de poder Hegar a un acuerdo que hiciera viable el 
crecimiento y sobre esa base garantizar el trabajo de sus fun- 
cionarios, de los que una gran parte, como producto de su 
profesión y experiencia, ha ido generando condiciones, entre 
otras cosas, para construir viviendas en la zona de la costa, 
próxima al Aeropuerto. En consecuencia, hay que tener cuida- 
do con la solución del problema mediante la reducción del 
personal, que luego sería dispersado por cualquier parte y creando 
una situación realmente inestable que, por cierto, no ayudaría 
en absoluto en la recuperación del Ente y de sus trabajadores, 


Respetando al señor ministro, como lo hemos hecho, debe- 
mos decir que las explicaciones que él ha dado no han sido 
justas para los trabajadores de PLUNA y, simultáneamente, no 
se da un aliciente o esperanza para resolver cl problema como 
creo está reclamando la mayoría del Senado. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No hay más oradores anotados 
para hacer uso de la palabra. 


Si los señores senadores tienen tolerancia, a esta altura de la 
noche la Presidencia quisicra hacer rápidamente una especie de 
adelanto de fundamento de voto desde la Mesa. Si nadie lo 
objeta, entonces, así lo hará realizando tres o cuatro puntualiza- 
ciones muy concretas. 


El objeto de la interpelación era la consideración de la 
licitación por la que se otorgaron los servicios de tierra en el 
Aeropuerto Internacional de Carrasco, medida que fue adopta- 
da por el Poder Ejecutivo en acuerdo del presidente de la Re- 
pública con el Ministerio de Defensa Nacional, siendo por tan- 
to, responsabilidad política de dicha Cartera. Por tal motivo es 
que se encuentra el doctor Martins en sala. La interpelación no 
consistía en discutir -según la palabra grata al ex senador 
Tournée- la problemática general de PLUNA, es decir, la mala 
situación por la que atraviesa este Ente desde que terminó la 
dictadura. Pero además, dando de barato que esa situación es 
mala, en todo caso nada se le puede imputar al señor ministro 
de Defensa Nacional por ese asunto, Digo esto porque la tutela 
administrativa sobre PLUNA la ejerce el Ministerio de Trans- 
porie y Obras Públicas y, si de ello se tratara, quien debería 
estar aquí dando la cara por el gobierno y asumiendo su respon- 
sabilidad política, sería el sucesor del señor senador Elso Goñi, 
nuestro ex colega el señor Juan Carlos Raffo. De modo tal que 
en este asunto nada tiene que ver el doctor Daniel Hugo Mar- 
tins, actual ministro de Defensa Nacional, a pesar de que se 
estuvo empleando la mayor parte del tiempo de esta interpreta- 
ción cn analizar la situación de PLUNA. 


Por otra parte, cabe agregar que esa situación ya era mala 
en el año 1986, por lo que no es consecuencia la cuestión del 
gobierno del Partido Nacional ni del actual Directorio de 
PLUNA, Ya en aquel año el gobierno del doctor Sanguinetti 
presentó un proyecto de ley que tengo en mi poder -se trata 
del Mensaje del Poder Ejecutivo de fecha 9 de setiembre de 
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1986- que apuntaba a transformar a PLUNA en una sociedad 
de economía mixta, bajo la forma de una persona de derecho 
público no estatal, que iba a tener acciones de dos clases: unas 
de serie Á, que serían propiedad del Estado, y otras, de serie B, 
integradas por aportes privados representados en acciones no- 
minativas, Por lo tanto, la idea de privatizar el Ente no fue del 
gobierno del Partido Nacional, sino del Partido Colorado. 


Además, en el artículo 2? del capítulo referido a la compe- 
tencia el proyecto de ley mencionado, entre los cometidos de 
PLUNA, no incluía al que ahora se defiende que consiste en 
prestar los servicios terrestres afines o complementarios a la 
actividad acrocomercial. Según esa iniciativa, del anterior go- 
bierno el cometido que ahora, se dice debe seguir siendo ejerci- 
do por PLUNA, no iba a serlo. La situación del Ente era mala 
en 1986 porque lo dijo su extinto presidente, contador Emilio 
Conforte, en forma pública y privada. Inclusive, en la Comi- 
sión de Hacienda del Senado lo escuchamos cuantas veces qui- 
simos. Es decir que si se contribuyó a crear una imagen de que 
el Ente era ineficiente, está claro que ella partió de la Adminis- 
tración anterior y no de la actual, que llamó a licitación creo 
que en agosto de 1990, cuando aún no hacía dos meses que 
estaban en funciones los nuevos directores. Reitero que esto es 
clarísimo y nadie puede discutirlo. 


El tema concreto de la interpelación consiste en delerminar 
si se hizo bien o mal en licitar esos servicios. Este asunto se 
puede enfocar desde el punto de vista jurídico o desde el de la 
conveniencia o mérito de la resolución adoptada. En lo que 
tiene que ver con el primer aspecto, se puede decir que el señor 
ministro de Defensa Nacional explicó -y eso no fue controverti- 
do- que la licitación fue formalmente irreprochable con estricto 
respeto del principio básico cn esta matcria, cual cs la igualdad 
de los oferentes. Al respecto, el Tribunal de Cuentas dio su 
aval a todas las actuaciones. Por lo tanto, este punto no está en 
discusión, ya que la licitación se llevó a cabo con total arreglo 
a las normas de la Ley de Contabilidad y Administración Fi- 
nanciera y nadie ha insinuado lo contrario. 


En cuanto a otras objeciones de carácter jurídico, debo de- 
cir que aquí he escuchado fundamentalmente dos, formuladas 
por el señor senador Ricaldoni -una de ellas apoyada por el 
señor senador Bouza- que, a mi juicio, no son fundadas y, 
además, ya fucron refutadas por el scñor ministro de Defensa 
Nacional. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Enseguida se la concedo, señor 
senador. 


Aquí se dijo, en primer lugar, que por tratarse del otorga- 
miento de un monopolio se requería una ley. Es claro que no se 
trata de un monopolio, porque la actividad cuya prestación se 
licita, es un servicio público, es decir que se trata de una activi- 
dad estatal y en clla no rige el principio general por el cual una 
actividad se desarrolla por particulares en sistema de libre con- 
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currencia y con arreglo a la libertad de trabajo, de comercio y 
de industria. Entonces, si la actividad es estatal, por definición 
no existe monopolio, ya que esto implica que se le otorga 
únicamente a un particular o al Estado lo que, en principio, es 
una actividad que pueden ejercer todos los particulares. Sin 
embargo, aquí el principto es el inverso y se basa en que no la 
puede ejercer ningún particular, precisamente porque se trata 
de un servicio público y, por ello sólo por la vía de la conce- 
sión un particular puede desarrollar esa actividad. Por lo tanto, 
el argumento falla por la base, corno quedó en claro cuando el 
señor ministro de Defensa Nacional leyó lo que al respecto 
dice el doctor Sayagués Laso -tengo aquí un Tratado- distin- 
guiendo nítidamente la llamada cláusula de exclusividad en 
una concesión de servicio público, del monopolio. 


En segundo término, se utilizó el argumento de que no se 
aplicó la ley N* 16.211, en sus artículos 1? y 6%. Debo decir que 
cuando se llamó a licitación dicha ley no existía en nuestro 
ordenamiento jurídico porque se promulgó en diciembre de 
1991 y la licitación se llamó en agosto de 1990. Entonces, mal 
puede pretenderse que se aplicara una ley que no existía. Pero 
además, la invocación del artículo 1* que es el que establece 
que el otorgamiento de la concesión del servicio público se 
debe hacer por el propio Ente Autónomo con aprobación del 
Poder Ejecutivo, es un argumento carente del mínimo sentido 
porque la disposición mencionada no estaba vigente y, además, 
porque luego se dejó sin efecto cuando tuvo lugar el referén- 
dum del 13 de diciembre de 1992. En este sentido, me desen- 
tiendo del tema de si el referéndum tiene efecto derogatorio o 
anulatorio. No comparto esta segunda tesis, sostenida por el 
señor senador Korzentak, pero si ella fuera exacta llevaría a la 
conclusión de que en algún momento estuvo vigente el artículo 
19%, por cuanto se anuló en el referéndum. Por lo tanto, no 
deberíamos hablar de una norma que no existe en nuestro orde- 
namiento jurídico y que tampoco existía cuando se llamó a 
licitación. 


En cuanto al artículo 6*, que establece que es cometido de 
PLUNA la prestación de este tipo de servicios -más allá de la 
discusión que ya hubo en sala sobre el alcance de esta norma- 
deseo manifestar que cuando se llamó a licitación dicha dispo- 
sición no estaba vigente y, por lo tanto, como el principio 
general es que las leyes no son retroactivas, no se puede pre- 
tender que luego de que la licitación que estaba en pleno desa- 
rrollo y ya se había hecho el Hamado público, se dejara sin 
efecto generando, naturalmente, responsabilidad del Estado, 
puesto que ya existían intereses legítimos de las empresas que 
se presentaron. 


Con respecto al tema de la conveniencia, aquí se ha dicho 
que lo actuado es inconveniente porque PLUNA está mal eco- 
nómicamente y de esta manera se agrava su situación. A mi 
juicio, el asunto de las conveniencias de las decisiones del 
Estado en todos los planos no se puede juzgar bajo la óptica 
del interés particular. Aunque PLUNA es una empresa estatal, 
es interés particular de la misma prestar ese servicio. Entonces, 
el punto debe juzgarse desde la perspectiva del interés general, 
que es el de las empresas de aeronavegación comercial que 
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operan en el Aeropuerto Internacional de Carrasco que, como 
ha quedado demostrado a través de los documentos que leyó el 
señor ministro de Defensa Nacional, querían que PLUNA deja- 
ra de prestar estos servicios y están totalmente de acuerdo con 
que se haya realizado esta licitación y con la forma en que 
ahora se prestan dichos servicios. El interés general también 
está representado por todos los usuarios, es decir por los ciuda- 
danos uruguayos y extranjeros que acceden al Aeropuerto In- 
ternacional de Carrasco para embarcar o desembarcar en él y 
que quieren que los servicios sean de una calidad que, lamenta- 
blemente, PLUNA no ofrecía en estos momentos, 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - De inmediato se la concedo, se- 
ñor senador. 


Desde la Mesa no debería hacer lo que he hecho porque he 
hablado durante seis o siete minutos. 


En primer lugar, le concedo la interrupción que me había 
solicitado el señor senador Ricaldoni y, en segundo término, al 
señor senador Korzeniak. 


SEÑOR RICALDONI. - Como han pasado muchos minu- 
tos, la interrupción ha perdido actualidad. 


SEÑOR KORZENIAK. - Debo deducir que el señor presi- 
dente entiende que después que se ha llamado a una licitación 
el Estado no tiene derecho a suspenderla, ni aun cuando existe 
un artículo legal que le otorga esa facultad o establece que esa 
actividad la desarrolla un organismo del Estado. Quiero decir 
lo siguiente; sin necesidad de que haya una ley que le dé 
competencia a un organismo como PLUNA -como en este caso- 
cl Estado puede dejar sin efecto los llamados a licitaciones 
cuantas veces quiera y no hay interés legítimo de las empresas 
que valga, aun cuando se hayan presentado. A lo sumo, si han 
presentado una garantía deberá devolvérsela. Ello ha pasado 
muchísimas veces en el país cuando, en ocasiones, el Estado se 
ha arrepentido por razones de conveniencia de una licitación, 
¡cómo no va a poder juzgar si la licitación, cuando se adjudica 
a la luz de una norma que existe, está bien o no! Quería dejar 
esa constancia porque no se puede sostener que el Estado hace 
un llamado a licitación y luego incurre en responsabilidad si lo 
deja sin efecto. El tema que se planteaba, luego de adjudicada 
la licitación y comenzada su ejecución es otro. Pero antes de la 
adjudicación, naturalmente puede dejarse sin efecto una licita- 
ción y con ello no se incurre en ninguna clase de responsabili- 
dad. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Con mucho gusto señor senador. 


Sólo quiero decir que respeto mucho la opinión del señor 
senador Korzeniak, pero creo que quien participa en una licita- 
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ción a la que ya se ha presentado, y sabiendo que se ha hecho 
la apertura de las ofertas, tiene derecho a que el proceso termi- 
ne y tiene un interés legítimo en que así sea. Si se me dice que 
hay una ley vigente que autoriza otra cosa y se procede de 
acuerdo a ella sin duda habrá un juicio y se determinará en él 
quién tiene la razón. No obstante, en todo caso la licitación está 
terminada y en el día de hoy hemos llamado a sala al señor 
ministro de Defensa Nacional para juzgar su responsabilidad 
política por una licitación que se desarrolló en forma irrepro- 
chable, donde ya hay un adjudicatario y no es posible dar 
marcha atrás. 


Puede inierrumpir el señor senador Astori, 


SEÑOR ASTORI. - Quiero dejar una breve constancia rela- 
tiva al proceso que ha venido viviendo PLUNA en los últimos 
años y al cual se refirió el señor presidente del Senado. 


Precisamente, la constancia se ubica en 1986, Delante de 
mi vista tengo información oficial que demuestra que ese año 
fue uno de los mejores de la empresa PLUNA; sus balances 
arrojaron un superávit de U$S 2:500.000, porque en 1985 el 
Directorio encabezado por el contador Conforte inició un pro- 
ceso evidente de recuperación de la empresa. No obstante, hubo 
una intención -tal como lo expresó el señor presidente- de 
iniciar también un proceso de privatización. Quiero dejar esta 
constancia porque en el anterior período de gobierno la empre- 
sa vivió dos etapas muy diferenciadas. La primera, que se ex- 
tendió desde 1985 a 1986, indicó una excelente gestión de la 
empresa. Luego fracasaron los procesos de privatización a los 
que aludía el señor presidente y se inició una fase de desmante- 
lamiento total de PLUNA, con una muy mala gestión, Esta es 
la segunda etapa del Ente durante el anterior período de gobier- 
no en la que, entre otras cosas, la disponibilidad de caja de la 
empresa se redujo de U$S 7:000.000 a U$S 1:000.000. Este es 
el periodo a que aludía el señor senador Pereyra en su interven- 
ción. 


Quiero dejar las cosas en claro porque, durante la primera 
etapa del anterior período de gobierno, el Directorio presidido 
por el contador Conforte demostró que la empresa bien admi- 
nistrada era, sin ningún tipo de dudas, rentable. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo que ha dicho el señor senador 
Astori no cstá cn contraposición con lo que yo expresé, 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Teniendo en cuenta lo 
avanzado de la hora y sin el ánimo de abrir nuevamente el 
debate, recurro a mi memoria -que inuchas veces no es buena, 
aunque creo que en este caso lo es- para decir que la circuns- 
tancia de que en un balance se tomen o no en cuenta determi- 
nados pasivos que pueden llegar a ser muy importantes -como 
lo es la compra de los aviones que la empresa tiene- determina 
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que arroje un superávit o un déficit. La empresa PLUNA tuvo 
un período en el que no contabilizó en su pasivo las compras de 
las aeronaves como deudas impagas, por lo tanto, tampoco los 
intereses se vieron como gastos o pérdidas. Eso ameritó un 
sumario y un informe de una empresa de auditoría externa; 
luego, todo volvió a su cauce, arrojando desde ese entonces el 
verdadero resultado de la gestión. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZA. - Señor presidente: en realidad, no pensa- 
ba intervenir en el debate y sólo lo había hecho por la vía de la 
interrupción, pero sus palabras me han obligado a hacerlo. En 
primer lugar, porque considero que desde la Mesa de la Presi- 
dencia se ha utilizado un tono especial, como si laudara toda 
esta discusión y emitiera el fallo definitivo sobre las opiniones 
que se han expresado y contradicho. En segundo término, por- 
que creo que lo ha hecho en forma muy determinante con 
respecto a la regularidad jurídica del icma planteado, afirman- 
do que se trata de un servicio público y, por lo tanto, no son 
pertinentes las observaciones que hicimos en su momento en el 
debate en cuanto a la necesidad de entender que estas tareas 
deben estar en el marco de la libertad y de la competencia. 
Personalmente, me reafirmo en csta última opinión, que no la 
expreso yo, sino el propio Poder Ejecutivo, dicho Poder, tal 
como lo dije anteriormente, por decreto emitido cn 1990, seña- 
la que la referida actividad comercial -está hablando del scrvi- 
cio terrestre- debe considerarse libre, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 7? y 36 de la Constitución. Es decir 
que toda esta tesis que cl señor presidente ha desarrollado, y 
que me parece muy respetable, no es la que sostuvo el Poder 
Ejecutivo, en la que luego se basa esta otra decisión de realizar 
la adjudicación en exclusividad a un particular, en contradic- 
ción con lo que antes afirmara. Como respaldo aquella posición 
del Poder Ejecutivo, no acompaño la solución de dar a un 
particular un monopolio sin que exista pronunciamiento de la 
ley, respetando los dos tercios requeridos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere aclarar que 
con sus palabras, no ha pretendido laudar nada; solamente ha- 
bló desde la Mesa, con la tolerancia de los señores senadores y 
su opinión es la de un integrante más del Cuerpo. Naturalmen- 
te, la emite con convicción, pero con todo respeto por la opi- 
nión de los demás integrantes del Cuerpo. 


Se va a dar lectura a las mociones que han llegado a la 
Mesa, por el orden en que fueron presentadas. 


Léansc. 
(Se leen:) 

“Ofídos los informes del señor ministro de Defensa 
Nacional, doctor Daniel Hugo Martins, sobre la licita- 


ción por la que se otorgaron los servicios de tierra en el 
Aeropucrio Internacional de Carrasco y sus repercusio- 
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nes en la situación de PLUNA, el Senado declara que se 
ha actuado con la mayor observancia de las normas 
legales, sin violentarlas y con la superior disposición de 
salvaguardar los intereses del país”. Firman los señores 
senadores Santoro, Alonso Tellechea, Olascoaga, Sil- 
veira Zavala, Grenno, Urioste, González Modernell, 
Elso Goñi, Ramírez y el señor presidente. 


“Oídas las explicaciones del señor ministro de De- 
fensa Nacional, la Cámara de Senadores declara su pre- 
ocupación ante la crisis por la que atraviesa PLUNA, 
agravada últimamente por la concesión de los servicios 
de tierra del Aeropuerto Internacional de Carrasco en 
condiciones contractuales que le impedirán la atención 
directa de sus propias necesidades”. Firman los señores 
senadores Ricaldoni, Jude, Millor, Irurtia, Bouza, Bel- 
visi, Bouzas, Pérez, Astori, Gargano, Bruera, Korze- 
niak, Cassina, Batalla, Zumarán, Hackenbruch y Ara- 
na. 


“Oídas las explicaciones del señor ministro de De- 
fensa Nacional, la Cámara de Senadores declara su pre- 
ocupación ante la crisis por la que atraviesa PLUNA, 
agravada últimamente por la concesión de los servicios 
de ticrra del Aeropuerto Internacional de Carrasco en 
condiciones contractuales que le impedirán la atención 
directa de sus propias necesidades. Asimismo, el Sena- 
do considera que el Poder Ejecutivo debe y puede tomar 
las medidas tendientes a establecer que PLUNA presta- 
rá los servicios de tierra a sus propias aeronaves”. Fir- 
man los señores senadores Korzeniak, Astori, Bruera, 
Cassina, Batalla, Bouzas, Pérez, Gargano y Arana. 


-Se va a votar la primera de las mociones presentadas. 


(Se vota:) 
-14 en 29. Negativa. 
SEÑOR RICALDONT. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tienc la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: hemos votado 
en contra de esta moción, pero queremos aclarar algunos as- 
pectos de nuestra actitud. 


En el transcurso de la exposición que realizamos en nombre 
del Foro Batllista señalamos que, a nuestro juicio, el señor 
ministro aquí presente no puede tener una responsabilidad polí- 
tica dirccta, porque se trata de hechos generados y consumados 
antes de que ocupara el cargo. 


Sin embargo, esta afirmación no nos impide señalar que no 
consideramos que sus explicaciones sean satisfactorias, porque 
sobre algunos aspectos centrales de este llamado a sala no las 
hubo de ninguna especie. No hubo explicaciones sobre las ob- 
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jectones gue planteamos algunos de los senadores presentes, 
respecto a los procedimientos seguidos para la adjudicación de 
esta licitación. Y no hubo, realmente, ninguna explicación, sa- 
tisfactoria O insatisfactoria, sobre las repercusiones de la licita- 
ción en la situación de PLUNA. Precisamente, este era el se- 
gundo de los temas objeto de este llamado a sala. 


Aclaro que mis palabras no tienen un sentido de reproche al 
señor ministro. Simplemente, he querido indicar que existen 
hechos que no es posible ocultar y explicaciones que son impo- 
sibles de proporcionar. Reitero que, a nuestro juicio, el señor 
ministro no tiene responsabilidad política sobre lo que ha ocu- 
rrido, pero las explicaciones -y lamentamos decirlo- han dista- 
do de ser satisfactorias. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Aclaro que nuestro fundamento de voto 
es muy similar al que acaba de exponer cl señor senador Rical- 
don.. 


Durante nuestra exposición hemos dicho que el tema tras- 
cendía largamente a la gestión de este ministro de Defensa 
Nacional, pero también señalamos que en el fondo de esta 
cuestión hay aspectos sobre los que no se han dado explicacio- 
nes que, a nuestro juicio, motiven un voto afirmativo a esta 
primera moción. 


En ese sentido, dejamos constancia del fundamento de nues- 
tro voto negativo. 


Por otra parte, de acuerdo con la lectura de las mociones es 
notorio que la que se leyó en tercer lugar agrega un numeral a 
la que figura en segundo término. Pienso que la votación que se 
hará a continuación podría ser tomada como una sola con nu- 
merales separados. Esto significa que, en primer lugar, se vota- 
ría el primer numeral y, luego el segundo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No hay inconvenienie en proce- 
der como lo solicita el señor senador. Si ambas resultaran afir- 
malivas, se tomaría como una sola moción con distintos aparta- 
dos 0 numerales. 

SEÑOR ASTORI. - Quise plantear este aspecto relativo al 
procedimiento porque nos gustaría que, cualquiera fuera el re- 


sultado de la votación que haremos ahora, se ponga a votación 
la tercer moción. 


SEÑOR RICALDONT. - Solicito que se lea nuevamente la 
moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo, señor senador. 
Léase la segunda moción. 


(Se lee:) 
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“Oídas las explicaciones del señor ministro de De- 
fensa Nacional, la Cámara de Senadores declara: 


Su preocupación ante la crisis por la que atraviesa 
PLUNA, agravada últimamente por la concesión de los 
servicios de tierra del Aeropuerto de Carrasco en condi- 
ciones contractuales que le impedirán la atención directa 
de sus propias necesidades”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Sefíor presidente: hemos votado 
afirmativamente esta moción porque discrepamos radicalmente 
con la concepción que se ha expuesto en sala de que PLUNA 
está condenada al cierre o a la muerte. 


A este respecto queremos decir, en primer lugar, que no se 
la debe condenar al cierre y, en segundo término, que la pre- 
ocupación que expresa esta moción -y que ha recogido mayori- 
tariamente el Senado- debe llevar a la búsqueda y al hallazgo 
de soluciones, dentro de la ley, que mantengan la bandera uru- 
guaya de PLUNA dentro de esa compañía, bajo la actual es- 
tructura o bajo otra de las que permite la normativa vigente, 


Creemos que no le ha hecho bien a la discusión -por lo 
menos en sus últimos tramos- que se optara por comparaciones 
que a mi juicio son profundamente equivocadas. Si hubieran 
dado mérito a nuestra respuesta -tal como estuvimos tentados 
de hacerlo en más de una oportunidad- hubieran distraído la 
atención del Senado de la cuestión que fue motivo de la cita- 
ción del día de hoy. 


Pienso que la afirmación de que los otros fueron peores y 
las actuales son mejores, o que de este lado de la raya están 
los buenos y del otro los malos, integran un estilo que el país 
-y no lo dicen solalmente las encuestas- rechaza en forma 
permamente. 


Reitero que, en todo caso, esta moción significa para el 
Foro Batllista una esperanza. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A continuación, corresponde vo- 
tar el otro agregado o numeral de la moción. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Asimismo, el Senado considera que el Poder Ejecu- 
tivo debe y puede tomar las medidas tendientes a esta- 
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blecer que PLUNA prestará los servicios de tierra a sus 
propias aeronaves”. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Posiblemente por lo avanzado de la 
hora, no entendemos los contenidos de los dos apartados de 
esta moción. En el primero se señala que, a raíz de la conce- 
sión otorgada por el Poder Ejecutivo, PLUNA no podrá prestar- 
se los servicios de tierra. En el segundo, se exhorta o reclama 
que el Poder Ejecutivo disponga o adopte medios a los efectos 
de que PLUNA pueda prestarse los servicios de tierra. Quizás 
por el sueño o el cansancio, vemos que son contradictorias las 
dos disposiciones que están contenidas en esta moción. 


Por lo tanto, estimamos que sus autores deberían brindar 
una explicación. A pesar de que, como es sabido, no vamos a 
acompañar dicha moción, queremos entender lo que allí se 
pretende decir. Durante todo el debate estuvo rondando la aspi- 
ración -expuesta en primer término por el miembro interpelan- 
te, señor senador Bouzas, quien lo dijo desde el comienzo de su 
disertación- de que PLUNA pudiera prestarse los servicios de 
tierra. 


En consecuencia, no comprendemos el contenido de esta 
moción que, por un lado, da por laudado el tema diciendo que 
PLUNA definitivamente no podrá prestarse los servicios de 
tierra y, por otro, exhoría a que el Poder Ejecutivo alcance 
soluciones para que dicha empresa lo haga. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Si me permiten, intentaré aclarar 
el sentido de la preocupación del señor senador Santoro. 


La primera parte de la moción describe una situación que 
existe hasta el día de hoy, que no solamente fue descrita sino 
también apoyada por el señor ministro de Defensa Nacional y 
por varios señores senadores, quienes manifestaron que en el 
llamado a licitación se había establecido que todos los servicios 
-incluyendo los servicios a PLUNA- los debía brindar la em- 
presa adjudicataria. Entonces, la primera parte de la resolución, 
tal como la hemos votado, describe una situación. 


La segunda parte declara nuestra exhortación o deseo de 
que el Poder Ejecutivo adopte medidas. 


Creo que el Poder Ejecutivo cuenta con figuras como la del 
señor ministro de Defensa Nacional, que poseen un gran cono- 
cimiento del tema. Entonces, frente a una licitación adjudicada 
en que una de las partes, repito, está en incumplimiento, bien 
puede el Poder Ejecutivo invocar esa situación para conversar 
con la empresa. Hoy se hablaba de que si continúa el incumpli- 
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miento, será necesario aplicar multas; pero la multa no cs la 
única fórmula ante un incumplimiento en que haya incurrido la 
empresa concesionaria. 


Entendemos, pues, sin correr el riesgo de un juicio perdi- 
do, como señalaba hace unos momentos el señor senador Mi- 
llor -cuya opinión respetamos, pero no compartimos- que el 
Poder Ejecutivo puede tomar medidas tendientes a negociar 
con esta empresa, tal como ya lo ha hecho a fin de que a ésta 
no se le cobrara por algunos meses. No sabemos si esto ha 
fructificado o no, si se estará haciendo después de la adjudica- 
ción, como es habitual; sin embargo, se ha negociado a pesar 
de que esto no figuraba en el contrato que se debe haber cele- 
brado. Asimismo, el Poder Ejecutivo ha negociado plazos con 
la empresa y también ha entablado conversaciones en torno a 
otros aspectos, porque la empresa carece de toda la maquinaria 
que, de pronto, está en viaje. 


Del mismo modo, entonces, podría negociar la posibilidad 
de que la empresa PLUNA autopreste los servicios de ticrra. 
Ese es el sentido de la excitación al Poder Ejecutivo contenida 
en la segunda parte de la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la segunda parte de la moción, 


(Se vota:) 
-9 en 27. Negativa. 
6) SEÑOR JOSE ANTONIO RAMIREZ. Su deceso. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: dado 
lo avanzado de la hora, muy brevemente deseo expresar nues- 
tro pésame -lo digo en nombre del Cuerpo- por el fallecimiento 
del padre de nuestro compañero, el señor senador Ramírez. 


Asimismo, formulo moción para que antes de que se levan- 
te la sesión, y de inmediato, el Senado se ponga de pie y 
guarde un minuto de silencio en honor a la memoria de don 
José Antonio Ramírez, quien fuera senador de la República y 
un distinguido dirigente político del Partido Nacional. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra cl señor sena- 
dor. * 


SEÑOR MILLOR. - Señor presidente: sin duda que ha sido 
muy oportuna la intervención del señor senador Alonso Telle- 
chea. 
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Naturalmente, le hacemos llegar nuestras condolencias al 
compañcro de trabajo, el señor senador Ramírez, pero también 
queremos destacar algo que nos ha conmovido profundamente 
y que deseamos expresarlo públicamente, 


Nos enteramos del duelo que se cierne sobre su familia 
cuando comenzaba la sesión, y al requerir acerca de su ausen- 
cia, se nos contestó que había fallecido su padre. Francamente, 
digo que no esperaba verlo comparecer esta noche, porque si 
había un día en que estaba justificada su ausencia era, precisa- 
mente, éste. Al mismo tiempo, me congratulo, como adversario 
político, de que una vez más haya quedado demostrada, de la 
manera más dramática y sublime, la vocación de servicio de 
tos hombres públicos uruguayos. Entonces, en ese sentido, más 
que las condolencias le doy gracias al señor senador Ramírez 
por esta demostración. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Señor presidente: la bancada del Frente 
Amplio se solidariza con nuestro compañero el señor senador 
Ramirez. 


Personalmente ya le habíamos hecho llegar nuestro saludo 
y también señalado que, lamentablemente, nos habíamos ente- 
rado tarde de esta pérdida tan importante que ha sufrido. 

Es cuanto deseaba expresar. 

SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR BATALLA. - Señor presidente: también quiero ha- 
cer extensivo el dolor de nuestro Partido y el mío por la muerte 


de quien fuera un importante hombre público de nuestro país, 
don José Antonio Ramírez, padre de nuestro compafiero cl 
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señor senador Ramírez. Lamentablemente, hoy no pudimos es- 
tar junto a él, pero le hicimos llegar nuestras condolencias y 
por supuesto que creemos justo el homenaje que hoy el Senado 
está tributando. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Alonso 
Tellechea. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


La Presidencia invita al Senado y a la barra a ponerse de 
pie y guardar un minuto de sifencio., 


- (Así se hace) 
7) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 2 y $ minutos, presidiendo el doctor 
Aguirre Ramírez y estando presentes los señores senadores 
Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Arana, Astori, Bata- 
lla, Blanco, Bouza, Bouzas, Bruera, Cassina, Elso Goñi, Gar- 
gano, González Modernell, Hackenbruch, Irurtia, Jude, Kor- 
zeniak, Millor, Olascoaga, Pérez, Ramírez, Ricaldoni, San- 
toro, Silveira Zabala, Urioste y Zumarán). 
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